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Introducción 

 La presente publicación, en que se reproducen los tratados internacio-
nales principales de derechos humanos, se basa en la amplia recopilación 
publicada por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos (ACNUDH) en febrero de 2003: Derechos Humanos: 
Recopilación de Instrumentos Internacionales.  Al publicar los tratados prin-
cipales en este formato de fácil utilización, el ACNUDH desea hacerlos más 
accesibles, en particular a los funcionarios gubernamentales, a la sociedad 
civil, a los defensores de los derechos humanos, a los profesionales de dere-
cho, a los especialistas, a los ciudadanos y otras personas interesadas en la 
normativa de los derechos humanos. 

 En el sitio web del ACNUDH, www.ohchr.org, se podrá consultar 
información actualizada sobre los países en los que se aplican estos tratados. 
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Declaración Universal de 
Derechos Humanos 

Aprobada y proclamada por la Asamblea General en 
su resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948 

PREÁMBULO 

 Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen 
por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales 
e inalienables de todos los miembros de la familia humana, 

 Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los dere-
chos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia 
de la humanidad; y que se ha proclamado, como la aspiración más elevada 
del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, libera-
dos del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la liber-
tad de creencias, 

 Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por 
un régimen de derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al su-
premo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión, 

 Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones 
amistosas entre las naciones, 

 Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado 
en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y 
el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y 
mujeres; y se han declarado resueltos a promover el progreso social y a ele-
var el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad, 

 Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a 
asegurar, en cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el 
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respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales del 
hombre, y 

 Considerando que una concepción común de estos derechos y liberta-
des es de la mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho com-
promiso, 

 La Asamblea General 

 Proclama la presente Declaración Universal de Derechos Humanos 
como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, 
a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constan-
temente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto 
a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter 
nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efecti-
vos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los 
territorios colocados bajo su jurisdicción. 

Artículo 1 

 Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y dere-
chos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse frater-
nalmente los unos con los otros. 

Artículo 2 

 1. Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en 
esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición. 

 2. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición 
política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción 
dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un 
territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier 
otra limitación de soberanía. 

Artículo 3 

 Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad 
de su persona. 
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Artículo 4 

 Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre; la esclavitud y la 
trata de esclavos están prohibidas en todas sus formas. 

Artículo 5 

 Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. 

Artículo 6 

 Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de 
su personalidad jurídica. 

Artículo 7 

 Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual 
protección de la ley.  Todos tienen derecho a igual protección contra toda 
discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal 
discriminación. 

Artículo 8 

 Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales 
nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley. 

Artículo 9 

 Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. 

Artículo 10 

 Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser 
oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, 
para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de 
cualquier acusación contra ella en materia penal. 

Artículo 11 

 1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma 
su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en 
juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias 
para su defensa. 
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 2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momen-
to de cometerse no fueron delictivos según el derecho nacional o internacio-
nal.  Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento 
de la comisión del delito. 

Artículo 12 

 Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su 
familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su 
reputación.  Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales 
injerencias o ataques. 

Artículo 13 

 1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su 
residencia en el territorio de un Estado. 

 2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso 
del propio, y a regresar a su país. 

Artículo 14 

 1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar 
asilo, y a disfrutar de él, en cualquier país. 

 2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial 
realmente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósi-
tos y principios de las Naciones Unidas. 

Artículo 15 

 1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 

 2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del 
derecho a cambiar de nacionalidad. 

Artículo 16 

 1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen 
derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a 
casarse y fundar una familia; y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al 
matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio. 

 2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros es-
posos podrá contraerse el matrimonio. 
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 3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad 
y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 

Artículo 17 

 1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y 
colectivamente. 

 2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad. 

Artículo 18 

 Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de concien-
cia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de 
creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, indivi-
dual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la 
práctica, el culto y la observancia. 

Artículo 19 

 Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; 
este derecho incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, el de in-
vestigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limita-
ción de fronteras, por cualquier medio de expresión. 

Artículo 20 

 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de aso-
ciación pacíficas. 

 2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. 

Artículo 21 

 1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su 
país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos. 

 2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de 
igualdad, a las funciones públicas de su país. 

 3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder 
público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que 
habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por 
voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del 
voto. 
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Artículo 22 

 Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la segu-
ridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación 
internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, 
la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensa-
bles a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 

Artículo 23 

 1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su 
trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección 
contra el desempleo. 

 2. Toda personal tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual 
salario por trabajo igual. 

 3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración 
equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existen-
cia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, 
por cualesquiera otros medios de protección social. 

 4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse 
para la defensa de sus intereses. 

Artículo 24 

 Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a 
una limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas 
pagadas. 

Artículo 25 

 1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le 
asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimen-
tación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, en-
fermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de 
subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 

 2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asis-
tencia especiales.  Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matri-
monio, tienen derecho a igual protección social. 
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Artículo 26 

 1. Toda persona tiene derecho a la educación.  La educación debe 
ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y funda-
mental.  La instrucción elemental será obligatoria.  La instrucción técnica y 
profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será 
igual para todos, en función de los méritos respectivos. 

 2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la perso-
nalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a 
las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la 
amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos; y 
promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el 
mantenimiento de la paz. 

 3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de 
educación que habrá de darse a sus hijos. 

Artículo 27 

 1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida 
cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso 
científico y en los beneficios que de él resulten. 

 2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses 
morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones cien-
tíficas, literarias o artísticas de que sea autora. 

Artículo 28 

 Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e in-
ternacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta Declara-
ción se hagan plenamente efectivos. 

Artículo 29 

 1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto 
que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. 

 2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus liberta-
des, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por 
la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los dere-
chos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la 
moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática. 
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 3. Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejer-
cidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 

Artículo 30 

 Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de 
que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para em-
prender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de 
cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración. 
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Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales 

Aprobado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea 
General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966 

ENTRADA EN VIGOR:  3 DE ENERO DE 1976, DE CONFORMIDAD 
CON EL ARTÍCULO 27 

PREÁMBULO 

 Los Estados Partes en el presente Pacto, 

 Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta 
de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 
base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la 
familia humana y de sus derechos iguales e inalienables, 

 Reconociendo que estos derechos se desprenden de la dignidad in-
herente a la persona humana, 

 Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del 
temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada 
persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, así como de 
sus derechos civiles y políticos, 

 Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Esta-
dos la obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos 
y libertades humanos, 

 Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros 
individuos y de la comunidad a que pertenece, está obligado a procurar la 
vigencia y observancia de los derechos reconocidos en este Pacto, 
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 Convienen en los artículos siguientes: 

PARTE I 

Artículo 1 

 1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación.  En 
virtud de ese derecho establecen libremente su condición política y proveen 
asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 

 2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer 
libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obliga-
ciones que derivan de la cooperación económica internacional basada en el 
principio de beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En 
ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 

 3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen 
la responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 
fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación y 
respetarán ese derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de 
las Naciones Unidas. 

PARTE II 

Artículo 2 

 1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se com-
promete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y 
la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el 
máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por 
todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas 
legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. 

 2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discrimina-
ción alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión políti-
ca o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento 
o cualquier otra condición social. 

 3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los 
derechos humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida 
garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a 
personas que no sean nacionales suyos. 
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Artículo 3 

 Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a 
los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos econó-
micos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto. 

Artículo 4 

 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de 
los derechos garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste 
podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por ley, 
sólo en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el 
exclusivo objeto de promover el bienestar general en una sociedad 
democrática. 

Artículo 5 

 1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada 
en el sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo 
para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de 
cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o a su limita-
ción en medida mayor que la prevista en él. 

 2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los 
derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud 
de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de que el 
presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado. 

PARTE III 

Artículo 6 

 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a 
trabajar, que comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de 
ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y toma-
rán medidas adecuadas para garantizar este derecho. 

 2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Esta-
dos Partes en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este dere-
cho deberá figurar la orientación y formación tecnicoprofesional, la prepara-
ción de programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo 
económico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en 
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condiciones que garanticen las libertades políticas y económicas fundamenta-
les de la persona humana. 

Artículo 7 

 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le 
aseguren en especial: 

 a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los 
trabajadores: 

 i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin 
distinciones de ninguna especie; en particular, debe asegurarse 
a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los 
hombres, con salario igual por trabajo igual; 

 ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias 
conforme a las disposiciones del presente Pacto; 

 b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 

 c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su 
trabajo, a la categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones 
que los factores de tiempo de servicio y capacidad; 

 d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razona-
ble de las horas de trabajo y las vacaciones periódicas pagadas, así como la 
remuneración de los días festivos. 

Artículo 8 

 1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
garantizar: 

 a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al 
de su elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización 
correspondiente, para promover y proteger sus intereses económicos y socia-
les.  No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio de este derecho que 
las que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en 
interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la protección de 
los derechos y libertades ajenos; 
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 b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confede-
raciones nacionales y el de éstas a fundar organizaciones sindicales interna-
cionales o a afiliarse a las mismas; 

 c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin 
otras limitaciones que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una 
sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, 
o para la protección de los derechos y libertades ajenos; 

 d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de 
cada país. 

 2. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales 
el ejercicio de tales derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la 
policía o de la administración del Estado. 

 3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados 
Partes en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación a 
adoptar medidas legislativas que menoscaben las garantías previstas en dicho 
Convenio o a aplicar la ley en forma que menoscabe dichas garantías. 

Artículo 9 

 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a la seguridad social, incluso al seguro social. 

Artículo 10 

 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 

 1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y 
fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, 
especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y 
la educación de los hijos a su cargo.  El matrimonio debe contraerse con el 
libre consentimiento de los futuros cónyuges. 

 2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un 
período de tiempo razonable antes y después del parto.  Durante dicho perío-
do, a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración 
o con prestaciones adecuadas de seguridad social. 

 3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia 
en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por 
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razón de filiación o cualquier otra condición.  Debe protegerse a los niños y 
adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos 
nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el 
riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley.  Los 
Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales 
quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra 
infantil. 

Artículo 11 

 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho 
de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso 
alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las 
condiciones de existencia.  Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas 
para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la 
importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre 
consentimiento. 

 2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el dere-
cho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adopta-
rán, individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, 
incluidos los programas concretos, que se necesitan para: 

 a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribu-
ción de alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos 
y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el perfecciona-
miento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que se logren la ex-
plotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales; 

 b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos 
mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas 
que se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como 
a los que los exportan. 

Artículo 12 

 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho 
de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 

 2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el 
Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las 
necesarias para: 
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 a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y 
el sano desarrollo de los niños; 

 b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo 
y del medio ambiente; 

 c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémi-
cas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; 

 d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia 
médica y servicios médicos en caso de enfermedad. 

Artículo 13 

 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho 
de toda persona a la educación.  Convienen en que la educación debe orien-
tarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su 
dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las liberta-
des fundamentales.  Convienen asimismo en que la educación debe capacitar 
a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, favo-
recer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las activida-
des de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz. 

 2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con 
objeto de lograr el pleno ejercicio de este derecho: 

 a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos 
gratuitamente; 

 b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la 
enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse 
accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la 
implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

 c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a 
todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean 
apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza 
gratuita; 

 d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la 
educación fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o ter-
minado el ciclo completo de instrucción primaria; 
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 e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar 
en todos los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, 
y mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente. 

 3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de esco-
ger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autorida-
des públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el 
Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos 
o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus 
propias convicciones. 

 4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una 
restricción de la libertad de los particulares y entidades para establecer y 
dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los princi-
pios enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas institucio-
nes se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado. 

Artículo 14 

 Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse 
parte en él, aún no haya podido instituir en su territorio metropolitano o en 
otros territorios sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la gratuidad 
de la enseñanza primaria, se compromete a elaborar y adoptar, dentro de un 
plazo de dos años, un plan detallado de acción para la aplicación progresiva, 
dentro de un número razonable de años fijado en el plan, del principio de la 
enseñanza obligatoria y gratuita para todos. 

Artículo 15 

 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho 
de toda persona a: 

 a) Participar en la vida cultural; 

 b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplica-
ciones; 

 c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y mate-
riales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias 
o artísticas de que sea autora. 

 2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto 
deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las 
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necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de 
la cultura. 

 3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para la 
actividad creadora. 

 4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los benefi-
cios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relacio-
nes internacionales en cuestiones científicas y culturales. 

PARTE IV 

Artículo 16 

 1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
presentar, en conformidad con esta parte del Pacto, informes sobre las medi-
das que hayan adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el 
respeto a los derechos reconocidos en el mismo. 

 2. a) Todos los informes serán presentados al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien transmitirá copias al Consejo Econó-
mico y Social para que las examine conforme a lo dispuesto en el presente 
Pacto; 

 b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá tam-
bién a los organismos especializados copias de los informes, o de las partes 
pertinentes de éstos, enviados por los Estados Partes en el presente Pacto que 
además sean miembros de estos organismos especializados, en la medida en 
que tales informes o partes de ellos tengan relación con materias que sean de la 
competencia de dichos organismos conforme a sus instrumentos constitutivos. 

Artículo 17 

 1. Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus infor-
mes por etapas, con arreglo al programa que establecerá el Consejo Econó-
mico y Social en el plazo de un año desde la entrada en vigor del presente 
Pacto, previa consulta con los Estados Partes y con los organismos especiali-
zados interesados. 

 2. Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades 
que afecten el grado de cumplimiento de las obligaciones previstas en el 
presente Pacto. 
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 3. Cuando la información pertinente hubiera sido ya proporciona-
da a las Naciones Unidas o a algún organismo especializado por un Estado 
Parte, no será necesario repetir dicha información, sino que bastará hacer 
referencia concreta a la misma. 

Artículo 18 

 En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le 
confiere en materia de derechos humanos y libertades fundamentales, el Con-
sejo Económico y Social podrá celebrar acuerdos con los organismos espe-
cializados sobre la presentación por tales organismos de informes relativos al 
cumplimiento de las disposiciones del presente Pacto que corresponden a su 
campo de actividades.  Esos informes podrán contener detalles sobre las 
decisiones y recomendaciones que en relación con ese cumplimiento hayan 
aprobado los órganos competentes de dichos organismos. 

Artículo 19 

 El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la Comisión de 
Derechos Humanos, para su estudio y recomendación de carácter general, o 
para información, según proceda, los informes sobre derechos humanos que 
presenten a los Estados conforme a los artículos 16 y 17, y los informes rela-
tivos a los derechos humanos que presenten los organismos especializados 
conforme al artículo 18. 

Artículo 20 

 Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializa-
dos interesados podrán presentar al Consejo Económico y Social observacio-
nes sobre toda recomendación de carácter general hecha en virtud del artículo 
19 o toda referencia a tal recomendación general que conste en un informe de 
la Comisión de Derechos Humanos o en un documento allí mencionado. 

Artículo 21 

 El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la 
Asamblea General informes que contengan recomendaciones de carácter 
general, así como un resumen de la información recibida de los Estados Par-
tes en el presente Pacto y de los organismos especializados acerca de las 
medidas adoptadas y los progresos realizados para lograr el respeto general 
de los derechos reconocidos en el presente Pacto. 



 Pacto Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 19 

 

Artículo 22 

 El Consejo Económico y Social podrá señalar a la atención de otros 
órganos de las Naciones Unidas, sus órganos subsidiarios y los organismos 
especializados interesados que se ocupen de prestar asistencia técnica, toda 
cuestión surgida de los informes a que se refiere esta parte del Pacto que 
pueda servir para que dichas entidades se pronuncien, cada una dentro de su 
esfera de competencia, sobre la conveniencia de las medidas internacionales 
que puedan contribuir a la aplicación efectiva y progresiva del presente 
Pacto. 

Artículo 23 

 Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas 
de orden internacional destinadas a asegurar el respeto de los derechos que se 
reconocen en el presente Pacto comprenden procedimientos tales como la 
celebración de convenciones, la aprobación de recomendaciones, la 
prestación de asistencia técnica y la celebración de reuniones regionales y 
técnicas, para efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en 
cooperación con los Estados interesados. 

Artículo 24 

 Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en me-
noscabo de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las 
constituciones de los organismos especializados que definen las atribuciones 
de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especia-
lizados en cuanto a las materias a que se refiere el Pacto. 

Artículo 25 

 Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en me-
noscabo del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena 
y libremente sus riquezas y recursos naturales. 

PARTE V 

Artículo 26 

 1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados 
Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especiali-
zado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional 
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de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto. 

 2. El presente Pacto está sujeto a ratificación.  Los instrumentos 
de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

 3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera 
de los Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo. 

 4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumen-
to de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

 5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a to-
dos los Estados que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a 
él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión. 

Artículo 27 

 1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a 
partir de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento 
de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

 2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a 
él después de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de 
ratificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a 
partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de 
ratificación o de adhesión. 

Artículo 28 

 Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes 
componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 

Artículo 29 

 1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer en-
miendas y depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Uni-
das.  El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Esta-
dos Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se 
convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las pro-
puestas y someterlas a votación.  Si un tercio al menos de los Estados se 
declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una 
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conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas.  Toda enmienda adop-
tada por la mayoría de Estados presentes y votantes en la conferencia se so-
meterá a la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

 2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aproba-
das por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de confor-
midad con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

 3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para 
los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 
Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pacto y por toda 
enmienda anterior que hayan aceptado. 

Artículo 30 

 Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del 
artículo 26, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos 
los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 

 a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dis-
puesto en el artículo 26; 

 b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo 
dispuesto en el artículo 27, y la fecha en que entren en vigor las enmiendas a 
que hace referencia el artículo 29. 

Artículo 31 

 1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, 
inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de 
las Naciones Unidas. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 
certificadas del presente Pacto a todos los Estados mencionados en el 
artículo 26. 
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Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos 

Aprobado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea 
General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966 

ENTRADA EN VIGOR:  23 DE MARZO DE 1976, DE CONFORMIDAD 
CON EL ARTÍCULO 49 

PREÁMBULO 

 Los Estados Partes en el presente Pacto, 

 Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta 
de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 
base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la 
familia humana y de sus derechos iguales e inalienables, 

 Reconociendo que estos derechos se derivan de la dignidad inherente a 
la persona humana, 

 Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre en el 
disfrute de las libertades civiles y políticas y liberado del temor y de la 
miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar 
de sus derechos civiles y políticos, tanto como de sus derechos económicos, 
sociales y culturales, 

 Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Esta-
dos la obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos 
y libertades humanos, 
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 Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros 
individuos y de la comunidad a que pertenece, tiene la obligación de esfor-
zarse por la consecución y la observancia de los derechos reconocidos en este 
Pacto, 

 Convienen en los artículos siguientes: 

PARTE I 

Artículo 1 

 1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación.  En 
virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen 
asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 

 2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer 
libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obliga-
ciones que derivan de la cooperación económica internacional basada en el 
principio del beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En 
ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 

 3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen 
la responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 
fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, y 
respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de 
las Naciones Unidas. 

PARTE II 

Artículo 2 

 1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se com-
promete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en 
su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el 
presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económi-
ca, nacimiento o cualquier otra condición social. 

 2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las 
medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el 
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presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones 
legislativas o de otro carácter. 

 3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se com-
promete a garantizar que: 

 a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el 
presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun 
cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en 
ejercicio de sus funciones oficiales; 

 b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, 
o cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Esta-
do, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, y 
desarrollará las posibilidades de recurso judicial; 

 c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se 
haya estimado procedente el recurso. 

Artículo 3 

 Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a 
hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y 
políticos enunciados en el presente Pacto. 

Artículo 4 

 1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de 
la nación y cuya existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados 
Partes en el presente Pacto podrán adoptar disposiciones que, en la medida 
estrictamente limitada a las exigencias de la situación, suspendan las obliga-
ciones contraídas en virtud del presente Pacto, siempre que tales disposicio-
nes no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el 
derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada única-
mente en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. 

 2. La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los 
artículos 6, 7, 8 (párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 y 18. 

 3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del dere-
cho de suspensión deberá informar inmediatamente a los demás Estados 
Partes en el presente Pacto, por conducto del Secretario General de las Na-
ciones Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido y de los 
motivos que hayan suscitado la suspensión.  Se hará una nueva comunicación 
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por el mismo conducto en la fecha en que se haya dado por terminada tal 
suspensión. 

Artículo 5 

 1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada 
en el sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para 
emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cual-
quiera de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su limitación 
en mayor medida que la prevista en él. 

 2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los 
derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado Parte 
en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de 
que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado. 

PARTE III 

Artículo 6 

 1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana.  Este 
derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida 
arbitrariamente. 

 2. En los países que no hayan abolido la pena capital sólo podrá 
imponerse la pena de muerte por los más graves delitos y de conformidad con 
leyes que estén en vigor en el momento de cometerse el delito y que no sean 
contrarias a las disposiciones del presente Pacto ni a la Convención para la 
Prevención y Sanción del Delito de Genocidio.  Esta pena sólo podrá impo-
nerse en cumplimiento de sentencia definitiva de un tribunal competente. 

 3. Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio 
se tendrá entendido que nada de lo dispuesto en este artículo excusará en 
modo alguno a los Estados Partes del cumplimiento de ninguna de las obliga-
ciones asumidas en virtud de las disposiciones de la Convención para la Pre-
vención y la Sanción del Delito de Genocidio. 

 4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el 
indulto o la conmutación de la pena de muerte.  La amnistía, el indulto o la 
conmutación de la pena capital podrán ser concedidos en todos los casos. 
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 5. La pena de muerte no se impondrá por delitos cometidos por 
personas de menos de 18 años de edad, ni se aplicará a las mujeres en estado 
de gravidez. 

 6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un 
Estado Parte en el presente Pacto para demorar o impedir la abolición de la 
pena capital. 

Artículo 7 

 Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes.  En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento 
a experimentos médicos o científicos. 

Artículo 8 

 1. Nadie estará sometido a esclavitud.  La esclavitud y la trata de 
esclavos estarán prohibidas en todas sus formas. 

 2. Nadie estará sometido a servidumbre. 

 3. a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u 
obligatorio; 

 b) El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de 
que prohíbe, en los países en los cuales ciertos delitos pueden ser castigados 
con la pena de prisión acompañada de trabajos forzados, el cumplimiento de 
una pena de trabajos forzados impuesta por un tribunal competente; 

 c) No se considerarán como "trabajo forzoso u obligatorio", a los 
efectos de este párrafo: 

 i) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el 
inciso b), se exijan normalmente de una persona presa en virtud 
de una decisión judicial legalmente dictada, o de una persona 
que habiendo sido presa en virtud de tal decisión se encuentre 
en libertad condicional; 

 ii) El servicio de carácter militar y, en los países donde se admite 
la exención por razones de conciencia, el servicio nacional que 
deben prestar conforme a la ley quienes se opongan al servicio 
militar por razones de conciencia. 

 iii) El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que ame-
nace la vida o el bienestar de la comunidad; 
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 iv) El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívi-
cas normales. 

Artículo 9 

 1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad 
personales.  Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias.  Na-
die podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con 
arreglo al procedimiento establecido en ésta. 

 2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su 
detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusa-
ción formulada contra ella. 

 3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal 
será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley 
para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un 
plazo razonable o a ser puesta en libertad.  La prisión preventiva de las per-
sonas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad 
podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acu-
sado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias procesa-
les y, en su caso, para la ejecución del fallo. 

 4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de deten-
ción o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste 
decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su 
libertad si la prisión fuera ilegal. 

 5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa ten-
drá el derecho efectivo a obtener reparación. 

Artículo 10 

 1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y 
con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 

 2. a) Los procesados estarán separados de los condenados, 
salvo en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento 
distinto, adecuado a su condición de personas no condenadas; 

 b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y 
deberán ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad 
posible para su enjuiciamiento. 
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 3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya 
finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados.  
Los menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos 
a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica. 

Artículo 11 

 Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una 
obligación contractual. 

Artículo 12 

 1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un 
Estado tendrá derecho a circular libremente por él y a escoger libremente en 
él su residencia. 

 2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier 
país, incluso del propio. 

 3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de res-
tricciones salvo cuando éstas se hallen previstas en la ley, sean necesarias 
para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral 
públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con los 
demás derechos reconocidos en el presente Pacto. 

 4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en 
su propio país. 

Artículo 13 

 El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado 
Parte en el presente Pacto sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de 
una decisión adoptada conforme a la ley; y, a menos que razones imperiosas 
de seguridad nacional se opongan a ello, se permitirá a tal extranjero exponer 
las razones que lo asistan en contra de su expulsión, así como someter su 
caso a revisión ante la autoridad competente o bien ante la persona o perso-
nas designadas especialmente por dicha autoridad competente, y hacerse 
representar con tal fin ante ellas. 

Artículo 14 

 1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de 
justicia.  Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las de-
bidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, esta-
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blecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter 
penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obliga-
ciones de carácter civil.  La prensa y el público podrán ser excluidos de la 
totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o 
seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés 
de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en 
opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publi-
cidad pudiera perjudicar los intereses de la justicia; pero toda sentencia en 
materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el inte-
rés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a 
pleitos matrimoniales o a la tutela de menores. 

 2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se pre-
suma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 

 3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá 
derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

 a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en 
forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra 
ella; 

 b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la pre-
paración de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección; 

 c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 

 d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente 
o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera 
defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la 
justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si care-
ciere de medios suficientes para pagarlo; 

 e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obte-
ner la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interroga-
dos en las mismas condiciones que los testigos de cargo; 

 f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende 
o no habla el idioma empleado en el tribunal; 

 g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse 
culpable. 
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 4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos 
penales se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular 
su readaptación social. 

 5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a 
que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a 
un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. 

 6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulterior-
mente revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o 
descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error judi-
cial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia 
deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le 
es imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el 
hecho desconocido. 

 7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual 
haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la 
ley y el procedimiento penal de cada país. 

Artículo 15 

 1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momen-
to de cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o internacio-
nal.  Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento 
de la comisión del delito.  Si con posterioridad a la comisión del delito la ley 
dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de 
ello. 

 2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la 
condena de una persona por actos u omisiones que, en el momento de come-
terse, fueran delictivos según los principios generales del derecho reconoci-
dos por la comunidad internacional. 

Artículo 16 

 Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de 
su personalidad jurídica. 

Artículo 17 

 1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 
privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales 
a su honra y reputación. 
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 2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas 
injerencias o esos ataques. 

Artículo 18 

 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de 
conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adop-
tar la religión o las creencias de su elección, así como la libertad de manifes-
tar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público 
como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y 
la enseñanza. 

 2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menosca-
bar su libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección. 

 3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creen-
cias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean 
necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o 
los derechos y libertades fundamentales de los demás. 

 4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para 
garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de 
acuerdo con sus propias convicciones. 

Artículo 19 

 1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 

 2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este 
derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por 
escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de 
su elección. 

 3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo 
entraña deberes y responsabilidades especiales.  Por consiguiente, puede estar 
sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente 
fijadas por la ley y ser necesarias para: 

 a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los 
demás; 
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 b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la 
salud o la moral públicas. 

Artículo 20 

 1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por 
la ley. 

 2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que consti-
tuya incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia estará prohibi-
da por la ley. 

Artículo 21 

 Se reconoce el derecho de reunión pacífica.  El ejercicio de tal dere-
cho sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, 
de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la 
moral públicas o los derechos y libertades de los demás. 

Artículo 22 

 1. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, 
incluso el derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la protección de 
sus intereses. 

 2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las 
restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad 
democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del 
orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y 
libertades de los demás.  El presente artículo no impedirá la imposición de 
restricciones legales al ejercicio de tal derecho cuando se trate de miembros 
de las fuerzas armadas y de la policía. 

 3. Ninguna disposición de este artículo autoriza a los Estados 
Partes en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948, 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación, a 
adoptar medidas legislativas que puedan menoscabar las garantías previstas 
en él ni a aplicar la ley de tal manera que pueda menoscabar esas garantías. 

Artículo 23 

 1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad 
y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 
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 2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer 
matrimonio y a fundar una familia si tienen edad para ello. 

 3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consen-
timiento de los contrayentes. 

 4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas 
apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de 
ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de 
disolución del mismo.  En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que 
aseguren la protección necesaria a los hijos. 

Artículo 24 

 1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por moti-
vos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición 
económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de 
menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado. 

 2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su naci-
miento y deberá tener un nombre. 

 3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad. 

Artículo 25 

 Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones mencio-
nadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes dere-
chos y oportunidades: 

 a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente 
o por medio de representantes libremente elegidos; 

 b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, reali-
zadas por sufragio universal e igual y por voto secreto, que garanticen la libre 
expresión de la voluntad de los electores; 

 c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las fun-
ciones públicas de su país. 

Artículo 26 

 Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discri-
minación a igual protección de la ley.  A este respecto, la ley prohibirá toda 
discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva 
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contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

Artículo 27 

 En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísti-
cas, no se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho 
que les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener 
su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear 
su propio idioma. 

PARTE IV 

Artículo 28 

 1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos (en adelante 
denominado el Comité).  Se compondrá de dieciocho miembros, y desempe-
ñará las funciones que se señalan más adelante. 

 2. El Comité estará compuesto de nacionales de los Estados 
Partes en el presente Pacto, que deberán ser personas de gran integridad 
moral, con reconocida competencia en materia de derechos humanos.  Se 
tomará en consideración la utilidad de la participación de algunas personas 
que tengan experiencia jurídica. 

 3. Los miembros del Comité serán elegidos y ejercerán sus fun-
ciones a título personal. 

Artículo 29 

 1. Los miembros del Comité serán elegidos por votación secreta 
de una lista de personas que reúnan las condiciones previstas en el artículo 28 
y que sean propuestas al efecto por los Estados Partes en el presente Pacto. 

 2. Cada Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer hasta 
dos personas.  Estas personas serán nacionales del Estado que las proponga. 

 3. La misma persona podrá ser propuesta más de una vez. 

Artículo 30 

 1. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después 
de la fecha de entrada en vigor del presente Pacto. 
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 2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de la elección del 
Comité, siempre que no se trate de una elección para llenar una vacante de-
clarada de conformidad con el artículo 34, el Secretario General de las Na-
ciones Unidas invitará por escrito a los Estados Partes en el presente Pacto a 
presentar sus candidatos para el Comité en el término de tres meses. 

 3. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una 
lista por orden alfabético de los candidatos que hubieren sido presentados, 
con indicación de los Estados Partes que los hubieren designado, y la comu-
nicará a los Estados Partes a más tardar un mes antes de la fecha de cada 
elección. 

 4. La elección de los miembros del Comité se celebrará en una 
reunión de los Estados Partes convocada por el Secretario General de las 
Naciones Unidas en la Sede de la Organización.  En esa reunión, para la cual 
el quórum estará constituido por dos tercios de los Estados Partes, quedarán 
elegidos miembros del Comité los candidatos que obtengan el mayor número 
de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Esta-
dos Partes presentes y votantes. 

Artículo 31 

 1. El Comité no podrá comprender más de un nacional de un 
mismo Estado. 

 2. En la elección del Comité se tendrá en cuenta una distribución 
geográfica equitativa de los miembros y la representación de las diferentes 
formas de civilización y de los principales sistemas jurídicos. 

Artículo 32 

 1. Los miembros del Comité se elegirán por cuatro años.  Podrán 
ser reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura.  Sin embargo, los man-
datos de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirarán al 
cabo de dos años.  Inmediatamente después de la primera elección, el Presi-
dente de la reunión mencionada en el párrafo 4 del artículo 30 designará por 
sorteo los nombres de estos nueve miembros. 

 2. Las elecciones que se celebren al expirar el mandato se harán 
con arreglo a los artículos precedentes de esta parte del presente Pacto. 
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Artículo 33 

 1. Si los demás miembros estiman por unanimidad que un miem-
bro del Comité ha dejado de desempeñar sus funciones por otra causa que la 
de ausencia temporal, el Presidente del Comité notificará este hecho al Secre-
tario General de las Naciones Unidas, quien declarará vacante el puesto de 
dicho miembro. 

 2. En caso de muerte o renuncia de un miembro del Comité, el 
Presidente lo notificará inmediatamente al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien declarará vacante el puesto desde la fecha del fallecimiento o 
desde la fecha en que sea efectiva la renuncia. 

Artículo 34 

 1. Si se declara una vacante de conformidad con el artículo 33 y si 
el mandato del miembro que ha de ser sustituido no expira dentro de los seis 
meses que sigan a la declaración de dicha vacante, el Secretario General de 
las Naciones Unidas lo notificará a cada uno de los Estados Partes en el 
presente Pacto, los cuales, para llenar la vacante, podrán presentar candidatos 
en el plazo de dos meses, de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 2 del 
artículo 29. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una 
lista por orden alfabético de los candidatos así designados y la comunicará a 
los Estados Partes en el presente Pacto.  La elección para llenar la vacante se 
verificará de conformidad con las disposiciones pertinentes de esta parte del 
presente Pacto. 

 3. Todo miembro del Comité que haya sido elegido para llenar 
una vacante declarada de conformidad con el artículo 33 ocupará el cargo por 
el resto del mandato del miembro que dejó vacante el puesto en el Comité 
conforme a lo dispuesto en este artículo. 

Artículo 35 

 Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, percibirán emolumentos de los fondos de las Nacio-
nes Unidas en la forma y condiciones que la Asamblea General determine, 
teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité. 
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Artículo 36 

 El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el perso-
nal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del 
Comité en virtud del presente Pacto. 

Artículo 37 

 1. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la 
primera reunión del Comité en la Sede de las Naciones Unidas. 

 2. Después de su primera reunión, el Comité se reunirá en las 
ocasiones que se prevean en su reglamento. 

 3. El Comité se reunirá normalmente en la Sede de las Naciones 
Unidas o en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. 

Artículo 38 

 Antes de entrar en funciones, los miembros del Comité declararán 
solemnemente en sesión pública del Comité que desempeñarán su cometido 
con toda imparcialidad y conciencia. 

Artículo 39 

 1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.  Los 
miembros de la Mesa podrán ser reelegidos. 

 2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual se dis-
pondrá, entre otras cosas, que: 

 a) Doce miembros constituirán el quórum; 

 b) Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de votos de 
los miembros presentes. 

Artículo 40 

 1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
presentar informes sobre las disposiciones que hayan adoptado y que den 
efecto a los derechos reconocidos en el Pacto y sobre el progreso que hayan 
realizado en cuanto al goce de esos derechos: 

 a) En el plazo de un año a contar de la fecha de entrada en vigor 
del presente Pacto con respecto a los Estados Partes interesados; 

 b) En lo sucesivo, cada vez que el Comité lo pida. 
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 2. Todos los informes se presentarán al Secretario General de las 
Naciones Unidas, quien los transmitirá al Comité para examen.  Los informes 
señalarán los factores y las dificultades, si los hubiere, que afecten a la apli-
cación del presente Pacto. 

 3. El Secretario General de las Naciones Unidas, después de cele-
brar consultas con el Comité, podrá transmitir a los organismos especializa-
dos interesados copia de las partes de los informes que caigan dentro de sus 
esferas de competencia. 

 4. El Comité estudiará los informes presentados por los Estados 
Partes en el presente Pacto.  Transmitirá sus informes, y los comentarios 
generales que estime oportunos, a los Estados Partes.  El Comité también 
podrá transmitir al Consejo Económico y Social esos comentarios, junto con 
copia de los informes que haya recibido de los Estados Partes en el Pacto. 

 5. Los Estados Partes podrán presentar al Comité observaciones 
sobre cualquier comentario que se haga con arreglo al párrafo 4 del presente 
artículo. 

Artículo 41 

 1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en el pre-
sente Pacto podrá declarar en cualquier momento que reconoce la competen-
cia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado 
Parte alegue que otro Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone 
este Pacto.  Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se 
podrán admitir y examinar si son presentadas por un Estado Parte que haya 
hecho una declaración por la cual reconozca con respecto a sí mismo la com-
petencia del Comité.  El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a 
un Estado Parte que no haya hecho tal declaración.  Las comunicaciones 
recibidas en virtud de este artículo se tramitarán de conformidad con el pro-
cedimiento siguiente: 

 a) Si un Estado Parte en el presente Pacto considera que otro 
Estado Parte no cumple las disposiciones del presente Pacto, podrá señalar el 
asunto a la atención de dicho Estado mediante una comunicación escrita.  
Dentro de un plazo de tres meses, contado desde la fecha de recibo de la 
comunicación, el Estado destinatario proporcionará al Estado que haya 
enviado la comunicación una explicación o cualquier otra declaración por 
escrito que aclare el asunto, la cual hará referencia, hasta donde sea posible y 
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pertinente, a los procedimientos nacionales y a los recursos adoptados, en 
trámite o que puedan utilizarse al respecto; 

 b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados 
Partes interesados en un plazo de seis meses contado desde la fecha en que el 
Estado destinatario haya recibido la primera comunicación, cualquiera de 
ambos Estados Partes interesados tendrá derecho a someterlo al Comité, 
mediante notificación dirigida al Comité y al otro Estado; 

 c) El Comité conocerá del asunto que se le someta después de 
haberse cerciorado de que se han interpuesto y agotado en tal asunto todos 
los recursos de la jurisdicción interna de que se pueda disponer, de 
conformidad con los principios del derecho internacional generalmente 
admitidos. No se aplicará esta regla cuando la tramitación de los 
mencionados recursos se prolongue injustificadamente; 

 d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando exa-
mine las comunicaciones previstas en el presente artículo; 

 e) A reserva de las disposiciones del inciso c), el Comité pondrá 
sus buenos oficios a disposición de los Estados Partes interesados a fin de 
llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto de los dere-
chos humanos y de las libertades fundamentales reconocidos en el presente 
Pacto; 

 f) En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los 
Estados Partes interesados a que se hace referencia en el inciso b) que facili-
ten cualquier información pertinente; 

 g) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el 
inciso b) tendrán derecho a estar representados cuando el asunto se examine 
en el Comité y a presentar exposiciones verbalmente, o por escrito, o de am-
bas maneras; 

 h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de 
recibo de la notificación mencionada en el inciso b), presentará un informe en 
el cual: 

 i) Si se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el 
inciso e), se limitará a una breve exposición de los hechos y de 
la solución alcanzada: 
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 ii) Si no se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en 
el inciso e), se limitará a una breve exposición de los hechos y 
agregará las exposiciones escritas y las actas de las exposicio-
nes verbales que hayan hecho los Estados Partes interesados. 

En cada asunto, se enviará el informe a los Estados Partes interesados. 

 2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuan-
do diez Estados Partes en el presente Pacto hayan hecho las declaraciones a 
que se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo.  Tales declaracio-
nes serán depositadas por los Estados Partes en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás Esta-
dos Partes.  Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante 
notificación dirigida al Secretario General.  Tal retiro no será obstáculo para 
que se examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya 
transmitida en virtud de este artículo; no se admitirá ninguna nueva comuni-
cación de un Estado Parte una vez que el Secretario General de las Naciones 
Unidas haya recibido la notificación de retiro de la declaración, a menos que 
el Estado Parte interesado haya hecho una nueva declaración. 

Artículo 42 

 1. a) Si un asunto remitido al Comité con arreglo al artículo 
41 no se resuelve a satisfacción de los Estados Partes interesados, el Comité, 
con el previo consentimiento de los Estados Partes interesados, podrá desig-
nar una comisión especial de conciliación (denominada en adelante la Comi-
sión).  Los buenos oficios de la Comisión se pondrán a disposición de los 
Estados Partes interesados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, 
basada en el respeto del presente Pacto. 

 b) La Comisión estará integrada por cinco personas aceptables 
para los Estados Partes interesados.  Si, transcurridos tres meses, los Estados 
Partes interesados no se ponen de acuerdo sobre la composición, en todo o en 
parte, de la Comisión, los miembros de la Comisión sobre los que no haya 
habido acuerdo serán elegidos por el Comité, de entre sus propios miembros, 
en votación secreta y por mayoría de dos tercios. 

 2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título 
personal.  No serán nacionales de los Estados Partes interesados, de ningún 
Estado que no sea parte en el presente Pacto, ni de ningún Estado Parte que 
no haya hecho la declaración prevista en el artículo 41. 



42 Los principales tratados internacionales de derechos humanos 

 

 3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio 
reglamento. 

 4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la 
Sede de las Naciones Unidas o en la Oficina de las Naciones Unidas en Gi-
nebra.  Sin embargo, podrán celebrarse en cualquier otro lugar conveniente 
que la Comisión acuerde en consulta con el Secretario General de las Nacio-
nes Unidas y los Estados Partes interesados. 

 5. La secretaría prevista en el artículo 36 prestará también servi-
cios a las comisiones que se establezcan en virtud del presente artículo. 

 6. La información recibida y estudiada por el Comité se facilitará 
a la Comisión, y ésta podrá pedir a los Estados Partes interesados que facili-
ten cualquier otra información pertinente. 

 7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto en todos sus 
aspectos, y en todo caso en un plazo no mayor de doce meses después de 
haber tomado conocimiento del mismo, presentará al Presidente del Comité 
un informe para su transmisión a los Estados Partes interesados: 

 a) Si la Comisión no puede completar su examen del asunto de-
ntro de los doce meses, limitará su informe a una breve exposición de la 
situación en que se halle su examen del asunto; 

 b) Si se alcanza una solución amistosa del asunto basada en el 
respeto de los derechos humanos reconocidos en el presente Pacto, la Comi-
sión limitará su informe a una breve exposición de los hechos y de la solu-
ción alcanzada; 

 c) Si no se alcanza solución en el sentido del inciso b), el informe 
de la Comisión incluirá sus conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho 
pertinentes al asunto planteado entre los Estados Partes interesados, y sus 
observaciones acerca de las posibilidades de solución amistosa del asunto; 
dicho informe contendrá también las exposiciones escritas y una reseña de las 
exposiciones orales hechas por los Estados Partes interesados; 

 d) Si el informe de la Comisión se presenta en virtud del inciso c), 
los Estados Partes interesados notificarán al Presidente del Comité, dentro de 
los tres meses siguientes a la recepción del informe, si aceptan o no los tér-
minos del informe de la Comisión. 
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 8. Las disposiciones de este artículo no afectan a las funciones del 
Comité previstas en el artículo 41. 

 9. Los Estados Partes interesados compartirán por igual todos los 
gastos de los miembros de la Comisión, de acuerdo con el cálculo que haga el 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

 10. El Secretario General de las Naciones Unidas podrá sufragar, 
en caso necesario, los gastos de los miembros de la Comisión, antes de que 
los Estados Partes interesados reembolsen esos gastos conforme al párrafo 9 
del presente artículo. 

Artículo 43 

 Los miembros del Comité y los miembros de las comisiones especia-
les de conciliación designados conforme al artículo 42 tendrán derecho a las 
facilidades, privilegios e inmunidades que se conceden a los expertos que 
desempeñen misiones para las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en 
las secciones pertinentes de la Convención sobre los privilegios e inmunida-
des de las Naciones Unidas. 

Artículo 44 

 Las disposiciones de la aplicación del presente Pacto se aplicarán sin 
perjuicio de los procedimientos previstos en materia de derechos humanos 
por los instrumentos constitutivos y las convenciones de las Naciones Unidas 
y de los organismos especializados o en virtud de los mismos, y no impedirán 
que los Estados Partes recurran a otros procedimientos para resolver una 
controversia, de conformidad con convenios internacionales generales o 
especiales vigentes entre ellos. 

Artículo 45 

 El Comité presentará a la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
por conducto del Consejo Económico y Social, un informe anual sobre sus 
actividades. 

PARTE V 

Artículo 46 

 Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en me-
noscabo de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las 
constituciones de los organismos especializados que definen las atribuciones 
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de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especia-
lizados en cuanto a las materias a que se refiere el presente Pacto. 

Artículo 47 

 Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en me-
noscabo del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena 
y libremente sus riquezas y recursos naturales. 

PARTE VI 

Artículo 48 

 1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados 
Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especiali-
zado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional 
de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto. 

 2. El presente Pacto está sujeto a ratificación.  Los instrumentos 
de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

 3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera 
de los Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo. 

 4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumen-
to de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

 5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a to-
dos los Estados que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a 
él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión. 

Artículo 49 

 1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a 
partir de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento 
de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

 2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a 
él después de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de 
ratificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a 
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partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de 
ratificación o de adhesión. 

Artículo 50 

 Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes 
componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 

Artículo 51 

 1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer en-
miendas y depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Uni-
das.  El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Esta-
dos Partes, en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que 
se convoque a una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las 
propuestas y someterlas a votación.  Si un tercio al menos de los Estados se 
declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una 
conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas.  Toda enmienda adop-
tada por la mayoría de los Estados presentes y votantes en la conferencia se 
someterá a la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

 2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aproba-
das por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de confor-
midad con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

 3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias 
para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Esta-
dos Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pacto y por 
toda enmienda anterior que hayan aceptado. 

Artículo 52 

 Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del 
artículo 48, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos 
los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 

 a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dis-
puesto en el artículo 48; 

 b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo 
dispuesto en el artículo 49, y la fecha en que entren en vigor las enmiendas a 
que hace referencia el artículo 51. 
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Artículo 53 

 1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, 
inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de 
las Naciones Unidas. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 
certificadas del presente Pacto a todos los Estados mencionados en el 
artículo 48. 
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Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos 

Aprobado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea 
General en su resolución 2200 A (XXI),  de 16 diciembre de 1966 

ENTRADA EN VIGOR:  23 DE MARZO DE 1976, DE CONFORMIDAD 
CON EL ARTÍCULO 9 

 Los Estados Partes en el presente Protocolo, 

 Considerando que para asegurar el mejor logro de los propósitos del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en adelante denominado 
el Pacto) y la aplicación de sus disposiciones sería conveniente facultar al 
Comité de Derechos Humanos establecido en la parte IV del Pacto (en ade-
lante denominado el Comité) para recibir y considerar, tal como se prevé en 
el presente Protocolo, comunicaciones de individuos que aleguen ser víctimas 
de violaciones de cualquiera de los derechos enunciados en el Pacto, 

 Han convenido en lo siguiente: 

Artículo 1 

 Todo Estado Parte en el Pacto que llegue a ser parte en el presente 
Protocolo reconoce la competencia del  Comité para recibir y considerar 
comunicaciones de individuos que se hallen bajo la jurisdicción de ese 
Estado y que aleguen ser víctimas de una violación, por ese Estado Parte, de 
cualquiera de los derechos enunciados en  el Pacto.  El Comité no recibirá 
ninguna comunicación que concierna a un Estado Parte en el Pacto que no 
sea parte en el presente Protocolo. 
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Artículo 2 

 Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 1, todo individuo que alegue 
una violación de cualquiera de sus derechos enumerados en el Pacto y que 
haya agotado todos los recursos internos disponibles podrá someter a la con-
sideración del Comité una comunicación escrita. 

Artículo 3 

 El Comité considerará inadmisible toda comunicación presentada de 
acuerdo con el presente Protocolo que sea anónima o que, a su juicio, consti-
tuya un abuso del derecho a presentar tales comunicaciones o sea incompati-
ble con las disposiciones del Pacto. 

Artículo 4 

 1. A reserva de lo dispuesto en el artículo 3, el Comité pondrá 
toda comunicación que le sea sometida en virtud del presente Protocolo en 
conocimiento del Estado Parte del que se afirme que ha violado cualquiera de 
las disposiciones del Pacto. 

 2. En un plazo de seis meses, ese Estado deberá presentar al Co-
mité por escrito explicaciones o declaraciones en las que se aclare el asunto y 
se señalen, en su caso, las medidas que haya adoptado al respecto. 

Artículo 5 

 1. El Comité examinará las comunicaciones recibidas de acuerdo 
con el presente Protocolo teniendo en cuenta toda la información escrita que 
le hayan facilitado el individuo y el Estado Parte interesado. 

 2. El Comité no examinará ninguna comunicación de un indivi-
duo a menos que se haya cerciorado de que: 

 a) El mismo asunto no ha sido sometido ya a otro procedimiento 
de examen o arreglo internacionales; 

 b)  El individuo ha agotado todos los recursos de la jurisdicción 
interna.  No se aplicará esta norma cuando la tramitación de los recursos se 
prolongue injustificadamente. 

 3. El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando exa-
mine las comunicaciones previstas en el presente Protocolo. 
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 4. El Comité presentará sus observaciones al Estado Parte intere-
sado y al individuo. 

Artículo 6 

 El Comité incluirá en el informe anual que ha de presentar con arreglo 
al artículo 45 del Pacto un resumen de sus actividades en virtud del presente 
Protocolo. 

Artículo 7 

 En tanto no se logren los objetivos de la resolución 1514 (XV) de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, de 14 de diciembre de 1960, 
relativa a la Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y 
pueblos coloniales, las disposiciones del presente Protocolo no limitarán de 
manera alguna el derecho de petición concedido a esos pueblos por la Carta 
de las Naciones Unidas y por otros instrumentos y convenciones 
internacionales que se hayan concertado bajo los auspicios de las Naciones 
Unidas o de sus organismos especializados. 

Artículo 8 

 1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de cualquier 
Estado que haya firmado el Pacto. 

 2. El presente Protocolo está sujeto a  ratificación por cualquier 
Estado que haya ratificado el Pacto o se haya adherido al mismo.  Los 
instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. 

 3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cual-
quier Estado que haya ratificado el Pacto o se haya adherido al mismo. 

 4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumen-
to de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

 5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a to-
dos los Estados que hayan firmado el presente Protocolo, o se hayan adherido 
a él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de ad-
hesión. 

Artículo 9 

 1. A reserva de la entrada en vigor del Pacto, el presente Protoco-
lo entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que  haya 
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sido depositado el décimo instrumento de ratificación o de adhesión en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas. 

 2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhie-
ra a él después de haber sido depositado el décimo instrumento de ratifica-
ción o de adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres 
meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su propio ins-
trumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 10 

 Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables a todas par-
tes componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 

Artículo 11 

 1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo podrá proponer 
enmiendas y depositarlas en  poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas.  El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los 
Estados Partes en el presente Protocolo, pidiéndoles que le notifiquen si de-
sean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de exami-
nar las propuestas y someterlas a votación.  Si un tercio al menos de los Esta-
dos se declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará 
una conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas.  Toda enmienda 
adoptada por la mayoría de los Estados presentes y votantes en la conferencia 
se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

 2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aproba-
das por la Asamblea General y aceptadas por una mayoría de dos tercios de 
los Estados Partes en el presente Protocolo, de conformidad con sus respecti-
vos procedimientos constitucionales. 

 3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para 
los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 
Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Protocolo y por 
toda enmienda anterior que hayan aceptado. 

Artículo 12 

 1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en 
cualquier momento mediante notificación escrita dirigida al Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas.  La denuncia surtirá efecto tres meses después de 
la fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación. 
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 2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las disposiciones del 
presente Protocolo sigan aplicándose a cualquier comunicación presentada, 
en virtud del artículo 2, antes de la fecha de efectividad de la denuncia. 

Artículo 13 

 Independientemente de las notificaciones formuladas conforme al 
párrafo 5 del artículo 8 del presente Protocolo, el Secretario General de las 
Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en el párrafo 
1 del artículo 48 del Pacto: 

 a)  Las firmas, ratificaciones, y adhesiones conformes con lo 
dispuesto en el artículo 8; 

 b) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo conforme 
a lo dispuesto en el artículo 9, y la fecha en que entren en vigor las enmien-
das a que hace referencia el artículo 11; 

 c) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 12. 

Artículo 14 

 1. El presente Protocolo, cuyos textos en chino, español, francés, 
inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de 
las Naciones Unidas. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 
certificadas del presente Protocolo a todos los Estados mencionados en el 
artículo 48 del Pacto. 
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Segundo Protocolo Facultativo del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos, destinado a abolir 
la pena de muerte 

Aprobado y proclamado por la Asamblea General en 
su resolución 44/128, de 15 de diciembre de 1989 

ENTRADA EN VIGOR: 11 DE JULIO DE 1991, DE CONFORMIDAD 
CON EL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 8 

 Los Estados Partes en el presente Protocolo, 

 Considerando que la abolición de la pena de muerte contribuye a elevar 
la dignidad humana y desarrollar progresivamente los derechos humanos, 

 Recordando el artículo 3 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, aprobada el 10 de diciembre de 1948, y el artículo 6 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado el 16 de diciembre 
de l966, 

 Observando que el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos se refiere a la abolición de la pena de muerte en términos 
que indican claramente que dicha abolición es deseable, 

 Convencidos de que todas las medidas de abolición de la pena de 
muerte deberían ser consideradas un adelanto en el goce del derecho a la 
vida, 

 Deseosos de contraer por el presente Protocolo un compromiso inter-
nacional para abolir la pena de muerte, 

 Han convenido en lo siguiente: 
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Artículo 1 

 1. No se ejecutará a ninguna persona sometida a la jurisdicción de 
un Estado Parte en el presente Protocolo. 

 2. Cada uno de los Estados Partes adoptará todas las medidas 
necesarias para abolir la pena de muerte en su jurisdicción. 

Artículo 2 

 1. No se admitirá ninguna reserva al presente Protocolo, con ex-
cepción de una reserva formulada en el momento de la ratificación o la ad-
hesión en la que se prevea la aplicación de la pena de muerte en tiempo de 
guerra como consecuencia de una condena por un delito sumamente grave de 
carácter militar cometido en tiempo de guerra. 

 2. El Estado Parte que formule esa reserva deberá comunicar al 
Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de la ratificación 
o la adhesión, las disposiciones pertinentes de su legislación nacional aplica-
bles en tiempo de guerra. 

 3. El Estado Parte que haya formulado esa reserva notificará al 
Secretario General de las Naciones Unidas todo comienzo o fin de un estado 
de guerra aplicable a su territorio. 

Artículo 3 

 Los Estados Partes en el presente Protocolo deberán incluir en los 
informes que presenten al Comité de Derechos Humanos, en virtud del 
artículo 40 del Pacto, información sobre las medidas que han adoptado para 
poner en vigor el presente Protocolo. 

Artículo 4 

 Respecto de los Estados Partes en el Pacto que hayan hecho una 
declaración en virtud del artículo 41, la competencia del Comité de Derechos 
Humanos para recibir y considerar comunicaciones en las que un Estado 
Parte alegue que otro Estado Parte no cumple con sus obligaciones se hará 
extensiva a las disposiciones del presente Protocolo, a menos que el Estado 
Parte interesado haya hecho una declaración en sentido contrario en el 
momento de la ratificación o la adhesión. 
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Artículo 5 

 Respecto de los Estados Partes en el primer Protocolo Facultativo del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado el 16 de di-
ciembre de 1966, la competencia del Comité de Derechos Humanos para 
recibir y considerar comunicaciones de personas que estén sujetas a su juris-
dicción se hará extensiva a las disposiciones del presente Protocolo, a menos 
que el Estado Parte interesado haya hecho una declaración en sentido contra-
rio en el momento de la ratificación o la adhesión. 

Artículo 6 

 1. Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables en 
carácter de disposiciones adicionales del Pacto. 

 2. Sin perjuicio de la posibilidad de formular una reserva con 
arreglo al artículo 2 del presente Protocolo, el derecho garantizado en el pá-
rrafo 1 del artículo 1 del presente Protocolo no estará sometido a ninguna 
suspensión en virtud del artículo 4 del Pacto. 

Artículo 7 

 1. El presente Protocolo está abierto a la firma de cualquier Esta-
do que haya firmado el Pacto. 

 2. El presente Protocolo está sujeto a ratificación por cualquier 
Estado que haya ratificado el Pacto o se haya adherido a él.  Los instrumentos 
de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

 3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cual-
quier Estado que haya ratificado el Pacto o se haya adherido a él. 

 4. La adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumento 
correspondiente en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

 5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a to-
dos los Estados que hayan firmado el presente Protocolo, o se hayan adherido 
a él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o adhesión. 

Artículo 8 

 1. El presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres meses 
a partir de la fecha en que haya sido depositado el décimo instrumento de 
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ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

 2. Respecto de cada Estado que ratifique el presente Protocolo o 
se adhiera a él después de haber sido depositado el décimo instrumento de 
ratificación o adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor una vez trans-
curridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su 
propio instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 9 

 Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables a todas las 
partes componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción 
alguna. 

Artículo 10 

 El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los 
Estados mencionados en el párrafo 1 del artículo 48 del Pacto: 

 a) Las reservas, comunicaciones y notificaciones conforme a lo 
dispuesto en el artículo 2 del presente Protocolo; 

 b) Las declaraciones hechas conforme a lo dispuesto en los artícu-
los 4 ó 5 del presente Protocolo; 

 c) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes a lo dispues-
to en el artículo 7 del presente Protocolo; 

 d) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo conforme 
a lo dispuesto en el artículo 8 del mismo. 

Artículo 11 

 1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los ar-
chivos de las Naciones Unidas. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 
certificadas del presente Protocolo a todos los Estados mencionados en el 
artículo 48 del Pacto. 

 



 

57

Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas 

de Discriminación Racial 

Aprobada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General 
en  su resolución  2106 A (XX), de 21 de diciembre de 1965, y 
modificada por la resolución 47/111 de la Asamblea General, 

 de 16 de diciembre de 1992 

ENTRADA EN VIGOR:  4 DE ENERO DE 1969, DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 19 

 Los Estados Partes en la presente Convención, 

 Considerando que la Carta de las Naciones Unidas está basada en los 
principios de la dignidad y la igualdad inherentes a todos los seres humanos y 
que todos los Estados Miembros se han comprometido a tomar medidas con-
junta o separadamente, en cooperación con la Organización, para realizar uno 
de los propósitos de las Naciones Unidas, que es el de promover y estimular 
el respeto universal y efectivo de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales de todos, sin distinción por motivos de raza, sexo, idioma o 
religión. 

 Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos 
proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 
derechos, y que toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados 
en la misma, sin distinción alguna, en particular por motivos de raza, color u 
origen nacional, 

 Considerando que todos los hombres son iguales ante la ley y tienen 
derecho a igual protección de la ley contra toda discriminación y contra toda 
incitación a la discriminación, 
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 Considerando que las Naciones Unidas han condenado el 
colonialismo y todas las prácticas de segregación y discriminación que lo 
acompañan, cualquiera que sea su forma y dondequiera que existan, y que la 
Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos 
coloniales, de 14 de diciembre de 1960 [resolución 1514 (XV) de la 
Asamblea General], ha afirmado y solemnemente proclamado la necesidad de 
ponerles fin rápida e incondicionalmente, 

 Considerando que la Declaración de las Naciones Unidas sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación racial, de 20 de noviembre 
de 1963 [resolución 1904 (XVIII) de la Asamblea General], afirma solem-
nemente la necesidad de eliminar rápidamente en todas las partes del mundo 
la discriminación racial en todas sus formas y manifestaciones y de asegurar 
la comprensión y el respeto de la dignidad de la persona humana, 

 Convencidos de que toda doctrina de superioridad basada en la dife-
renciación racial es científicamente falsa, moralmente condenable y social-
mente injusta y peligrosa, y de que nada en la teoría o en la práctica permite 
justificar, en ninguna parte, la discriminación racial, 

 Reafirmando que la discriminación entre seres humanos por motivos 
de raza, color u origen étnico constituye un obstáculo a las relaciones 
amistosas y pacíficas entre las naciones y puede perturbar la paz y la 
seguridad entre los pueblos, así como la convivencia de las personas aun 
dentro de un mismo Estado, 

 Convencidos de que la existencia de barreras raciales es incompatible 
con los ideales de toda la sociedad humana, 

 Alarmados por las manifestaciones de discriminación racial que toda-
vía existen en algunas partes del mundo y por las políticas gubernamentales 
basadas en la superioridad o el odio racial, tales como las de apartheid, se-
gregación o separación, 

 Resueltos a adoptar todas las medidas necesarias para eliminar rápi-
damente la discriminación racial en todas sus formas y manifestaciones y a 
prevenir y combatir las doctrinas y prácticas racistas con el fin de promover 
el entendimiento entre las razas y edificar una comunidad internacional libre 
de todas las formas de segregación y discriminación raciales, 

 Teniendo presentes el Convenio relativo a la discriminación en mate-
ria de empleo y ocupación aprobado por la Organización Internacional del 
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Trabajo en 1958 y la Convención relativa a la lucha contra las discriminacio-
nes en la esfera de la enseñanza, aprobada por la Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura en 1960, 

 Deseando poner en práctica los principios consagrados en la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación racial y con tal objeto asegurar que se adopten lo antes 
posible medidas prácticas, 

 Han acordado lo siguiente: 

PARTE I 

Artículo 1 

 1. En la presente Convención la expresión "discriminación racial" 
denotará toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en moti-
vos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o 
por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales 
en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera 
de la vida pública. 

 2. Esta Convención no se aplicará a las distinciones, exclusiones, 
restricciones o preferencias que haga un Estado parte en la presente Conven-
ción entre ciudadanos y no ciudadanos. 

 3. Ninguna de las cláusulas de la presente Convención podrá 
interpretarse en un sentido que afecte en modo alguno las disposiciones lega-
les de los Estados partes sobre nacionalidad, ciudadanía o naturalización, 
siempre que tales disposiciones no establezcan discriminación contra ninguna 
nacionalidad en particular. 

 4. Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de ase-
gurar el adecuado progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas 
personas que requieran la protección que pueda ser necesaria con objeto de 
garantizarles, en condiciones de igualdad, el disfrute o ejercicio de los dere-
chos humanos y de las libertades fundamentales no se considerarán como 
medidas de discriminación racial, siempre que no conduzcan, como conse-
cuencia, al mantenimiento de derechos distintos para los diferentes grupos 
raciales y que no se mantengan en vigor después de alcanzados los objetivos 
para los cuales se tomaron. 
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Artículo 2 

 1. Los Estados partes condenan la discriminación racial y se com-
prometen a seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una 
política encaminada a eliminar la discriminación racial en todas sus formas y 
a promover el entendimiento entre todas las razas, y con tal objeto: 

 a) Cada Estado parte se compromete a no incurrir en ningún acto 
o práctica de discriminación racial contra personas, grupos de personas o 
instituciones y a velar por que todas las autoridades públicas e instituciones 
públicas, nacionales y locales, actúen en conformidad con esta obligación; 

 b) Cada Estado parte se compromete a no fomentar, defender o 
apoyar la discriminación racial practicada por cualesquiera personas u orga-
nizaciones; 

 c) Cada Estado parte tomará medidas efectivas para revisar las 
políticas gubernamentales nacionales y locales, y para enmendar, derogar o 
anular las leyes y las disposiciones reglamentarias que tengan como conse-
cuencia crear la discriminación racial o perpetuarla donde ya exista; 

 d) Cada Estado parte prohibirá y hará cesar por todos los medios 
apropiados, incluso, si lo exigieran las circunstancias, medidas legislativas, la 
discriminación racial practicada por personas, grupos u organizaciones; 

 e) Cada Estado parte se compromete a estimular, cuando fuere el 
caso, organizaciones y movimientos multirraciales integracionistas y otros 
medios encaminados a eliminar las barreras entre las razas, y a desalentar 
todo lo que tienda a fortalecer la división racial. 

 2. Los Estados partes tomarán, cuando las circunstancias lo acon-
sejen, medidas especiales y concretas, en las esferas social, económica, cultu-
ral y en otras esferas, para asegurar el adecuado desenvolvimiento y protec-
ción de ciertos grupos raciales o de personas pertenecientes a estos grupos, 
con el fin de garantizar en condiciones de igualdad el pleno disfrute por di-
chas personas de los derechos humanos y de las libertades fundamentales.  
Esas medidas en ningún caso podrán tener como consecuencia el manteni-
miento de derechos desiguales o separados para los diversos grupos raciales 
después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron. 
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Artículo 3 

 Los Estados partes condenan especialmente la segregación racial y el 
apartheid y se comprometen a prevenir, prohibir y eliminar en los territorios 
bajo su jurisdicción todas las prácticas de esta naturaleza. 

Artículo 4 

 Los Estados partes condenan toda la propaganda y todas las organiza-
ciones que se inspiren en ideas o teorías basadas en la superioridad de una 
raza o de un grupo de personas de un determinado color u origen étnico, o 
que pretendan justificar o promover el odio racial y la discriminación racial, 
cualquiera que sea su forma, y se comprometen a tomar medidas inmediatas 
y positivas destinadas a eliminar toda incitación a tal discriminación o actos 
de tal discriminación, y, con ese fin, teniendo debidamente en cuenta los 
principios incorporados en la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
así como los derechos expresamente enunciados en el artículo 5 de la presen-
te Convención, tomarán, entre otras, las siguientes medidas: 

 a) Declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión 
de ideas basadas en la superioridad o en el odio racial, toda incitación a la 
discriminación racial, así como todo acto de violencia o toda incitación a 
cometer tales actos contra cualquier raza o grupo de personas de otro color u 
origen étnico, y toda asistencia a las actividades racistas, incluida su 
financiación; 

 b) Declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, así como 
las actividades organizadas de propaganda y toda otra actividad de propagan-
da, que promuevan la discriminación racial e inciten a ella, y reconocerán que 
la participación en tales organizaciones o en tales actividades constituye un 
delito penado por la ley; 

 c) No permitirán que las autoridades ni las instituciones públicas 
nacionales o locales promuevan la discriminación racial o inciten a ella. 

Artículo 5 

 En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el 
artículo 2 de la presente Convención, los Estados partes se comprometen a 
prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar 
el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, 
color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos 
siguientes: 



62 Los principales tratados internacionales de derechos humanos 

 

 a) El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y 
todos los demás órganos que administran justicia; 

 b) El derecho a la seguridad personal y a la protección del Estado 
contra todo acto de violencia o atentado contra la integridad personal cometi-
do por funcionarios públicos o por cualquier individuo, grupo o institución; 

 c) Los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elec-
ciones, elegir y ser elegido, por medio del sufragio universal e igual, el de par-
ticipar en el gobierno y en la dirección de los asuntos públicos en cualquier 
nivel, y el de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas; 

 d) Otros derechos civiles, en particular: 

 i) El derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el 
territorio de un Estado; 

 ii) El derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a 
regresar a su país; 

 iii) El derecho a una nacionalidad; 

 iv) El derecho al matrimonio y a la elección del cónyuge; 

 v) El derecho a ser propietario, individualmente y en asociación 
con otros; 

 vi) El derecho a heredar; 

 vii) El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión; 

 viii) El derecho a la libertad de opinión y de expresión; 

 ix) El derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas; 

 e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular: 

 i) El derecho al trabajo, a la libre elección de trabajo, a condicio-
nes equitativas y satisfactorias de trabajo, a la protección contra 
el desempleo, a igual salario por trabajo igual y a una remune-
ración equitativa y satisfactoria; 

 ii) El derecho a fundar sindicatos y a sindicarse; 

 iii) El derecho a la vivienda; 
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 iv) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguridad 
social y los servicios sociales; 

 v) El derecho a la educación y la formación profesional; 

 vi) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las 
actividades culturales; 

 f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados 
al uso público, tales como los medios de transporte, hoteles, restaurantes, 
cafés, espectáculos y parques. 

Artículo 6 

 Los Estados partes asegurarán a todas las personas que se hallen bajo 
su jurisdicción protección y recursos efectivos, ante los tribunales nacionales 
competentes y otras instituciones del Estado, contra todo acto de discrimina-
ción racial que, contraviniendo la presente Convención, viole sus derechos 
humanos y libertades fundamentales, así como el derecho a pedir a esos tri-
bunales satisfacción o reparación justa y adecuada por todo daño de que pue-
dan ser víctimas como consecuencia de tal discriminación. 

Artículo 7 

 Los Estados partes se comprometen a tomar medidas inmediatas y 
eficaces, especialmente en las esferas de la enseñanza, la educación, la cultu-
ra y la información, para combatir los prejuicios que conduzcan a la discri-
minación racial y para promover la comprensión, la tolerancia y la amistad 
entre las naciones y los diversos grupos raciales o étnicos, así como para 
propagar los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, de la Declaración de las Na-
ciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
racial y de la presente Convención. 

PARTE II 

Artículo 8 

 1. Se constituirá un comité para la eliminación de la discrimina-
ción racial (denominado en adelante el Comité) compuesto de dieciocho 
expertos de gran prestigio moral y reconocida imparcialidad, elegidos por los 
Estados partes entre sus nacionales, los cuales ejercerán sus funciones a título 
personal; en la constitución del Comité se tendrá en cuenta una distribución 
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geográfica equitativa y la representación de las diferentes formas de civiliza-
ción, así como de los principales sistemas jurídicos. 

 2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de 
una lista de personas designadas por los Estados partes.  Cada uno de los 
Estados partes podrá designar una persona entre sus propios nacionales. 

 3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha 
de entrada en vigor de la presente Convención.  Al menos tres meses antes de 
la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas diri-
girá una carta a los Estados partes invitándoles a que presenten sus candidatu-
ras en un plazo de dos meses.  El Secretario General preparará una lista por 
orden alfabético de todas las personas designadas de este modo, indicando los 
Estados partes que las han designado, y la comunicará a los Estados partes. 

 4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los 
Estados partes que será convocada por el Secretario General y se celebrará en 
la Sede de las Naciones Unidas.  En esta reunión, para la cual formarán 
quórum dos tercios de los Estados partes, se considerarán elegidos para el 
Comité los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría 
absoluta de los votos de los representantes de los Estados partes presentes y 
votantes. 

 5. a)  Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro 
años.  No obstante, el mandato de nueve de los miembros elegidos en la 
primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la 
primera elección el Presidente del Comité designará por sorteo los nombres 
de esos nueve miembros. 

 b) Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado parte cuyo ex-
perto haya cesado en sus funciones como miembro del Comité, designará 
entre sus nacionales a otro experto, a reserva de la aprobación del Comité. 

 6. Los Estados partes sufragarán los gastos de los miembros del 
Comité mientras éstos desempeñen sus funciones. 

Artículo 9 

 1. Los Estados partes se comprometen a presentar al Secretario 
General de las Naciones Unidas, para su examen por el Comité, un informe 
sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que 
hayan adoptado y que sirvan para hacer efectivas las disposiciones de la pre-
sente Convención:  a) dentro del plazo de un año a partir de la entrada en 
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vigor de la Convención para el Estado de que se trate; y  b) en lo sucesivo, 
cada dos años y cuando el Comité lo solicite.  El Comité puede solicitar más 
información a los Estados partes. 

 2. El Comité informará cada año, por conducto del Secretario 
General, a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades 
y podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en 
el examen de los informes y de los datos transmitidos por los Estados partes.  
Estas sugerencias y recomendaciones de carácter general se comunicarán a la 
Asamblea General, junto con las observaciones de los Estados partes, si las 
hubiere. 

Artículo 10 

 1. El Comité aprobará su propio reglamento. 

 2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 

 3. El Secretario General de las Naciones Unidas facilitará al Co-
mité los servicios de secretaría. 

 4. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la 
Sede de las Naciones Unidas. 

Artículo 11 

 1. Si un Estado parte considera que otro Estado parte no cumple 
las disposiciones de la presente Convención, podrá señalar el asunto a la 
atención del Comité.  El Comité transmitirá la comunicación correspondiente 
al Estado parte interesado.  Dentro de los tres meses, el Estado que recibe la 
comunicación presentará al Comité explicaciones o declaraciones por escrito 
para aclarar la cuestión y exponer qué medida correctiva hubiere, en su caso, 
adoptado. 

 2. Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambas partes, me-
diante negociaciones bilaterales o algún otro procedimiento adecuado, en un 
plazo de seis meses a partir del momento en que el Estado destinatario reciba 
la comunicación inicial, cualquiera de los dos Estados tendrá derecho a some-
ter nuevamente el asunto al Comité mediante la notificación al Comité y al 
otro Estado. 

 3. El Comité conocerá de un asunto que se le someta, de acuerdo 
con el párrafo 2 del presente artículo, cuando se haya cerciorado de que se 
han interpuesto y agotado todos los recursos de jurisdicción interna, de con-



66 Los principales tratados internacionales de derechos humanos 

 

formidad con los principios del derecho internacional generalmente admiti-
dos.  No se aplicará esta regla cuando la substanciación de los mencionados 
recursos se prolongue injustificadamente. 

 4. En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los 
Estados partes interesados que faciliten cualquier otra información pertinente. 

 5. Cuando el Comité entienda en cualquier asunto derivado del 
presente artículo, los Estados partes interesados podrán enviar un represen-
tante, que participará sin derecho a voto en los trabajos del Comité mientras 
se examine el asunto. 

Artículo 12 

 1. a) Una vez que el Comité haya obtenido y estudiado toda 
la información que estime necesaria, el Presidente nombrará una comisión 
especial de conciliación (denominada en adelante la Comisión), integrada por 
cinco personas que podrán o no ser miembros del Comité.  Los miembros de 
la Comisión serán designados con el consentimiento pleno y unánime de las 
partes en la controversia y sus buenos oficios se pondrán a disposición de los 
Estados interesados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, basada 
en el respeto a la presente Convención. 

 b) Si, transcurridos tres meses, los Estados partes en la controver-
sia no llegan a un acuerdo sobre la totalidad o parte de los miembros de la 
Comisión, los miembros sobre los que no haya habido acuerdo entre los Es-
tados partes en la controversia serán elegidos por el Comité, de entre sus 
propios miembros, por voto secreto y por mayoría de dos tercios. 

 2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título 
personal.  No deberán ser nacionales de los Estados partes en la controversia, 
ni tampoco de un Estado que no sea parte en la presente Convención. 

 3. La Comisión elegirá su propio presidente y aprobará su propio 
reglamento. 

 4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la 
Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que la 
Comisión decida. 

 5. La secretaría prevista en el párrafo 3 del artículo 10 prestará 
también servicios a la Comisión cuando una controversia entre Estados partes 
motive su establecimiento. 
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 6. Los Estados partes en la controversia compartirán por igual 
todos los gastos de los miembros de la Comisión, de acuerdo con una estima-
ción que hará el Secretario General de las Naciones Unidas. 

 7. El Secretario General podrá pagar, en caso necesario, los gas-
tos de los miembros de la Comisión, antes de que los Estados partes en la 
controversia sufraguen los costos de acuerdo con el párrafo 6 del presente 
artículo. 

 8. La información obtenida y estudiada por el Comité se facilitará 
a la Comisión, y ésta podrá pedir a los Estados interesados que faciliten cual-
quier otra información pertinente. 

Artículo 13 

 1. Cuando la Comisión haya examinado detenidamente el asunto, 
preparará y presentará al Presidente del Comité un informe en el que figuren 
sus conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho pertinentes al asunto 
planteado entre las partes y las recomendaciones que la Comisión considere 
apropiadas para la solución amistosa de la controversia. 

 2. El Presidente del Comité transmitirá el informe de la Comisión 
a cada uno de los Estados partes en la controversia.  Dentro de tres meses, 
dichos Estados notificarán al Presidente del Comité si aceptan o no las reco-
mendaciones contenidas en el informe de la Comisión. 

 3. Transcurrido el plazo previsto en el párrafo 2 del presente 
artículo, el Presidente del Comité comunicará el informe de la Comisión y las 
declaraciones de los Estados partes interesados a los demás Estados partes en 
la presente Convención. 

Artículo 14 

 1. Todo Estado parte podrá declarar en cualquier momento que 
reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar comunicaciones 
de personas o grupos de personas comprendidas dentro de su jurisdicción, 
que alegaren ser víctimas de violaciones, por parte de ese Estado, de cual-
quiera de los derechos estipulados en la presente Convención.  El Comité no 
recibirá ninguna comunicación referente a un Estado parte que no hubiere 
hecho tal declaración. 

 2. Todo Estado parte que hiciere una declaración conforme al 
párrafo 1 del presente artículo podrá establecer o designar un órgano, dentro 
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de su ordenamiento jurídico nacional, que será competente para recibir y 
examinar peticiones de personas o grupos de personas comprendidas dentro 
de su jurisdicción, que alegaren ser víctimas de violaciones de cualquiera de 
los derechos estipulados en la presente Convención y hubieren agotado los 
demás recursos locales disponibles. 

 3. La declaración que se hiciere en virtud del párrafo 1 del 
presente artículo y el nombre de cualquier órgano establecido o designado 
con arreglo al párrafo 2 del presente artículo serán depositados, por el Estado 
parte interesado, en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien remitirá copias de los mismos a los demás Estados partes.  Toda decla-
ración podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación dirigida al 
Secretario General, pero dicha notificación no surtirá efectos con respecto a 
las comunicaciones que el Comité tenga pendientes. 

 4. El órgano establecido o designado de conformidad con el pá-
rrafo 2 del presente artículo llevará un registro de las peticiones y depositará 
anualmente, por los conductos pertinentes, copias certificadas del registro en 
poder del Secretario General, en el entendimiento de que el contenido de las 
mismas no se dará a conocer públicamente. 

 5. En caso de que no obtuviere reparación satisfactoria del órgano 
establecido o designado con arreglo al párrafo 2 del presente artículo, el peti-
cionario tendrá derecho a comunicar el asunto al Comité dentro de los seis 
meses. 

 6. a) El Comité señalará confidencialmente toda comunica-
ción que se le remita a la atención del Estado parte contra quien se alegare 
una violación de cualquier disposición de la presente Convención, pero la 
identidad de las personas o grupos de personas interesadas no se revelará sin 
su consentimiento expreso.  El Comité no aceptará comunicaciones anóni-
mas. 

 b) Dentro de los tres meses, el Estado que reciba la comunicación 
presentará al Comité explicaciones o declaraciones por escrito para aclarar la 
cuestión y exponer qué medida correctiva, si la hubiere, ha adoptado. 

 7. a) El Comité examinará las comunicaciones teniendo en 
cuenta todos los datos puestos a su disposición por el Estado parte interesado 
y por el peticionario.  El Comité no examinará ninguna comunicación de un 
peticionario sin antes cerciorarse de que dicho peticionario ha agotado todos 
los recursos internos disponibles.  Sin embargo, no se aplicará esta regla 
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cuando la substanciación de los mencionados recursos se prolongue injustifi-
cadamente. 

 b) El Comité presentará al Estado parte interesado y al peticiona-
rio sus sugerencias y recomendaciones, si las hubiere. 

 8. El Comité incluirá en su informe anual un resumen de tales 
comunicaciones y, cuando proceda, un resumen de las explicaciones y 
declaraciones de los Estados partes interesados, así como de sus propias 
sugerencias y recomendaciones. 

 9. El Comité será competente para desempeñar las funciones 
previstas en este artículo sólo cuando diez Estados partes en la presente Con-
vención, por lo menos, estuvieren obligados por declaraciones presentadas de 
conformidad con el párrafo 1 de este artículo. 

Artículo 15 

 1. En tanto no se alcancen los objetivos de la Declaración sobre la 
concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales que figura en 
la resolución 1514 (XV) de la Asamblea General, de 14 de diciembre de 
1960, las disposiciones de la presente Convención no limitarán de manera 
alguna el derecho de petición concedido a esos pueblos por otros 
instrumentos internacionales o por las Naciones Unidas y sus organismos 
especializados. 

 2. a) El Comité constituido en virtud del párrafo 1 del artícu-
lo 8 de la presente Convención recibirá copia de las peticiones de los órganos 
de las Naciones Unidas que entienden de asuntos directamente relacionados 
con los principios y objetivos de la presente Convención, y comunicará a 
dichos órganos, sobre dichas peticiones, sus opiniones y recomendaciones, al 
considerar las peticiones presentadas por los habitantes de los territorios bajo 
administración fiduciaria o no autónomos, y de cualesquiera otros territorios 
a los cuales se aplique la resolución 1514 (XV) de la Asamblea General, 
relativas a asuntos tratados en la presente Convención y sometidos a examen 
de los mencionados órganos. 

 b) El Comité recibirá de los órganos competentes de las Naciones 
Unidas copia de los informes sobre las medidas legislativas, judiciales, admi-
nistrativas o de otra índole que, en relación directa con los principios y obje-
tivos de esta Convención, hayan aplicado las Potencias administradoras en 
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los territorios mencionados en el anterior inciso a), y comunicará sus opinio-
nes y recomendaciones a esos órganos. 

 3. El Comité incluirá en su informe a la Asamblea General un 
resumen de las peticiones e informes que haya recibido de los órganos de las 
Naciones Unidas y las opiniones y recomendaciones que les haya comunica-
do acerca de tales peticiones e informes. 

 4. El Comité pedirá al Secretario General de las Naciones Unidas 
toda la información disponible que guarde relación con los objetivos de la 
presente Convención y que se refiera a los territorios mencionados en el inci-
so a) del párrafo 2 del presente artículo. 

Artículo 16 

 Las disposiciones de la presente Convención relativas al arreglo de 
controversias o denuncias regirán sin perjuicio de otros procedimientos para 
solucionar las controversias o denuncias en materia de discriminación esta-
blecidos en los instrumentos constitucionales de las Naciones Unidas y sus 
organismos especializados o en convenciones aprobadas por ellos, y no im-
pedirán que los Estados partes recurran a otros procedimientos para resolver 
una controversia, de conformidad con convenios internacionales generales o 
especiales que estén en vigor entre ellos. 

PARTE III 

Artículo 17 

 1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los 
Estados Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo 
especializado, así como de todo Estado parte en el Estatuto de la Corte Inter-
nacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas a ser parte en la presente Convención. 

 2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los 
instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. 

Artículo 18 

 1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cual-
quiera de los Estados mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 supra. 
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 2. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Se-
cretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 19 

 1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo séptimo instrumen-
to de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas. 

 2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se 
adhiera a ella después de haber sido depositado el vigésimo séptimo instru-
mento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigé-
simo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento 
de ratificación o de adhesión. 

Artículo 20 

 1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comu-
nicará a todos los Estados que sean o lleguen a ser partes en la presente Con-
vención los textos de las reservas formuladas por los Estados en el momento 
de la ratificación o de la adhesión.  Todo Estado que tenga objeciones a una 
reserva notificará al Secretario General que no la acepta, y esta notificación 
deberá hacerse dentro de los noventa días siguientes a la fecha de la comuni-
cación del Secretario General. 

 2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el 
propósito de la presente Convención, ni se permitirá ninguna reserva que 
pueda inhibir el funcionamiento de cualquiera de los órganos establecidos en 
virtud de la presente Convención.  Se considerará que una reserva es incom-
patible o inhibitoria si, por lo menos, las dos terceras partes de los Estados 
partes en la Convención formulan objeciones a la misma. 

 3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento, envián-
dose para ello una notificación al Secretario General.  Esta notificación surti-
rá efecto en la fecha de su recepción. 

Artículo 21 

 Todo Estado parte podrá denunciar la presente Convención mediante 
notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.  La de-
nuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General 
haya recibido la notificación. 
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Artículo 22 

 Toda controversia entre dos o más Estados partes con respecto a la 
interpretación o a la aplicación de la presente Convención, que no se resuelva 
mediante negociaciones o mediante los procedimientos que se establecen 
expresamente en ella, será sometida a la decisión de la Corte Internacional de 
Justicia a instancia de cualquiera de las partes en la controversia, a menos que 
éstas convengan en otro modo de solucionarla. 

Artículo 23 

 1. Todo Estado parte podrá formular en cualquier tiempo una 
demanda de revisión de la presente Convención por medio de notificación 
escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 

 2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá sobre 
las medidas que deban tomarse, si hubiere lugar, respecto a tal demanda. 

Artículo 24 

 El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los 
Estados mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 supra: 

 a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dis-
puesto en los artículos 17 y 18; 

 b) La fecha en que entre en vigor la presente Convención, con-
forme a lo dispuesto en el artículo 19; 

 c) Las comunicaciones y declaraciones recibidas en virtud de los 
artículos 14, 20 y 23; 

 d) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 21. 

Artículo 25 

 1. La presente Convención, cuyos textos en chino, español, fran-
cés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositada en los archivos 
de las Naciones Unidas. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 
certificadas de la presente Convención a todos los Estados pertenecientes a 
cualquiera de las categorías mencionadas en el párrafo 1 del artículo 17 
supra. 
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Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación 

contra la mujer 

Aprobada y abierta a la firma y ratificación, o adhesión, 
 por la Asamblea General en su resolución 34/180, 

 de 18 de diciembre de 1979 

ENTRADA EN VIGOR:  3 DE SEPTIEMBRE DE 1981, DE CONFORMIDAD 
CON EL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 27 

 Los Estados Partes en la presente Convención, 

 Considerando que la Carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en 
los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona 
humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, 

 Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos 
reafirma el principio de la no discriminación y proclama que todos los seres 
humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona 
puede invocar todos los derechos y libertades proclamados en esa Declara-
ción, sin distinción alguna y,  por ende, sin distinción de sexo, 

 Considerando que los Estados Partes en los pactos internacionales de 
derechos humanos tienen la obligación de garantizar a hombres y mujeres la 
igualdad en el goce de todos los derechos económicos, sociales, culturales, 
civiles y políticos, 

 Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo 
los auspicios de las Naciones Unidas y de los organismos especializados para 
favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, 
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 Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y reco-
mendaciones aprobadas por las Naciones Unidas y los organismos especiali-
zados para favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, 

 Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos 
instrumentos las mujeres siguen siendo objeto de importantes 
discriminaciones, 

 Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios 
de la igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta 
la participación de la mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la 
vida política, social, económica y cultural de su país, que constituye un obs-
táculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia y que en-
torpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servi-
cio a su país y a la humanidad, 

 Preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer 
tiene un acceso mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la 
capacitación y las oportunidades de empleo, así como a la satisfacción de 
otras necesidades, 

 Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico 
internacional basado en la equidad y la justicia contribuirá significativamente 
a la promoción de la igualdad entre el hombre y la mujer, 

 Subrayado que la eliminación del apartheid, de todas las formas de 
racismo, de discriminación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, 
ocupación y dominación extranjeras y de la injerencia en los asuntos internos 
de los Estados es indispensable para el disfrute cabal de los derechos del 
hombre y de la mujer, 

 Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacio-
nales, el alivio de la tensión internacional, la cooperación mutua entre todos 
los Estados con independencia de sus sistemas sociales y económicos, el 
desarme general y completo, en particular el desarme nuclear bajo un control 
internacional estricto y efectivo, la afirmación de los principios de la justicia, 
la igualdad y el provecho mutuo en las relaciones entre países y la realización 
del derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial y extranjera o a 
ocupación extranjera a la libre determinación y  la independencia, así como el 
respeto de la soberanía nacional y de la integridad territorial, promoverán el 
progreso social y el desarrollo y, en consecuencia, contribuirán al logro de la 
plena igualdad entre el hombre y la mujer, 
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 Convencidos de que la máxima participación de la mujer en todas las 
esferas, en igualdad de condiciones con el hombre, es indispensable para el 
desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de 
la paz, 

 Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia 
y al desarrollo de la sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la im-
portancia social de la maternidad y la función tanto del padre como de la 
madre en la familia y en la educación de los hijos, y conscientes de que el 
papel de la mujer en la procreación no debe ser causa de discriminación, sino 
que la educación de los niños exige la responsabilidad compartida entre 
hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto, 

 Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la 
mujer es necesario modificar el papel tradicional tanto del hombre como de  
la mujer en la sociedad y en la familia, 

 Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre 
la eliminación de la discriminación contra la mujer y, para ello, a adoptar las 
medidas necesarias a fin de suprimir esta discriminación en todas sus formas 
y manifestaciones, 

 Han convenido en lo siguiente: 

PARTE I 

Artículo 1 

 A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación 
contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el 
sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, 
goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la 
base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y 
civil o en cualquier otra esfera. 

Artículo 2 

 Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en 
todas sus formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin 
dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la 
mujer y, con tal objeto, se comprometen a: 
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 a)  Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones na-
cionales y en cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad 
del hombre y de la mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la 
realización práctica de ese principio; 

 b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con 
las sanciones correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la 
mujer; 

 c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer 
sobre una base de igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de 
los tribunales nacionales competentes y de otras instituciones públicas, la 
protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación; 

 d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discrimina-
ción contra la mujer y velar por que las autoridades e instituciones públicas 
actúen de conformidad con esta obligación; 

 e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer practicada por cualesquiera personas, 
organizaciones o empresas; 

 f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legis-
lativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que 
constituyan discriminación contra la mujer; 

 g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que consti-
tuyan discriminación contra la mujer. 

Artículo 3 

 Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las 
esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, 
incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de 
la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el 
hombre. 

Artículo 4 

 1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de 
carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre 
y la mujer no se considerará discriminación en la forma definida en la presen-
te Convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el man-
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tenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando 
se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato. 

 2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, 
incluso las contenidas en la presente Convención, encaminadas a proteger la 
maternidad no se considerará discriminatoria. 

Artículo 5 

 Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: 

 a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres 
y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácti-
cas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea 
de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones 
estereotipadas de hombres y mujeres; 

 b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión 
adecuada de la maternidad como función social y el reconocimiento de la 
responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al 
desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos consti-
tuirá la consideración primordial en todos los casos. 

Artículo 6 

 Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de 
carácter legislativo, para suprimir todas las formas de trata de mujeres y ex-
plotación de la prostitución de la mujer. 

PARTE II 

Artículo 7 

 Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para elimi-
nar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, 
en particular, garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con los 
hombres, el derecho a: 

 a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser 
elegibles para todos los organismos cuyos miembros sean objeto de eleccio-
nes públicas; 
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 b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y 
en la ejecución de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funcio-
nes públicas en todos los planos gubernamentales; 

 c) Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamen-
tales que se ocupen de la vida pública y política del país. 

Artículo 8 

 Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garan-
tizar a la mujer, en igualdad de condiciones con el hombre y sin discrimina-
ción alguna, la oportunidad de representar a su gobierno en el plano interna-
cional y de participar en la labor de las organizaciones internacionales. 

Artículo 9 

 1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos 
que a los hombres para adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad.  Ga-
rantizarán, en particular, que ni el matrimonio con un extranjero ni el cambio 
de nacionalidad del marido durante el matrimonio cambien automáticamente 
la nacionalidad de la esposa, la conviertan en apátrida o la obliguen a adoptar 
la nacionalidad del cónyuge. 

 2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos 
que al hombre con respecto a la nacionalidad de sus hijos. 

PARTE III 

Artículo 10 

 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eli-
minar la discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de 
derechos con el hombre en la esfera de la educación y en particular para ase-
gurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: 

 a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras 
y capacitación profesional, acceso a los estudios y obtención de diplomas en 
las instituciones de enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rurales 
como urbanas; esta igualdad deberá asegurarse en la enseñanza preescolar, 
general, técnica, profesional y técnica superior, así como en todos los tipos de 
capacitación profesional; 
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 b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos 
exámenes, a personal docente del mismo nivel profesional y a locales y equi-
pos escolares de la misma calidad; 

 c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles 
masculino y femenino en todos los niveles y en todas las formas de enseñan-
za, mediante el estímulo de la educación mixta y de otros tipos de educación 
que contribuyan a lograr este objetivo y, en particular, mediante la modifica-
ción de los libros y programas escolares y la adaptación de los métodos de 
enseñanza; 

 d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras 
subvenciones para cursar estudios; 

 e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de edu-
cación permanente, incluidos los programas de alfabetización funcional y de 
adultos, con miras en particular a reducir lo antes posible toda diferencia de 
conocimientos que exista entre hombres y mujeres; 

 f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y 
la organización de programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan 
dejado los estudios prematuramente; 

 g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el 
deporte y la educación física; 

 h) Acceso al material informativo específico que contribuya a 
asegurar la salud y el bienestar de la familia, incluida la información y el 
asesoramiento sobre planificación de la familia. 

Artículo 11 

 1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin 
de asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad con los hombres, los mis-
mos derechos, en particular: 

 a) El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser 
humano; 

 b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a 
la aplicación de los mismos criterios de selección en cuestiones de empleo; 
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 c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho 
al ascenso, a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras 
condiciones de servicio, y el derecho a la formación profesional y al readies-
tramiento, incluido el aprendizaje, la formación profesional superior y el 
adiestramiento periódico; 

 d) El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a 
igualdad de trato con respecto a un trabajo de igual valor, así como a igual-
dad de trato con respecto a la evaluación de la calidad del trabajo; 

 e)  El derecho a la seguridad social, en particular en casos de 
jubilación, desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para 
trabajar, así como el derecho a vacaciones pagadas; 

 f) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las 
condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción. 

 2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones 
de matrimonio o maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a traba-
jar, los Estados Partes tomarán medidas adecuadas para: 

 a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de 
embarazo o licencia de maternidad y la discriminación en los despidos sobre 
la base del estado civil; 

 b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con 
prestaciones sociales comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüe-
dad o los beneficios sociales; 

 c) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesa-
rios para permitir que los padres combinen las obligaciones para con la fami-
lia con las responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, 
especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red de 
servicios destinados al cuidado de los niños; 

 d) Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en 
los tipos de trabajos que se haya probado puedan resultar perjudiciales para 
ella. 

 3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones com-
prendidas en este artículo será examinada periódicamente a la luz de los co-
nocimientos científicos y tecnológicos y será revisada, derogada o ampliada 
según corresponda. 
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Artículo 12 

 1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención 
médica a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y muje-
res, el acceso a servicios de atención médica, inclusive los que se refieren a la 
planificación de la familia. 

 2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados 
Partes garantizarán a la mujer servicios apropiados en relación con el emba-
razo, el parto y el período posterior al parto, proporcionando servicios gratui-
tos cuando fuere necesario, y le asegurarán una nutrición adecuada durante el 
embarazo y la lactancia. 

Artículo 13 

 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eli-
minar la discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica 
y social a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y muje-
res, los mismos derechos, en particular: 

 a) El derecho a prestaciones familiares; 

 b) El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras 
formas de crédito financiero; 

 c) El derecho a participar en actividades de esparcimiento, depor-
tes y en todos los aspectos de la vida cultural. 

Artículo 14 

 1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales 
a que hace frente la mujer rural y el importante papel que desempeña en la 
supervivencia económica de su familia, incluido su trabajo en los sectores no 
monetarios de la economía, y tomarán todas las medidas apropiadas para 
asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente Convención a la 
mujer en las zonas rurales. 

 2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de 
asegurar en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participa-
ción en el desarrollo rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el 
derecho a: 
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 a) Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desa-
rrollo a todos los niveles; 

 b) Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclu-
sive información, asesoramiento y servicios en materia de planificación de la 
familia; 

 c) Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social; 

 d) Obtener todos los tipos de educación y de formación, académi-
ca y no académica, incluidos los relacionados con la alfabetización funcional, 
así como, entre otros, los beneficios de todos los servicios comunitarios y de 
divulgación a fin de aumentar su capacidad técnica; 

 e) Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de obtener 
igualdad de acceso a las oportunidades económicas mediante el empleo por 
cuenta propia o por cuenta ajena; 

 f) Participar en todas las actividades comunitarias; 

 g) Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los ser-
vicios de comercialización y a las tecnologías apropiadas, y recibir un trato 
igual en los planes de reforma agraria y de reasentamiento; 

 h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en 
las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abaste-
cimiento de agua, el transporte y las comunicaciones. 

PARTE IV 

Artículo 15 

 1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el 
hombre ante la ley. 

 2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, 
una capacidad jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades 
para el ejercicio de esa capacidad.  En particular, le reconocerán a la mujer 
iguales derechos para firmar contratos y administrar bienes y le dispensarán 
un trato igual en todas las etapas del procedimiento en las cortes de justicia y 
los tribunales. 
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 3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier 
otro instrumento privado con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad 
jurídica de la mujer se considerará nulo. 

 4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los 
mismos derechos con respecto a la legislación relativa al derecho de las per-
sonas a circular libremente y a la libertad para elegir su residencia y domicilio. 

Artículo 16 

 1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados 
con el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán en 
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: 

 a) El mismo derecho para contraer matrimonio; 

 b) El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer 
matrimonio sólo por su libre albedrío y su pleno consentimiento; 

 c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimo-
nio y con ocasión de su disolución; 

 d) Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, 
cualquiera que sea su estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en 
todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial; 

 e) Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el 
número de sus hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la 
información, la educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos; 

 f) Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, 
curatela, custodia y adopción de los hijos, o instituciones análogas cuando 
quiera que estos conceptos existan en la legislación nacional; en todos los 
casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial; 

 g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre 
ellos el derecho a elegir apellido, profesión y ocupación; 

 h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de 
propiedad, compras, gestión, administración, goce y disposición de los bie-
nes, tanto a título gratuito como oneroso. 

 2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimo-
nio de niños y se adoptarán todas las medidas necesarias, incluso de carácter 
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legislativo, para fijar una edad mínima para la celebración del matrimonio y 
hacer obligatoria la inscripción del matrimonio en un registro oficial. 

PARTE V 

Artículo 17 

 1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplica-
ción de la presente Convención, se establecerá un comité para la eliminación 
de la discriminación contra la mujer (denominado en adelante el Comité) 
compuesto, en el momento de la entrada en vigor de la Convención, de die-
ciocho y, después de su ratificación o adhesión por el trigésimo quinto Estado 
Parte, de veintitrés expertos de gran prestigio moral y competencia en la 
esfera abarcada por la Convención.  Los expertos serán elegidos por los Esta-
dos Partes entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones a título personal; se 
tendrán en cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación 
de las diferentes formas de civilización, así como los principales sistemas 
jurídicos. 

 2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de 
una lista de personas designadas por los Estados Partes.  Cada uno de los 
Estados Partes podrá designar una persona entre sus propios nacionales. 

 3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha 
de entrada en vigor de la presente Convención.  Al menos tres meses antes de 
la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas diri-
girá una carta a los Estados Partes invitándolos a presentar sus candidaturas 
en un plazo de dos meses.  El Secretario General preparará una lista por or-
den alfabético de todas las personas designadas de este modo, indicando los 
Estados Partes que las han designado, y la comunicará a los Estados Partes. 

 4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los 
Estados Partes que será convocada por el Secretario General y se celebrará en 
la Sede de las Naciones Unidas.  En esta reunión, para la cual formarán quó-
rum dos tercios de los Estados Partes, se considerarán elegidos para el Comi-
té los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría abso-
luta de los votos de los representantes de los Estados Partes presentes y vo-
tantes. 

 5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años.  No 
obstante, el mandato de nueve de los miembros elegidos en la primera elec-
ción expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la primera 
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elección el Presidente del Comité designará por sorteo los nombres de esos 
nueve miembros. 

 6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se 
celebrará de conformidad con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presen-
te artículo, después de que el trigésimo quinto Estado Parte haya ratificado la 
Convención o se haya adherido a ella.  El mandato de dos de los miembros 
adicionales elegidos en esta ocasión, cuyos nombres designará por sorteo el 
Presidente del Comité, expirará al cabo de dos años. 

 7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo ex-
perto haya cesado en sus funciones como miembro del Comité designará 
entre sus nacionales a otro experto a reserva de la aprobación del Comité. 

 8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea 
General, percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la 
forma y condiciones que la Asamblea determine, teniendo en cuenta la im-
portancia de las funciones del Comité. 

 9. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el 
personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones 
del Comité en virtud de la presente Convención. 

Artículo 18 

 1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario 
General de las Naciones Unidas, para que lo examine el Comité, un informe 
sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que 
hayan adoptado para hacer efectivas las disposiciones de la presente Conven-
ción y sobre los progresos realizados en este sentido: 

 a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Con-
vención para el Estado de que se trate; 

 b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuan-
do el Comité lo solicite. 

 2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificultades 
que afecten al grado de cumplimiento de las obligaciones impuestas por la 
presente Convención. 
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Artículo 19 

 1. El Comité aprobará su propio reglamento. 

 2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 

Artículo 20 

 1. El Comité se reunirá normalmente todos los años por un perío-
do que no exceda de dos semanas para examinar los informes que se le pre-
senten de conformidad con el artículo 18 de la presente Convención. 

 2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la 
Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro sitio conveniente que deter-
mine el Comité. 

Artículo 21 

 1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, 
informará anualmente a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre 
sus actividades y podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter 
general basadas en el examen de los informes y de los datos transmitidos por 
los Estados Partes.  Estas sugerencias y recomendaciones de carácter general 
se incluirán en el informe del Comité junto con las observaciones, si las 
hubiere, de los Estados Partes. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los 
informes del Comité a la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la 
Mujer para su información. 

Artículo 22 

 Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados 
en el examen de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención 
que correspondan a la esfera de las actividades.  El Comité podrá invitar a los 
organismos especializados a que presenten informes sobre la aplicación de la 
Convención en las áreas que correspondan a la esfera de sus actividades. 

PARTE VI 

Artículo 23 

 Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición 
alguna que sea más conducente al logro de la igualdad entre hombres y muje-
res y que pueda formar parte de: 
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 a) La legislación de un Estado Parte; o 

 b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional 
vigente en ese Estado. 

Artículo 24 

 Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas nece-
sarias en el ámbito nacional para conseguir la plena realización de los dere-
chos reconocidos en la presente Convención. 

Artículo 25 

 1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los 
Estados. 

 2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depo-
sitario de la presente Convención. 

 3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los 
instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. 

 4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos 
los Estados.  La adhesión se efectuará depositando un instrumento de ad-
hesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 26 

 1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá 
formular una solicitud de revisión de la presente Convención mediante co-
municación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 

 2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las 
medidas que, en caso necesario, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa 
solicitud. 

Artículo 27 

 1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que haya sido depositado en poder del Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas el vigésimo instrumento de ratificación o de ad-
hesión. 
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 2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a 
ella después de haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación 
o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de 
adhesión. 

Artículo 28 

 1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comu-
nicará a todos los Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados 
en el momento de la ratificación o de la adhesión. 

 2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el 
propósito de la presente Convención. 

 3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por 
medio de una notificación a estos efectos dirigida al Secretario General de las 
Naciones Unidas, quien informará de ello a todos los Estados.  Esta notifica-
ción surtirá efecto en la fecha de su recepción. 

Artículo 29 

 1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con 
respecto a la interpretación o aplicación de la presente Convención que no se 
solucione mediante negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno 
de ellos.  Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presen-
tación de solicitud de arbitraje las partes no consiguen ponerse de acuerdo 
sobre la forma del mismo, cualquiera de las partes podrá someter la contro-
versia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una solicitud presentada 
de conformidad con el Estatuto de la Corte. 

 2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de 
la presente Convención o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se 
considera obligado por el párrafo 1 del presente artículo.  Los demás Estados 
Partes no estarán obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parte que 
haya formulado esa reserva. 

 3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el 
párrafo 2 del presente artículo podrá retirarla en cualquier momento notifi-
cándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 



Convención sobre la eliminación de la discriminación contra la mujer (CEDCM) 89 

 

Artículo 30 

 La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, fran-
cés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

 EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente auto-
rizados, firman la presente Convención. 
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Protocolo Facultativo de la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas 

de discriminación contra la mujer 

Aprobado por la resolución 54/4 de la  Asamblea General, 
de 6 de octubre de 1999, y abierto a la firma, ratificación y 

adhesión el 10 de diciembre de 1999 

ENTRADA EN VIGOR:  22 DE DICIEMBRE DE 2000, DE CONFORMIDAD 
CON EL ARTÍCULO 16 

 Los Estados Partes en el presente Protocolo,  

 Observando que en la Carta de las Naciones Unidas se reafirma la fe 
en los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la per-
sona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, 

 Señalando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos se 
proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 
derechos y que toda persona tiene todos los derechos y libertades en ella 
proclamados sin distinción alguna, inclusive las basadas en el sexo, 

 Recordando que los Pactos internacionales de derechos humanos y 
otros instrumentos internacionales de derechos humanos prohíben la discri-
minación por motivos de sexo, 

 Recordando asimismo la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer ("la Convención"), en la que los 
Estados Partes en ella condenan la discriminación contra la mujer en todas 
sus formas y convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin 
dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la 
mujer, 
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 Reafirmando su decisión de asegurar a la mujer el disfrute pleno y en 
condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y todas las libertades 
fundamentales y de adoptar medidas eficaces para evitar las violaciones de 
esos derechos y esas libertades,  

 Acuerdan lo siguiente: 

Artículo 1 

 Todo Estado Parte en el presente Protocolo ("Estado Parte") reconoce 
la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer ("el Comité") para recibir y considerar las comunicaciones presentadas 
de conformidad con el artículo 2. 

Artículo 2 

 Las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o grupos de 
personas que se hallen bajo la jurisdicción del Estado Parte y que aleguen ser 
víctimas de una violación por ese Estado Parte de cualquiera de los derechos 
enunciados en la Convención, o en nombre de esas personas o grupos de 
personas.  Cuando se presente una comunicación en nombre de personas o 
grupos de personas, se requerirá su consentimiento, a menos que el autor 
pueda justificar el actuar en su nombre sin tal consentimiento. 

Artículo 3 

 Las comunicaciones se presentarán por escrito y no podrán ser anóni-
mas.  El Comité no recibirá comunicación alguna que concierna a un Estado 
Parte en la Convención que no sea parte en el presente Protocolo. 

Artículo 4 

 1. El Comité no examinará una comunicación a menos que se 
haya cerciorado de que se han agotado todos los recursos de la jurisdicción 
interna, salvo que la tramitación de esos recursos se prolongue injustificada-
mente o no sea probable que brinde por resultado un remedio efectivo. 

 2. El Comité declarará inadmisible toda comunicación que: 

 a) Se refiera a una cuestión que ya ha sido examinada por el Co-
mité o ya ha sido o esté siendo examinada con arreglo a otro procedimiento 
de examen o arreglo internacionales; 

 b) Sea incompatible con las disposiciones de la Convención; 
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 c) Sea manifiestamente infundada o esté insuficientemente 
sustanciada; 

 d) Constituya un abuso del derecho a presentar una comunicación; 

 e) Los hechos objeto de la comunicación hayan sucedido antes de 
la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo para el Estado Parte inte-
resado, salvo que esos hechos continúen produciéndose después de esa fecha. 

Artículo 5 

 1. Tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una 
conclusión sobre sus fundamentos, en cualquier momento el Comité podrá 
dirigir al Estado Parte interesado, a los fines de su examen urgente, una soli-
citud para que adopte las medidas provisionales necesarias para evitar posi-
bles daños irreparables a la víctima o las víctimas de la supuesta violación. 

 2. Cuando el Comité ejerce sus facultades discrecionales en virtud 
del párrafo 1 del presente artículo, ello no implica juicio alguno sobre la 
admisibilidad o sobre el fondo de la comunicación. 

Artículo 6 

 1. A menos que el Comité considere que una comunicación es 
inadmisible sin remisión al Estado Parte interesado, y siempre que la persona 
o personas interesadas consientan en que se revele su identidad a dicho Esta-
do Parte, el Comité pondrá en conocimiento del Estado Parte, de forma con-
fidencial, toda comunicación que reciba con arreglo al presente Protocolo.  

 2. En un plazo de seis meses, ese Estado Parte presentará al Co-
mité por escrito explicaciones o declaraciones en las que se aclare la cuestión 
y se indiquen las medidas correctivas que hubiere adoptado el Estado Parte, 
de haberlas. 

Artículo 7 

 1. El Comité examinará las comunicaciones que reciba en virtud 
del presente Protocolo a la luz de toda la información puesta a su disposición 
por personas o grupos de personas, o en su nombre, y por el Estado Parte inte-
resado, siempre que esa información sea transmitida a las partes interesadas. 

 2. El Comité examinará en sesiones privadas las comunicaciones 
que reciba en virtud del presente Protocolo. 
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 3. Tras examinar una comunicación, el Comité hará llegar sus 
opiniones sobre la comunicación, conjuntamente con sus recomendaciones, si 
las hubiere, a las partes interesadas.  

 4. El Estado Parte dará la debida consideración a las opiniones del 
Comité, así como a sus recomendaciones, si las hubiere, y enviará al Comité, 
en un plazo de seis meses, una respuesta por escrito, especialmente informa-
ción sobre toda medida que se hubiera adoptado en función de las opiniones 
y recomendaciones del Comité. 

 5. El Comité podrá invitar al Estado Parte a presentar más infor-
mación sobre cualesquiera medidas que el Estado Parte hubiera adoptado en 
respuesta a las opiniones o recomendaciones del Comité, si las hubiere, in-
cluso, si el Comité lo considera apropiado, en los informes que presente más 
adelante el Estado Parte de conformidad con el artículo 18 de la Convención. 

Artículo 8 

 1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele 
violaciones graves o sistemáticas por un Estado Parte de los derechos 
enunciados en la Convención, el Comité invitará a ese Estado Parte a 
colaborar en el examen de la información y, a esos efectos, a presentar 
observaciones sobre dicha información. 

 2. Tomando en consideración las observaciones que haya presen-
tado el Estado Parte interesado, así como toda información fidedigna que esté 
a disposición suya, el Comité podrá encargar a uno o más de sus miembros 
que realice una investigación y presente con carácter urgente un informe al 
Comité.  Cuando se justifique y con el consentimiento del Estado Parte, la 
investigación podrá incluir una visita a su territorio. 

 3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité 
las transmitirá al Estado Parte interesado junto con las observaciones y reco-
mendaciones que estime oportunas. 

 4. En un plazo de seis meses después de recibir los resultados de 
la investigación y las observaciones y recomendaciones que le transmita el 
Comité, el Estado Parte interesado presentará sus propias observaciones al 
Comité. 

 5. La investigación será de carácter confidencial y en todas sus 
etapas se solicitará la colaboración del Estado Parte. 
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Artículo 9 

 1. El Comité podrá invitar al Estado Parte interesado a que inclu-
ya en el informe que ha de presentar con arreglo al artículo 18 de la Conven-
ción pormenores sobre cualesquiera medidas que hubiere adoptado en res-
puesta a una investigación efectuada con arreglo al artículo 8 del presente 
Protocolo. 

 2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el párrafo 4 
del artículo 8, el Comité podrá, si es necesario, invitar al Estado Parte 
interesado a que le informe sobre cualquier medida adoptada como resultado 
de la investigación. 

Artículo 10 

 1. Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o ratificación 
del presente Protocolo, o de la adhesión a él, declarar que no reconoce la 
competencia del Comité establecida en los artículos 8 y 9. 

 2. Todo Estado Parte que haya hecho una declaración con arreglo 
al párrafo 1 del presente artículo podrá retirar esa declaración en cualquier 
momento, previa notificación al Secretario General. 

Artículo 11 

 Cada Estado Parte adoptará todas las medidas necesarias para garanti-
zar que las personas que se hallen bajo su jurisdicción no sean objeto de ma-
los tratos ni intimidación como consecuencia de cualquier comunicación con 
el Comité de conformidad con el presente Protocolo. 

Artículo 12 

 El Comité incluirá en el informe anual que ha de presentar con arreglo 
al artículo 21 de la Convención, un resumen de sus actividades en virtud del 
presente Protocolo. 

Artículo 13 

 Cada Estado Parte se compromete a dar a conocer ampliamente la 
Convención y el presente Protocolo y a darles publicidad, así como a facilitar 
el acceso a información acerca de las opiniones y recomendaciones del 
Comité, en particular respecto de las cuestiones que guarden relación con ese 
Estado Parte. 
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Artículo 14 

 El Comité elaborará su propio reglamento, que aplicará en ejercicio de 
las funciones que le confiere el presente Protocolo. 

Artículo 15 

 1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de cualquier 
Estado que haya firmado la Convención, la haya ratificado o se haya adheri-
do a ella. 

 2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por cualquier 
Estado que haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella.  Los 
instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. 

 3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cual-
quier Estado que haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. 

 4. La adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumento 
correspondiente en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 16 

 1. El presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres meses 
a partir de la fecha en que haya sido depositado en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas el décimo instrumento de ratificación o de 
adhesión. 

 2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhie-
ra a él después de su entrada en vigor, este Protocolo entrará en vigor una vez 
transcurridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado 
su propio instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 17 

 No se permitirá reserva alguna al presente Protocolo. 

Artículo 18 

 1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas al presente Pro-
tocolo y presentarlas al Secretario General de las Naciones Unidas.  El Secre-
tario General comunicará a los Estados Partes las enmiendas propuestas y les 
pedirá que notifiquen si desean que se convoque una conferencia de los Esta-
dos Partes para examinar las propuestas y someterlas a votación.  Si un tercio 
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al menos de los Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el Se-
cretario General la convocará bajo los auspicios de las Naciones Unidas.  
Toda enmienda aprobada por la mayoría de los Estados Partes presentes y 
votantes en la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas. 

 2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aproba-
das por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Protocolo, de 
conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

 3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias 
para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Esta-
dos Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Protocolo y 
por toda enmienda anterior que hubiesen aceptado. 

Artículo 19 

 1. Cualquier Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo 
en cualquier momento mediante notificación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas.  La denuncia surtirá efecto seis meses des-
pués de la fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación. 

 2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las disposiciones del 
presente Protocolo sigan aplicándose a cualquier comunicación presentada, 
con arreglo al artículo 2, o cualquier investigación iniciada, con arreglo al 
artículo 8, antes de la fecha de efectividad de la denuncia. 

Artículo 20 

 El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los 
Estados: 

 a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones relativas al presente 
Protocolo; 

 b) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo y cual-
quier enmienda en virtud del artículo 18; 

 c) Cualquier denuncia recibida en virtud del artículo 19. 
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Artículo 21 

 1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los ar-
chivos de las Naciones Unidas. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 
certificadas del presente Protocolo a todos los Estados mencionados en el 
artículo 25 de la Convención. 
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Convención sobre los Derechos del Niño 

Aprobada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General 
en su resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989 

ENTRADA EN VIGOR:  2 DE SEPTIEMBRE DE 1990, DE CONFORMIDAD 
CON EL ARTÍCULO 49 

PREÁMBULO 

 Los Estados Partes en la presente Convención, 

 Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en 
la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo 
se basan en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos 
iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana, 

 Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Unidas han reafir-
mado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre y en la 
dignidad y el valor de la persona humana, y que han decidido promover el 
progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de 
la libertad, 

 Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acordado en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los pactos internaciona-
les de derechos humanos, que toda persona tiene todos los derechos y liberta-
des enunciados en ellos, sin distinción alguna, por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, 

 Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos 
las Naciones Unidas proclamaron que la infancia tiene derecho a cuidados y 
asistencia especiales, 
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 Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la socie-
dad y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, 
y en particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias 
para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad, 

 Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su 
personalidad, debe crecer en el seno de la familia, en un ambiente de felici-
dad, amor y comprensión, 

 Considerando que el niño debe estar plenamente preparado para una 
vida independiente en sociedad y ser educado en el espíritu de los ideales 
proclamados en la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, en un espíri-
tu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad, 

 Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al niño una pro-
tección especial ha sido enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924 
sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de los Derechos del Niño 
adoptada por la Asamblea General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida 
en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (en particular, en los artículos 23 y 24), en el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en parti-
cular, en el artículo 10) y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los 
organismos especializados y de las organizaciones internacionales que se 
interesan en el bienestar del niño, 

 Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Dere-
chos del Niño, "el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita 
protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto 
antes como después del nacimiento", 

 Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los principios 
sociales y jurídicos relativos a la protección y el bienestar de los niños, con 
particular referencia a la adopción y la colocación en hogares de guarda, en 
los planos nacional e internacional; las Reglas mínimas de las Naciones 
Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing); y 
la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados de 
emergencia o de conflicto armado, 

 Reconociendo que en todos los países del mundo hay niños que viven 
en condiciones excepcionalmente difíciles y que esos niños necesitan 
especial consideración, 
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 Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y 
los valores culturales de cada pueblo para la protección y el desarrollo armo-
nioso del niño, 

 Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para el 
mejoramiento de las condiciones de vida de los niños en todos los países, en 
particular en los países en desarrollo, 

 Han convenido en lo siguiente: 

PARTE I 

Artículo 1 

 Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo 
ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley 
que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad. 

Artículo 2 

 1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la 
presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su juris-
dicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el 
sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen 
nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el 
nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus repre-
sentantes legales. 

 2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
garantizar que el niño se vea protegido contra toda forma de discriminación o 
castigo por causa de la condición, las actividades, las opiniones expresadas o 
las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares. 

Artículo 3 

 1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las 
instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las auto-
ridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primor-
dial a que se atenderá será el interés superior del niño. 

 2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la pro-
tección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta 
los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de 
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él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y adminis-
trativas adecuadas. 

 3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, ser-
vicios y establecimientos encargados del cuidado o la protección de los niños 
cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, especial-
mente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su perso-
nal, así como en relación con la existencia de una supervisión adecuada. 

Artículo 4 

 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legis-
lativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la 
presente Convención.  En lo que respecta a los derechos económicos, sociales 
y culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de 
los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la 
cooperación internacional. 

Artículo 5 

 Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechos y los 
deberes de los padres o, en su caso, de los miembros de la familia ampliada o 
de la comunidad, según establezca la costumbre local, de los tutores u otras 
personas encargadas legalmente del niño de impartirle, en consonancia con la 
evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que el 
niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención. 

Artículo 6 

 1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho 
intrínseco a la vida. 

 2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible 
la supervivencia y el desarrollo del niño. 

Artículo 7 

 1. El niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento 
y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, 
en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos. 

 2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos 
de conformidad con su legislación nacional y las obligaciones que hayan 
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contraído en virtud de los instrumentos internacionales pertinentes en esta 
esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida. 

Artículo 8 

 1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del 
niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las rela-
ciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas. 

 2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los 
elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar 
la asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su 
identidad. 

Artículo 9 

 1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de 
sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión 
judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y 
los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés 
superior del niño.  Tal determinación puede ser necesaria en casos particula-
res, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de maltrato o descui-
do por parte de sus padres o cuando éstos vivan separados y deba adoptarse 
una decisión acerca del lugar de residencia del niño. 

 2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el 
párrafo 1 del presente artículo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la 
oportunidad de participar en él y de dar a conocer sus opiniones. 

 3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté 
separado de uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y con-
tacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al 
interés superior del niño. 

 4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada 
por un Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, el exilio, la de-
portación o la muerte (incluido el fallecimiento debido a cualquier causa 
mientras la persona esté bajo la custodia del Estado) de uno de los padres del 
niño, o de ambos, o del niño, el Estado Parte proporcionará, cuando se le 
pida, a los padres, al niño o, si procede, a otro familiar, información básica 
acerca del paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que ello resul-
tase perjudicial para el bienestar del niño.  Los Estados Partes se cerciorarán, 
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además, de que la presentación de tal petición no entrañe por sí misma conse-
cuencias desfavorables para la persona o personas interesadas. 

Artículo 10 

 1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados 
Partes a tenor de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 9, toda solicitud 
hecha por un niño o por sus padres para entrar en un Estado Parte o para salir 
de él a los efectos de la reunión de la familia será atendida por los Estados 
Partes de manera positiva, humanitaria y expeditiva.  Los Estados Partes 
garantizarán, además, que la presentación de tal petición no traerá conse-
cuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares. 

 2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá dere-
cho a mantener periódicamente, salvo en circunstancias excepcionales, rela-
ciones personales y contactos directos con ambos padres.  Con tal fin, y de 
conformidad con la obligación asumida por los Estados Partes en virtud del 
párrafo 1 del artículo 9, los Estados Partes respetarán el derecho del niño y de 
sus padres a salir de cualquier país, incluido del propio, y a entrar en su pro-
pio país.  El derecho de salir de cualquier país estará sujeto solamente a las 
restricciones estipuladas por ley y que sean necesarias para proteger la segu-
ridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los derechos y 
libertades de otras personas y que estén en consonancia con los demás dere-
chos reconocidos por la presente Convención. 

Artículo 11 

 1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra los 
traslados ilícitos de niños al extranjero y la retención ilícita de niños en el 
extranjero. 

 2. Para este fin, los Estados Partes promoverán la concertación de 
acuerdos bilaterales o multilaterales o la adhesión a acuerdos existentes. 

Artículo 12 

 1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones 
de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en 
todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las 
opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño. 

 2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser 
escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte al 
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niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano 
apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional. 

Artículo 13 

 1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese derecho 
incluirá la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de todo 
tipo, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, 
en forma artística o por cualquier otro medio elegido por el niño. 

 2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertas restric-
ciones, que serán únicamente las que la ley prevea y sean necesarias: 

 a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los demás; o 

 b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden público o 
para proteger la salud o la moral públicas. 

Artículo 14 

 1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad 
de pensamiento, de conciencia y de religión. 

 2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los 
padres y, en su caso, de los representantes legales, de guiar al niño en el ejer-
cicio de su derecho de modo conforme a la evolución de sus facultades. 

 3. La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias 
estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean ne-
cesarias para proteger la seguridad, el orden, la moral o la salud públicos o 
los derechos y libertades fundamentales de los demás. 

Artículo 15 

 1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a la liber-
tad de asociación y a la libertad de celebrar reuniones pacíficas. 

 2. No se impondrán restricciones al ejercicio de estos derechos 
distintas de las establecidas de conformidad con la ley y que sean necesarias 
en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional o pública, el 
orden público, la protección de la salud y la moral públicas o la protección de 
los derechos y libertades de los demás. 
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Artículo 16 

 1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en 
su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia ni de ataques 
ilegales a su honra y a su reputación. 

 2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas inje-
rencias o ataques. 

Artículo 17 

 Los Estados Partes reconocen la importante función que desempeñan 
los medios de comunicación y velarán por que el niño tenga acceso a infor-
mación y material procedentes de diversas fuentes nacionales e internaciona-
les, en especial la información y el material que tengan por finalidad promo-
ver su bienestar social, espiritual y moral y su salud física y mental.  Con tal 
objeto, los Estados Partes: 

 a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir informa-
ción y materiales de interés social y cultural para el niño, de conformidad con 
el espíritu del artículo 29; 

 b) Promoverán la cooperación internacional en la producción, el 
intercambio y la difusión de esa información y esos materiales procedentes 
de diversas fuentes culturales, nacionales e internacionales; 

 c) Alentarán la producción y difusión de libros para niños; 

 d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan particu-
larmente en cuenta las necesidades lingüísticas del niño perteneciente a un 
grupo minoritario o que sea indígena; 

 e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para pro-
teger al niño contra toda información y material perjudicial para su bienestar, 
teniendo en cuenta las disposiciones de los artículos 13 y 18. 

Artículo 18 

 1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el 
reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones comu-
nes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño.  Incumbirá a los 
padres o, en su caso, a los representantes legales la responsabilidad primor-
dial de la crianza y el desarrollo del niño.  Su preocupación fundamental será 
el interés superior del niño. 
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 2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enuncia-
dos en la presente Convención, los Estados Partes prestarán la asistencia 
apropiada a los padres y a los representantes legales para el desempeño de 
sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño y velarán por la crea-
ción de instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de los niños. 

 3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas 
para que los niños cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de los 
servicios e instalaciones de guarda de niños para los que reúnan las condicio-
nes requeridas. 

Artículo 19 

 1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, 
administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra 
toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, 
malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se en-
cuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cual-
quier otra persona que lo tenga a su cargo. 

 2. Esas medidas de protección deberían comprender, según co-
rresponda, procedimientos eficaces para el establecimiento de programas 
sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes 
cuidan de él, así como para otras formas de prevención y para la identifica-
ción, notificación, remisión a una institución, investigación, tratamiento y 
observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al niño y, 
según corresponda, la intervención judicial. 

Artículo 20 

 1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio 
familiar, o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese medio, 
tendrán derecho a la protección y asistencia especiales del Estado. 

 2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes 
nacionales, otros tipos de cuidado para esos niños. 

 3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación 
en hogares de guarda, la kafala del derecho islámico, la adopción o de ser 
necesario, la colocación en instituciones adecuadas de protección de meno-
res.  Al considerar las soluciones, se prestará particular atención a la conve-
niencia de que haya continuidad en la educación del niño y a su origen étni-
co, religioso, cultural y lingüístico. 



108 Los principales tratados internacionales de derechos humanos 

 

Artículo 21 

 Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopción 
cuidarán de que el interés superior del niño sea la consideración primordial y: 

 a) Velarán por que la adopción del niño sólo sea autorizada por 
las autoridades competentes, las que determinarán, con arreglo a las leyes y a 
los procedimientos aplicables y sobre la base de toda la información pertinen-
te y fidedigna, que la adopción es admisible en vista de la situación jurídica 
del niño en relación con sus padres, parientes y representantes legales y que, 
cuando así se requiera, las personas interesadas hayan dado con conocimiento 
de causa su consentimiento a la adopción sobre la base del asesoramiento que 
pueda ser necesario; 

 b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser considera-
da como otro medio de cuidar del niño, en el caso de que éste no pueda ser 
colocado en un hogar de guarda o entregado a una familia adoptiva o no 
pueda ser atendido de manera adecuada en el país de origen; 

 c) Velarán por que el niño que haya de ser adoptado en otro país 
goce de salvaguardias y normas equivalentes a las existentes respecto de la 
adopción en el país de origen; 

 d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que, en 
el caso de adopción en otro país, la colocación no dé lugar a beneficios finan-
cieros indebidos para quienes participan en ella; 

 e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presente 
artículo mediante la concertación de arreglos o acuerdos bilaterales o multila-
terales y se esforzarán, dentro de este marco, por garantizar que la colocación 
del niño en otro país se efectúe por medio de las autoridades u organismos 
competentes. 

Artículo 22 

 1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para lograr 
que el niño que trate de obtener el estatuto de refugiado o que sea considera-
do refugiado de conformidad con el derecho y los procedimientos internacio-
nales o internos aplicables reciba, tanto si está solo como si está acompañado 
de sus padres o de cualquier otra persona, la protección y la asistencia huma-
nitaria adecuadas para el disfrute de los derechos pertinentes enunciados en la 
presente Convención y en otros instrumentos internacionales de derechos 
humanos o de carácter humanitario en que dichos Estados sean Partes. 
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 2. A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la forma que 
estimen apropiada, en todos los esfuerzos de las Naciones Unidas y demás 
organizaciones intergubernamentales competentes u organizaciones no gu-
bernamentales que cooperen con las Naciones Unidas por proteger y ayudar a 
todo niño refugiado y localizar a sus padres o a otros miembros de su familia, 
a fin de obtener la información necesaria para que se reúna con su familia.  
En los casos en que no se pueda localizar a ninguno de los padres o miem-
bros de la familia, se concederá al niño la misma protección que a cualquier 
otro niño privado permanente o temporalmente de su medio familiar, por 
cualquier motivo, como se dispone en la presente Convención. 

Artículo 23 

 1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físicamente 
impedido deberá disfrutar de una vida plena y decente en condiciones que 
aseguren su dignidad, le permitan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten la 
participación activa del niño en la comunidad. 

 2. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño impedido a 
recibir cuidados especiales y alentarán y asegurarán, con sujeción a los recur-
sos disponibles, la prestación al niño que reúna las condiciones requeridas y a 
los responsables de su cuidado de la asistencia que se solicite y que sea ade-
cuada al estado del niño y a las circunstancias de sus padres o de otras perso-
nas que cuiden de él. 

 3. En atención a las necesidades especiales del niño impedido, la 
asistencia que se preste conforme al párrafo 2 del presente artículo será 
gratuita siempre que sea posible, habida cuenta de la situación económica de 
los padres o de las otras personas que cuiden del niño, y estará destinada a 
asegurar que el niño impedido tenga un acceso efectivo a la educación, la 
capacitación, los servicios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la 
preparación para el empleo y las oportunidades de esparcimiento y reciba 
tales servicios con el objeto de que el niño logre la integración social y el 
desarrollo individual, incluido su desarrollo cultural y espiritual, en la 
máxima medida posible. 

 4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de cooperación 
internacional, el intercambio de información adecuada en la esfera de la aten-
ción sanitaria preventiva y del tratamiento médico, psicológico y funcional de 
los niños impedidos, incluida la difusión de información sobre los métodos 
de rehabilitación y los servicios de enseñanza y formación profesional, así 
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como el acceso a esa información a fin de que los Estados Partes puedan 
mejorar su capacidad y conocimientos y ampliar su experiencia en estas esfe-
ras.  A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de 
los países en desarrollo. 

Artículo 24 

 1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute 
del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las 
enfermedades y la rehabilitación de la salud.  Los Estados Partes se 
esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute 
de esos servicios sanitarios. 

 2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este dere-
cho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para: 

 a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 

 b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención 
sanitaria que sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desa-
rrollo de la atención primaria de salud; 

 c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la 
atención primaria de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la 
tecnología disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y 
agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contamina-
ción del medio ambiente; 

 d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las 
madres; 

 e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular 
los padres y los niños, conozcan los principios básicos de la salud y la nutri-
ción de los niños, las ventajas de la lactancia materna, la higiene y el sanea-
miento ambiental y las medidas de prevención de accidentes, tengan acceso a 
la educación pertinente y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos; 

 f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los 
padres y la educación y servicios en materia de planificación de la familia. 

 3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y 
apropiadas posibles para abolir las prácticas tradicionales que sean perjudi-
ciales para la salud de los niños. 
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 4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la 
cooperación internacional con miras a lograr progresivamente la plena reali-
zación del derecho reconocido en el presente artículo.  A este respecto, se 
tendrán plenamente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo. 

Artículo 25 

 Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha sido interna-
do en un establecimiento por las autoridades competentes para los fines de 
atención, protección o tratamiento de su salud física o mental a un examen 
periódico del tratamiento a que esté sometido y de todas las demás circuns-
tancias propias de su internación. 

Artículo 26 

 1. Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el derecho a 
beneficiarse de la seguridad social, incluso del seguro social, y adoptarán las 
medidas necesarias para lograr la plena realización de este derecho de con-
formidad con su legislación nacional. 

 2. Las prestaciones deberían concederse, cuando corresponda, 
teniendo en cuenta los recursos y la situación del niño y de las personas que 
sean responsables del mantenimiento del niño, así como cualquier otra consi-
deración pertinente a una solicitud de prestaciones hecha por el niño o en su 
nombre. 

Artículo 27 

 1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un 
nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y 
social. 

 2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe 
la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y 
medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desa-
rrollo del niño. 

 3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales 
y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los 
padres y a otras personas responsables por el niño a dar efectividad a este 
derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material y programas 
de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la 
vivienda. 
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 4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras 
personas que tengan la responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven 
en el Estado Parte como si viven en el extranjero.  En particular, cuando la 
persona que tenga la responsabilidad financiera por el niño resida en un Esta-
do diferente de aquel en que resida el niño, los Estados Partes promoverán la 
adhesión a los convenios internacionales o la concertación de dichos conve-
nios, así como la concertación de cualesquiera otros arreglos apropiados. 

Artículo 28 

 1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educa-
ción y, a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de 
igualdad de oportunidades ese derecho, deberán en particular: 

 a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para 
todos; 

 b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza 
secundaria, incluida la enseñanza general y profesional, hacer que todos los 
niños dispongan de ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas 
tales como la implantación de la enseñanza gratuita y la concesión de asisten-
cia financiera en caso de necesidad; 

 c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de 
la capacidad, por cuantos medios sean apropiados; 

 d) Hacer que todos los niños dispongan de información y orienta-
ción en cuestiones educacionales y profesionales y tengan acceso a ellas; 

 e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las es-
cuelas y reducir las tasas de deserción escolar. 

 2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas 
para velar por que la disciplina escolar se administre de modo compatible con 
la dignidad humana del niño y de conformidad con la presente Convención. 

 3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación 
internacional en cuestiones de educación, en particular a fin de contribuir a 
eliminar la ignorancia y el analfabetismo en todo el mundo y de facilitar el 
acceso a los conocimientos técnicos y a los métodos modernos de enseñanza.  
A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de los 
países en desarrollo. 
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Artículo 29 

 1. Los Estados Partes convienen en que la educación del niño 
deberá estar encaminada a: 

 a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental 
y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades; 

 b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales y de los principios consagrados en la Carta de las 
Naciones Unidas; 

 c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad 
cultural, de su idioma y sus valores, de los valores nacionales del país en que 
vive, del país de que sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya; 

 d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una so-
ciedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los 
sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religio-
sos y personas de origen indígena; 

 e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 

 2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el artículo 28 
se interpretará como una restricción de la libertad de los particulares y de las 
entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de 
que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 del presente artículo 
y de que la educación impartida en tales instituciones se ajuste a las normas 
mínimas que prescriba el Estado. 

Artículo 30 

 En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísti-
cas o personas de origen indígena, no se negará al niño que pertenezca a tales 
minorías o que sea indígena el derecho que le corresponde, en común con los 
demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y 
practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma. 

Artículo 31 

 1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso y 
el esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas propias de su edad y 
a participar libremente en la vida cultural y en las artes. 
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 2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho del 
niño a participar plenamente en la vida cultural y artística y propiciarán opor-
tunidades apropiadas, en condiciones de igualdad, de participar en la vida 
cultural, artística, recreativa y de esparcimiento. 

Artículo 32 

 1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar prote-
gido contra la explotación económica y contra el desempeño de cualquier 
trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo 
para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social. 

 2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, administra-
tivas, sociales y educacionales para garantizar la aplicación del presente artí-
culo.  Con ese propósito y teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes de 
otros instrumentos internacionales, los Estados Partes, en particular: 

 a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar; 

 b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los horarios y con-
diciones de trabajo; 

 c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropiadas para 
asegurar la aplicación efectiva del presente artículo. 

Artículo 33 

 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas, incluidas 
medidas legislativas, administrativas, sociales y educacionales, para proteger 
a los niños contra el uso ilícito de los estupefacientes y sustancias sicotrópi-
cas enumeradas en los tratados internacionales pertinentes, y para impedir 
que se utilice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de esas sustancias. 

Artículo 34 

 Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las 
formas de explotación y abuso sexuales.  Con este fin, los Estados Partes 
tomarán, en particular, todas las medidas de carácter nacional, bilateral y 
multilateral que sean necesarias para impedir: 

 a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cual-
quier actividad sexual ilegal; 

 b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas 
sexuales ilegales; 
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 c) La explotación del niño en espectáculos o materiales 
pornográficos. 

Artículo 35 

 Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, 
bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta 
o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma. 

Artículo 36 

 Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las demás formas 
de explotación que sean perjudiciales para cualquier aspecto de su bienestar. 

Artículo 37 

 Los Estados Partes velarán por que: 

 a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes.  No se impondrá la pena capital ni la de 
prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por 
menores de 18 años de edad; 

 b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente.  
La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de 
conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso 
y durante el período más breve que proceda; 

 c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y 
el respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, y de mane-
ra que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad.  En 
particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a 
menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá 
derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y 
de visitas, salvo en circunstancias excepcionales; 

 d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto 
acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a 
impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra 
autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión 
sobre dicha acción. 
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Artículo 38 

 1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar por que 
se respeten las normas del derecho internacional humanitario que les sean 
aplicables en los conflictos armados y que sean pertinentes para el niño. 

 2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para 
asegurar que las personas que aún no hayan cumplido los 15 años de edad no 
participen directamente en las hostilidades. 

 3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas 
armadas a las personas que no hayan cumplido los 15 años de edad.  Si reclu-
tan personas que hayan cumplido 15 años, pero que sean menores de 18, los 
Estados Partes procurarán dar prioridad a los de más edad. 

 4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho 
internacional humanitario de proteger a la población civil durante los conflic-
tos armados, los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para 
asegurar la protección y el cuidado de los niños afectados por un conflicto 
armado. 

Artículo 39 

 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para pro-
mover la recuperación física y psicológica y la reintegración social de todo 
niño víctima de:  cualquier forma de abandono, explotación o abuso; tortura u 
otra forma de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; o conflictos 
armados.  Esa recuperación y reintegración se llevarán a cabo en un ambiente 
que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño. 

Artículo 40 

 1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien 
se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare 
culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el 
fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del 
niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y 
en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover 
la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la 
sociedad. 
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 2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes 
de los instrumentos internacionales, los Estados Partes garantizarán, en parti-
cular: 

 a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes pena-
les, ni se acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas 
leyes, por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes naciona-
les o internacionales en el momento en que se cometieron; 

 b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes 
penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por 
lo menos, lo siguiente: 

 i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabi-
lidad conforme a la ley; 

 ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea 
procedente, por intermedio de sus padres o sus representantes 
legales, de los cargos que pesan contra él y que dispondrá de 
asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación 
y presentación de su defensa; 

 iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u 
órgano judicial competente, independiente e imparcial en una 
audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un ase-
sor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se 
considerare que ello fuere contrario al interés superior del niño, 
teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a sus pa-
dres o representantes legales; 

 iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpa-
ble, que podrá interrogar o hacer que se interrogue a testigos de 
cargo y obtener la participación y el interrogatorio de testigos 
de descargo en condiciones de igualdad; 

 v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, 
que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de 
ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior 
competente, independiente e imparcial, conforme a la ley; 



118 Los principales tratados internacionales de derechos humanos 

 

 vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si 
no comprende o no habla el idioma utilizado; 

 vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases 
del procedimiento. 

 3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e institu-
ciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las 
leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido 
esas leyes, y en particular: 

 a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se 
presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales; 

 b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas 
para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el enten-
dimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garan-
tías legales. 

 4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las 
órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la 
colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación 
profesional, así como otras posibilidades alternativas a la internación en insti-
tuciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para 
su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con 
la infracción. 

Artículo 41 

 Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposi-
ciones que sean más conducentes a la realización de los derechos del niño y 
que puedan estar recogidas en: 

 a) El derecho de un Estado Parte; o 

 b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado. 
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PARTE II 

Artículo 42 

 Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer ampliamente los 
principios y disposiciones de la Convención por medios eficaces y apropia-
dos, tanto a los adultos como a los niños. 

Artículo 43 

 1. Con la finalidad de examinar los progresos realizados en el 
cumplimiento de las obligaciones contraídas por los Estados Partes en la 
presente Convención, se establecerá un comité de los derechos del niño que 
desempeñará las funciones que a continuación se estipulan. 

 2. El Comité estará integrado por dieciocho expertos de gran 
integridad moral y reconocida competencia en las esferas reguladas por la 
presente Convención1.  Los miembros del Comité serán elegidos por los 
Estados Partes entre sus nacionales y ejercerán sus funciones a título perso-
nal, teniéndose debidamente en cuenta la distribución geográfica, así como 
los principales sistemas jurídicos. 

 3. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación secreta, 
de una lista de personas designadas por los Estados Partes.  Cada Estado 
Parte podrá designar a una persona escogida entre sus propios nacionales. 

 4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después 
de la entrada en vigor de la presente Convención y ulteriormente cada dos 
años.  Con cuatro meses, como mínimo, de antelación respecto de la fecha de 
cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta 
a los Estados Partes invitándolos a que presenten sus candidaturas en un 
plazo de dos meses.  El Secretario General preparará después una lista en la 
que figurarán por orden alfabético todos los candidatos propuestos, con indi-
cación de los Estados Partes que los hayan designado, y la comunicará a los 
Estados Partes en la presente Convención. 

                                                 
1 La Asamblea General aprobó en la resolución 50/155, de 21 de diciembre 
de 1995, una revisión del párrafo 2 del artículo 43 de la Convención para 
sustituir la palabra "diez" por la palabra "dieciocho".  La modificación entró 
en vigor el 18 de noviembre de 2002 al ser aceptada por dos tercios de los 
Estados Partes, es decir, 128. 
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 5. Las elecciones se celebrarán en una reunión de los Estados 
Partes convocada por el Secretario General en la Sede de las Naciones Uni-
das.  En esa reunión, en la que la presencia de dos tercios de los Estados 
Partes constituirá quórum, las personas seleccionadas para formar parte del 
Comité serán aquellos candidatos que obtengan el mayor número de votos y 
una mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes 
presentes y votantes. 

 6. Los miembros del Comité serán elegidos por un período de 
cuatro años.  Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura.  El 
mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera elección expirará al 
cabo de dos años; inmediatamente después de efectuada la primera elección, 
el presidente de la reunión en que ésta se celebre elegirá por sorteo los nom-
bres de esos cinco miembros. 

 7. Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara que por 
cualquier otra causa no puede seguir desempeñando sus funciones en el Co-
mité, el Estado Parte que propuso a ese miembro designará entre sus propios 
nacionales a otro experto para ejercer el mandato hasta su término, a reserva 
de la aprobación del Comité. 

 8. El Comité adoptará su propio reglamento. 

 9. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 

 10. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la 
Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que de-
termine el Comité.  El Comité se reunirá normalmente todos los años.  La 
duración de las reuniones del Comité será determinada y revisada, si proce-
diera, por una reunión de los Estados Partes en la presente Convención, a 
reserva de la aprobación de la Asamblea General. 

 11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el 
personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones 
del Comité establecido en virtud de la presente Convención. 

 12. Previa aprobación de la Asamblea General, los miembros del 
Comité establecido en virtud de la presente Convención recibirán emolumen-
tos con cargo a los fondos de las Naciones Unidas, según las condiciones que 
la Asamblea pueda establecer. 
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Artículo 44 

 1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Comité, por 
conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, informes sobre las 
medidas que hayan adoptado para dar efecto a los derechos reconocidos en la 
Convención y sobre el progreso que hayan realizado en cuanto al goce de 
esos derechos: 

 a) En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que para cada 
Estado Parte haya entrado en vigor la presente Convención; 

 b) En lo sucesivo, cada cinco años. 

 2. Los informes preparados en virtud del presente artículo debe-
rán indicar las circunstancias y dificultades, si las hubiere, que afecten al 
grado de cumplimiento de las obligaciones derivadas de la presente Conven-
ción.  Deberán asimismo contener información suficiente para que el Comité 
tenga cabal comprensión de la aplicación de la Convención en el país de que 
se trate. 

 3. Los Estados Partes que hayan presentado un informe inicial 
completo al Comité no necesitan repetir, en sucesivos informes presentados 
de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del párrafo 1 del presente 
artículo, la información básica presentada anteriormente. 

 4. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más información 
relativa a la aplicación de la Convención. 

 5. El Comité presentará cada dos años a la Asamblea General de 
las Naciones Unidas, por conducto del Consejo Económico y Social, infor-
mes sobre sus actividades. 

 6. Los Estados Partes darán a sus informes una amplia difusión 
entre el público de sus países respectivos. 

Artículo 45 

 Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y de 
estimular la cooperación internacional en la esfera regulada por la Convención: 

 a) Los organismos especializados, el Fondo de las Naciones Uni-
das para la Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas tendrán derecho 
a estar representados en el examen de la aplicación de aquellas disposiciones 
de la presente Convención comprendidas en el ámbito de su mandato.  



122 Los principales tratados internacionales de derechos humanos 

 

El Comité podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia y a otros órganos competentes que conside-
re apropiados a que proporcionen asesoramiento especializado sobre la apli-
cación de la Convención en los sectores que son de incumbencia de sus res-
pectivos mandatos.  El Comité podrá invitar a los organismos especializados, 
al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y demás órganos de las 
Naciones Unidas a que presenten informes sobre la aplicación de aquellas 
disposiciones de la presente Convención comprendidas en el ámbito de sus 
actividades; 

 b) El Comité transmitirá, según estime conveniente, a los orga-
nismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a 
otros órganos competentes, los informes de los Estados Partes que contengan 
una solicitud de asesoramiento o de asistencia técnica, o en los que se indique 
esa necesidad, junto con las observaciones y sugerencias del Comité, si las 
hubiere, acerca de esas solicitudes o indicaciones; 

 c) El Comité podrá recomendar a la Asamblea General que pida 
al Secretario General que efectúe, en su nombre, estudios sobre cuestiones 
concretas relativas a los derechos del niño; 

 d) El Comité podrá formular sugerencias y recomendaciones 
generales basadas en la información recibida en virtud de los artículos 44 y 
45 de la presente Convención.  Dichas sugerencias y recomendaciones gene-
rales deberán transmitirse a los Estados Partes interesados y notificarse a la 
Asamblea General, junto con los comentarios, si los hubiere, de los Estados 
Partes. 

PARTE III 

Artículo 46 

 La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados. 

Artículo 47 

 La presente Convención está sujeta a ratificación.  Los instrumentos 
de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 
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Artículo 48 

 La presente Convención permanecerá abierta a la adhesión de cual-
quier Estado.  Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 49 

 1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día si-
guiente a la fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de 
ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

 2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a 
ella después de haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación 
o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día después del 
depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación o adhesión. 

Artículo 50 

 1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  El Secretario Gene-
ral comunicará la enmienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que le 
notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con 
el fin de examinar la propuesta y someterla a votación.  Si dentro de los cua-
tro meses siguientes a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los 
Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el Secretario General 
convocará una conferencia con el auspicio de las Naciones Unidas.  Toda 
enmienda adoptada por la mayoría de Estados Partes, presentes y votantes en 
la conferencia, será sometida por el Secretario General a la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas para su aprobación. 

 2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del 
presente artículo entrará en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas y aceptada por una mayoría de dos tercios de 
los Estados Partes. 

 3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para 
los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 
Partes seguirán obligados por las disposiciones de la presente Convención y 
por las enmiendas anteriores que hayan aceptado. 
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Artículo 51 

 1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comu-
nicará a todos los Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados 
en el momento de la ratificación o de la adhesión. 

 2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el 
propósito de la presente Convención. 

 3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por 
medio de una notificación hecha a ese efecto y dirigida al Secretario General 
de las Naciones Unidas, quien informará a todos los Estados.  Esa notifica-
ción surtirá efecto en la fecha de su recepción por el Secretario General. 

Artículo 52 

 Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante 
notificación hecha por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas.  
La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación 
haya sido recibida por el Secretario General. 

Artículo 53 

 Se designa depositario de la presente Convención al Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas. 

Artículo 54 

 El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, 
español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

 EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos plenipotenciarios, 
debidamente autorizados para ello por sus respectivos gobiernos, han firmado 
la presente Convención. 
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Protocolo facultativo de la Convención  
sobre los Derechos del Niño relativo a 

la venta de niños, la prostitución 
infantil y la utilización de niños 

en la pornografía 

Aprobado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la 
resolución 54/263 de la Asamblea General, 

de 25 de mayo de 2000 

ENTRADA EN VIGOR:  18 DE ENERO DE 2002, DE CONFORMIDAD 
CON EL ARTÍCULO 14 

 Los Estados Partes en el presente Protocolo, 

 Considerando que para asegurar el mejor logro de los propósitos de la 
Convención sobre los Derechos del Niño1 y la aplicación de sus disposiciones 
y especialmente de los artículos 1, 11, 21, 32, 33, 34, 35 y 36, sería conve-
niente ampliar las medidas que deben adoptar los Estados Partes a fin de 
garantizar la protección de los menores contra la venta de niños, la prostitu-
ción infantil y la utilización de niños en la pornografía, 

 Considerando también que en la Convención sobre los Derechos del 
Niño se reconoce el derecho del niño a la protección contra la explotación 
económica y la realización de trabajos que puedan ser peligrosos, entorpecer 
su educación o afectar su salud o desarrollo físico, mental, espiritual, moral o 
social, 

 Gravemente preocupados por la importante y creciente trata interna-
cional de menores a los fines de la venta de niños, su prostitución y su utili-
zación en la pornografía, 
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 Manifestando su profunda preocupación por la práctica difundida y 
continuada del turismo sexual, a la que los niños son especialmente vulnera-
bles ya que fomenta directamente la venta de niños, su utilización en la por-
nografía y su prostitución, 

 Reconociendo que algunos grupos especialmente vulnerables, en par-
ticular las niñas, están expuestos a un peligro mayor de explotación sexual, y 
que la representación de niñas entre las personas explotadas sexualmente es 
desproporcionadamente alta, 

 Preocupados por la disponibilidad cada vez mayor de pornografía 
infantil en la Internet y otros medios tecnológicos modernos y recordando la 
Conferencia Internacional de Lucha contra la Pornografía Infantil en la Inter-
net (Viena, 1999) y, en particular, sus conclusiones, en las que se pide la 
penalización en todo el mundo de la producción, distribución, exportación, 
transmisión, importación, posesión intencional y propaganda de este tipo de 
pornografía, y subrayando la importancia de una colaboración y asociación 
más estrechas entre los gobiernos y el sector de la Internet, 

 Estimando que será más fácil erradicar la venta de niños, la prostitu-
ción infantil y la utilización de niños en la pornografía si se adopta un enfo-
que global que permita hacer frente a todos los factores que contribuyen a 
ello, en particular el subdesarrollo, la pobreza, las disparidades económicas, 
las estructuras socioeconómicas no equitativas, la disfunción de las familias, 
la falta de educación, la migración del campo a la ciudad, la discriminación 
por motivos de sexo, el comportamiento sexual irresponsable de los adultos, 
las prácticas tradicionales nocivas, los conflictos armados y la trata de niños, 

 Estimando que se deben hacer esfuerzos por sensibilizar al público a 
fin de reducir el mercado de consumidores que lleva a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, y estimando 
también que es importante fortalecer la asociación mundial de todos los agen-
tes, así como mejorar la represión a nivel nacional, 

 Tomando nota de las disposiciones de los instrumentos jurídicos inter-
nacionales relativos a la protección de los niños, en particular el Convenio de 
La Haya sobre la Protección de los Niños y la Cooperación en materia de 
Adopción Internacional, la Convención de La Haya sobre los Aspectos Civi-
les del Secuestro Internacional de Niños, la Convención de La Haya sobre la 
Jurisdicción, el Derecho Aplicable, el Reconocimiento, la Ejecución y la 
Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y Medidas para la Pro-
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tección de los Niños, así como el Convenio Nº 182 de la Organización Inter-
nacional del Trabajo sobre la prohibición de las peores formas de trabajo 
infantil y la acción inmediata para su eliminación, 

 Alentados por el abrumador apoyo de que goza la Convención sobre 
los Derechos del Niño, lo que demuestra la adhesión generalizada a la pro-
moción y protección de los derechos del niño, 

 Reconociendo la importancia de aplicar las disposiciones del Progra-
ma de Acción para la Prevención de la Venta de Niños, la Prostitución Infan-
til y la Utilización de Niños en la Pornografía, así como la Declaración y el 
Programa de Acción aprobado por el Congreso Mundial contra la Explota-
ción Sexual Comercial de los Niños, celebrado en Estocolmo del 27 al 31 de 
agosto de 1996, y las demás decisiones y recomendaciones pertinentes de los 
órganos internacionales competentes, 

 Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y 
los valores culturales de cada pueblo a los fines de la protección y el desarro-
llo armonioso del niño, 

 Han convenido en lo siguiente: 

Artículo 1 

 Los Estados Partes prohibirán la venta de niños, la prostitución 
infantil y la pornografía infantil, de conformidad con lo dispuesto en el 
presente Protocolo. 

Artículo 2 

 A los efectos del presente Protocolo: 

 a) Por venta de niños se entiende todo acto o transacción en virtud 
del cual un niño es transferido por una persona o grupo de personas a otra a 
cambio de remuneración o de cualquier otra retribución; 

 b) Por prostitución infantil se entiende la utilización de un niño en 
actividades sexuales a cambio de remuneración o de cualquier otra 
retribución; 

 c) Por pornografía infantil se entiende toda representación, por 
cualquier medio, de un niño dedicado a actividades sexuales explícitas, reales 
o simuladas, o toda representación de las partes genitales de un niño con fines 
primordialmente sexuales. 
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Artículo 3 

 1. Todo Estado Parte adoptará medidas para que, como mínimo, 
los actos y actividades que a continuación se enumeran queden íntegramente 
comprendidos en su legislación penal, tanto si se han cometido dentro como 
fuera de sus fronteras, o si se han perpetrado individual o colectivamente: 

 a) En relación con la venta de niños, en el sentido en que se defi-
ne en el artículo 2: 

 i) Ofrecer, entregar o aceptar, por cualquier medio, un niño con 
fines de: 

  a. Explotación sexual del niño; 

  b. Transferencia con fines de lucro de órganos del niño; 

  c. Trabajo forzoso del niño; 

 ii) Inducir indebidamente, en calidad de intermediario, a alguien a 
que preste su consentimiento para la adopción de un niño en 
violación de los instrumentos jurídicos internacionales aplica-
bles en materia de adopción; 

 b) La oferta, posesión, adquisición o entrega de un niño con fines 
de prostitución, en el sentido en que se define en el artículo 2; 

 c) La producción, distribución, divulgación, importación, expor-
tación, oferta, venta o posesión, con los fines antes señalados, de pornografía 
infantil, en el sentido en que se define en el artículo 2. 

 2. Con sujeción a los preceptos de la legislación de los Estados 
Partes, estas disposiciones se aplicarán también en los casos de tentativa de 
cometer cualquiera de estos actos y de complicidad o participación en cual-
quiera de estos actos. 

 3. Todo Estado Parte castigará estos delitos con penas adecuadas 
a su gravedad. 

 4. Con sujeción a los preceptos de su legislación, los Estados 
Partes adoptarán, cuando proceda, disposiciones que permitan hacer efectiva 
la responsabilidad de personas jurídicas por los delitos enunciados en el 
párrafo 1 del presente artículo.  Con sujeción a los principios jurídicos 
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aplicables en el Estado Parte, la responsabilidad de las personas jurídicas 
podrá ser penal, civil o administrativa. 

 5. Los Estados Partes adoptarán todas las disposiciones legales y 
administrativas pertinentes para que todas las personas que intervengan en la 
adopción de un niño actúen de conformidad con los instrumentos jurídicos 
internacionales aplicables. 

Artículo 4 

 1. Todo Estado Parte adoptará las disposiciones necesarias para 
hacer efectiva su jurisdicción con respecto a los delitos a que se refiere el 
párrafo 1 del artículo 3, cuando esos delitos se cometan en su territorio o a 
bordo de un buque o una aeronave que enarbolen su pabellón. 

 2. Todo Estado Parte podrá adoptar las disposiciones necesarias 
para hacer efectiva su jurisdicción con respecto a los delitos a que se refiere 
el párrafo 1 del artículo 3 en los casos siguientes: 

 a) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado o 
tenga residencia habitual en su territorio; 

 b) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado. 

 3. Todo Estado Parte adoptará también las disposiciones que sean 
necesarias para hacer efectiva su jurisdicción con respecto a los delitos antes 
señalados cuando el presunto delincuente sea hallado en su territorio y no sea 
extraditado a otro Estado Parte en razón de haber sido cometido el delito por 
uno de sus nacionales. 

 4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo excluirá el ejer-
cicio de la jurisdicción penal de conformidad con la legislación nacional. 

Artículo 5 

 1. Los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3 se consi-
derarán incluidos entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado 
de extradición celebrado entre Estados Partes, y se incluirán como delitos que 
dan lugar a extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en 
el futuro, de conformidad con las condiciones establecidas en esos tratados. 

 2. El Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de 
un tratado, si recibe de otro Estado Parte con el que no tiene tratado al 
respecto una solicitud de extradición, podrá invocar el presente Protocolo 
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como base jurídica para la extradición respecto de esos delitos.  La 
extradición estará sujeta a las demás condiciones establecidas en la 
legislación del Estado requerido. 

 3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la exis-
tencia de un tratado reconocerán que esos delitos dan lugar a la extradición 
entre esos Estados, con sujeción a las condiciones establecidas en la legisla-
ción del Estado requerido. 

 4. A los efectos de la extradición entre Estados Partes, se conside-
rará que los delitos se han cometido no solamente en el lugar donde ocurrie-
ron sino también en el territorio de los Estados obligados a hacer efectiva su 
jurisdicción con arreglo al artículo 4. 

 5. Si se presenta una solicitud de extradición respecto de uno de 
los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3 y el Estado requerido no 
la concede o no desea concederla en razón de la nacionalidad del autor del 
delito, ese Estado adoptará las medidas que correspondan para someter el 
caso a sus autoridades competentes a los efectos de su enjuiciamiento. 

Artículo 6 

 1. Los Estados Partes se prestarán toda la asistencia posible en 
relación con cualquier investigación, proceso penal o procedimiento de ex-
tradición que se inicie con respecto a los delitos a que se refiere el párrafo 1 
del artículo 3, en particular asistencia para la obtención de todas las pruebas 
necesarias para esos procedimientos que obren en su poder. 

 2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incum-
ban en virtud del párrafo 1 del presente artículo de conformidad con los tra-
tados u otros acuerdos de asistencia judicial recíproca que existan entre ellos.  
En ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados Partes se prestarán dicha 
asistencia de conformidad con su legislación. 

Artículo 7 

 Con sujeción a las disposiciones de su legislación, los Estados Partes: 

 a) Adoptarán medidas para incautar y confiscar, según corresponda: 

 i) Los bienes tales como materiales, activos y otros medios utili-
zados para cometer o facilitar la comisión de los delitos a que 
se refiere el presente Protocolo; 
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 ii) Las utilidades obtenidas de esos delitos; 

 b) Darán curso a las peticiones formuladas por otros Estados 
Partes para que se proceda a la incautación o confiscación de los bienes o las 
utilidades a que se refiere el apartado a); 

 c) Adoptarán medidas para cerrar, temporal o definitivamente, los 
locales utilizados para cometer esos delitos. 

Artículo 8 

 1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para proteger 
en todas las fases del proceso penal los derechos e intereses de los niños 
víctimas de las prácticas prohibidas por el presente Protocolo y, en particular, 
deberán: 

 a) Reconocer la vulnerabilidad de los niños víctimas y adaptar los 
procedimientos de forma que se reconozcan sus necesidades especiales, in-
cluidas las necesidades especiales para declarar como testigos; 

 b) Informar a los niños víctimas de sus derechos, su papel, el 
alcance, las fechas y la marcha de las actuaciones y la resolución de la causa; 

 c) Autorizar la presentación y consideración de las opiniones, 
necesidades y preocupaciones de los niños víctimas en las actuaciones en que 
se vean afectados sus intereses personales, de una manera compatible con las 
normas procesales de la legislación nacional; 

 d) Prestar la debida asistencia durante todo el proceso a los niños 
víctimas; 

 e) Proteger debidamente la intimidad e identidad de los niños 
víctimas y adoptar medidas de conformidad con la legislación nacional para 
evitar la divulgación de información que pueda conducir a la identificación 
de esas víctimas; 

 f) Velar por la seguridad de los niños víctimas, así como por la de 
sus familias y los testigos a su favor, frente a intimidaciones y represalias; 

 g) Evitar las demoras innecesarias en la resolución de las causas y 
en la ejecución de las resoluciones o decretos por los que se conceda repara-
ción a los niños víctimas. 

 2. Los Estados Partes garantizarán que el hecho de haber dudas 
acerca de la edad real de la víctima no impida la iniciación de las investiga-
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ciones penales, incluidas las investigaciones encaminadas a determinar la 
edad de la víctima. 

 3. Los Estados Partes garantizarán que en el tratamiento por la 
justicia penal de los niños víctimas de los delitos enunciados en el presente 
Protocolo, la consideración primordial a que se atienda sea el interés superior 
del niño. 

 4. Los Estados Partes adoptarán medidas para asegurar una 
formación apropiada, particularmente en los ámbitos jurídico y psicológico, 
de las personas que trabajen con víctimas de los delitos prohibidos en virtud 
del presente Protocolo. 

 5. Los Estados Partes adoptarán, cuando proceda, medidas para 
proteger la seguridad e integridad de las personas u organizaciones dedicadas a 
la prevención o la protección y rehabilitación de las víctimas de esos delitos. 

 6. Nada de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá en 
perjuicio de los derechos del acusado a un juicio justo e imparcial, ni será 
incompatible con esos derechos. 

Artículo 9 

 1. Los Estados Partes adoptarán o reforzarán, aplicarán y darán 
publicidad a las leyes, las medidas administrativas, las políticas y los pro-
gramas sociales, destinados a la prevención de los delitos a que se refiere el 
presente Protocolo.  Se prestará particular atención a la protección de los 
niños que sean especialmente vulnerables a esas prácticas. 

 2. Los Estados Partes promoverán la sensibilización del público 
en general, incluidos los niños, mediante la información por todos los medios 
apropiados y la educación y adiestramiento acerca de las medidas preventivas 
y los efectos perjudiciales de los delitos a que se refiere el presente Protocolo.  
Al cumplir las obligaciones que les impone este artículo, los Estados Partes 
alentarán la participación de la comunidad y, en particular, de los niños y de 
los niños víctimas, en tales programas de información, educación y adiestra-
miento, incluso en el plano internacional. 

 3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas posibles con el 
fin de asegurar toda la asistencia apropiada a las víctimas de esos delitos, así 
como su plena reintegración social y su plena recuperación física y 
psicológica. 
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 4. Los Estados Partes asegurarán que todos los niños víctimas de 
los delitos enunciados en el presente Protocolo tengan acceso a procedimien-
tos adecuados para obtener sin discriminación de las personas legalmente 
responsables, reparación por los daños sufridos. 

 5. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para 
prohibir efectivamente la producción y publicación de material en que se 
haga publicidad a los delitos enunciados en el presente Protocolo. 

Artículo 10 

 1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas necesarias para 
fortalecer la cooperación internacional mediante acuerdos multilaterales, 
regionales y bilaterales, para la prevención, la detección, la investigación, el 
enjuiciamiento y el castigo de los responsables de actos de venta de niños, 
prostitución infantil y utilización de niños en la pornografía o el turismo 
sexual.  Los Estados Partes promoverán también la cooperación internacional 
y la coordinación entre sus autoridades y las organizaciones no 
gubernamentales nacionales e internacionales, así como las organizaciones 
internacionales. 

 2. Los Estados Partes promoverán la cooperación internacional en 
ayuda de los niños víctimas a los fines de su recuperación física y psicológi-
ca, reintegración social y repatriación. 

 3. Los Estados Partes promoverán el fortalecimiento de la coope-
ración internacional con miras a luchar contra los factores fundamentales, 
como la pobreza y el subdesarrollo, que contribuyen a la vulnerabilidad de 
los niños a las prácticas de venta de niños, prostitución infantil y utilización 
de niños en la pornografía o en el turismo sexual. 

 4. Los Estados Partes que estén en condiciones de hacerlo pro-
porcionarán asistencia financiera, técnica o de otra índole, por conducto de 
los programas existentes en el plano multilateral, regional o bilateral o de 
otros programas.  

Artículo 11 

 Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo se entenderá en perjui-
cio de cualquier disposición más propicia a la realización de los derechos del 
niño que esté contenida en: 

 a) La legislación de un Estado Parte; 
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 b) El derecho internacional en vigor con respecto a ese Estado. 

Artículo 12 

 1. En el plazo de dos años después de la entrada en vigor del 
Protocolo respecto de un Estado Parte, éste presentará al Comité de los Dere-
chos del Niño un informe que contenga una exposición general de las medi-
das que haya adoptado para dar cumplimiento a las disposiciones del Proto-
colo. 

 2. Después de la presentación del informe general, cada Estado 
Parte incluirá en los informes que presente al Comité de los Derechos del 
Niño, de conformidad con el artículo 44 de la Convención, información adi-
cional sobre la aplicación del Protocolo.  Los demás Estados Partes en el 
Protocolo presentarán un informe cada cinco años. 

 3. El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a los Estados 
Partes cualquier información pertinente sobre la aplicación del presente 
Protocolo. 

Artículo 13 

 1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todo Estado 
que sea Parte en la Convención o la haya firmado. 

 2. El presente Protocolo está sujeto a la ratificación y abierto a la 
adhesión de todo Estado que sea Parte en la Convención o la haya firmado.  
Los instrumentos de ratificación o de adhesión se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 14 

 1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses después de la 
fecha en que haya sido depositado el décimo instrumento de ratificación o de 
adhesión. 

 2. Respecto de los Estados que hayan ratificado el presente Proto-
colo o se hayan adherido a él después de su entrada en vigor, el Protocolo 
entrará en vigor un mes después de la fecha en que se haya depositado el 
correspondiente instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 15 

 1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en 
cualquier momento notificándolo por escrito al Secretario General de las 
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Naciones Unidas, quien informará de ello a los demás Estados Partes en la 
Convención y a todos los Estados que hayan firmado la Convención.  La 
denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación haya 
sido recibida por el Secretario General de las Naciones Unidas. 

 2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones 
que le incumban en virtud del presente Protocolo respecto de todo delito que 
se haya cometido antes de la fecha en que aquélla surta efecto.  La denuncia 
tampoco obstará en modo alguno para que el Comité prosiga el examen de 
cualquier asunto iniciado antes de esa fecha. 

Artículo 16 

 1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  El Secretario Gene-
ral comunicará la enmienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que le 
notifiquen si desean que se convoque a una conferencia de Estados Partes con 
el fin de examinar la propuesta y someterla a votación.  Si dentro de los cua-
tro meses siguientes a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los 
Estados Partes se declaran en favor de tal conferencia, el Secretario General 
la convocará con el auspicio de las Naciones Unidas.  Toda enmienda adop-
tada por la mayoría de los Estados Partes presentes y votantes en la conferen-
cia se someterá a la aprobación de la Asamblea General. 

 2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del 
presente artículo entrará en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas y aceptada por una mayoría de dos tercios de 
los Estados Partes. 

 3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para 
los Estados Partes que las hayan aceptado; los demás Estados Partes seguirán 
obligados por las disposiciones del presente Protocolo y por toda enmienda 
anterior que hubiesen aceptado. 

Artículo 17 

 1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los ar-
chivos de las Naciones Unidas. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 
certificadas del presente Protocolo a todos los Estados Partes en la Conven-
ción y a todos los Estados que hayan firmado la Convención. 
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Protocolo Facultativo de la Convención 
sobre los Derechos del Niño relativo a 

la participación de niños en 
los conflictos armados 

Aprobado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por 
la resolución 54/263 de la Asamblea General, 

de 25 de mayo de 2000 

ENTRADA EN VIGOR:  12 DE FEBRERO DE 2002, DE CONFORMIDAD 
CON EL ARTÍCULO 10 

 Los Estados Partes en el presente Protocolo, 

 Alentados por el apoyo abrumador que ha merecido la Convención 
sobre los Derechos del Niño, lo que demuestra que existe una voluntad gene-
ral de luchar por la promoción y la protección de los derechos del niño, 

 Reafirmando que los derechos del niño requieren una protección espe-
cial y que, para ello, es necesario seguir mejorando la situación de los niños 
sin distinción y procurar que éstos se desarrollen y sean educados en condi-
ciones de paz y seguridad, 

 Preocupados por los efectos perniciosos y generales que tienen para 
los niños los conflictos armados, y por sus consecuencias a largo plazo para 
la paz, la seguridad y el desarrollo duraderos, 

 Condenando el hecho de que en las situaciones de conflicto armado 
los niños se conviertan en un blanco, así como los ataques directos contra 
bienes protegidos por el derecho internacional, incluidos los lugares donde 
suele haber una considerable presencia infantil, como escuelas y hospitales, 
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 Tomando nota de la adopción del Estatuto de la Corte Penal Interna-
cional, en particular la inclusión entre los crímenes de guerra en conflictos 
armados, tanto internacionales como no internacionales, del reclutamiento o 
alistamiento de niños menores de 15 años o su utilización para participar 
activamente en las hostilidades, 

 Considerando que para seguir promoviendo la realización de los dere-
chos reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño es necesario 
aumentar la protección de los niños con miras a evitar que participen en con-
flictos armados, 

 Observando que el artículo 1 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño precisa que, para los efectos de esa Convención, se entiende por niño 
todo ser humano menor de 18 años de edad, salvo que, en virtud de la ley 
aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad, 

 Convencidos de que un protocolo facultativo de la Convención por el 
que se eleve la edad mínima para el reclutamiento de personas en las fuerzas 
armadas y su participación directa en las hostilidades contribuirá eficazmente 
a la aplicación del principio de que el interés superior del niño debe ser una 
consideración primordial en todas las decisiones que le conciernan, 

 Tomando nota de que en diciembre de 1995 la XXVI Conferencia 
Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja recomendó a las par-
tes en conflicto que tomaran todas las medidas viables para que los niños 
menores de 18 años no participaran en hostilidades, 

 Tomando nota con satisfacción de la aprobación unánime, en junio de 
1999, del Convenio de la Organización Internacional del Trabajo Nº 182 
sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inme-
diata para su eliminación, en el que se prohíbe, entre otros, el reclutamiento 
forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos armados, 

 Condenando con suma preocupación el reclutamiento, adiestramiento 
y utilización dentro y fuera de las fronteras nacionales de niños en hostilida-
des por parte de grupos armados distintos de las fuerzas de un Estado, y re-
conociendo la responsabilidad de quienes reclutan, adiestran y utilizan niños 
de este modo, 

 Recordando que todas las partes en un conflicto armado tienen la 
obligación de observar las disposiciones del derecho internacional humanitario, 
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 Subrayando que el presente Protocolo se entenderá sin perjuicio de los 
objetivos y principios que contiene la Carta de las Naciones Unidas, incluido 
su Artículo 51 y las normas pertinentes del derecho humanitario, 

 Teniendo presente que, para lograr la plena protección de los niños, en 
particular durante los conflictos armados y la ocupación extranjera, es indis-
pensable que se den condiciones de paz y seguridad basadas en el pleno res-
peto de los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas y se 
observen los instrumentos vigentes en materia de derechos humanos, 

 Reconociendo las necesidades especiales de los niños que están espe-
cialmente expuestos al reclutamiento o utilización en hostilidades, contra lo 
dispuesto en el presente Protocolo, en razón de su situación económica o 
social o de su sexo, 

 Conscientes de la necesidad de tener en cuenta las causas económicas, 
sociales y políticas que motivan la participación de niños en conflictos 
armados, 

 Convencidos de la necesidad de fortalecer la cooperación 
internacional en la aplicación del presente Protocolo, así como de la 
rehabilitación física y psicosocial y la reintegración social de los niños que 
son víctimas de conflictos armados, 

 Alentando la participación de las comunidades y, en particular, de los 
niños y de las víctimas infantiles en la difusión de programas de información 
y de educación sobre la aplicación del Protocolo, 

 Han convenido en lo siguiente: 

Artículo 1 

 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para que 
ningún miembro de sus fuerzas armadas menor de 18 años participe directa-
mente en hostilidades. 

Artículo 2 

 Los Estados Partes velarán por que no se reclute obligatoriamente en 
sus fuerzas armadas a ningún menor de 18 años. 

Artículo 3 

 1. Los Estados Partes elevarán la edad mínima, contada en años, 
para el reclutamiento voluntario de personas en sus fuerzas armadas naciona-
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les por encima de la fijada en el párrafo 3 del artículo 38 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, teniendo en cuenta los principios formulados en 
dicho artículo, y reconociendo que en virtud de esa Convención los menores 
de 18 años tienen derecho a una protección especial. 

 2. Cada Estado Parte depositará, al ratificar el presente Protocolo 
o adherirse a él, una declaración vinculante en la que se establezca la edad 
mínima en que permitirá el reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas 
nacionales y se ofrezca una descripción de las salvaguardias que haya adop-
tado para asegurarse de que no se realiza ese reclutamiento por la fuerza o 
por coacción. 

 3. Los Estados Partes que permitan el reclutamiento voluntario en 
sus fuerzas armadas nacionales de menores de 18 años establecerán medidas 
de salvaguardia que garanticen, como mínimo, que: 

 a) Ese reclutamiento es auténticamente voluntario; 

 b) Ese reclutamiento se realiza con el consentimiento informado 
de los padres o de las personas que tengan su custodia legal; 

 c) Esos menores están plenamente informados de los deberes que 
supone ese servicio militar; 

 d) Presentan pruebas fiables de su edad antes de ser aceptados en 
el servicio militar nacional. 

 4. Cada Estado Parte podrá ampliar su declaración en cualquier 
momento mediante notificación a tal efecto dirigida al Secretario General de 
las Naciones Unidas, el cual informará a todos los Estados Partes.  La notifica-
ción surtirá efecto desde la fecha en que sea recibida por el Secretario General. 

 5. La obligación de elevar la edad según se establece en el párrafo 
1 del presente artículo no es aplicable a las escuelas gestionadas o situadas 
bajo el control de las fuerzas armadas de los Estados Partes, de conformidad 
con los artículos 28 y 29 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 

Artículo 4 

 1. Los grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un 
Estado no deben en ninguna circunstancia reclutar o utilizar en hostilidades a 
menores de 18 años. 
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 2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para 
impedir ese reclutamiento y utilización, con inclusión de la adopción de las 
medidas legales necesarias para prohibir y castigar esas prácticas. 

 3. La aplicación del presente artículo no afectará la situación 
jurídica de ninguna de las partes en un conflicto armado. 

Artículo 5 

 Ninguna disposición del presente Protocolo se interpretará de manera 
que impida la aplicación de los preceptos del ordenamiento de un Estado 
Parte o de instrumentos internacionales o del derecho humanitario interna-
cional cuando esos preceptos sean más propicios a la realización de los dere-
chos del niño. 

Artículo 6 

 1. Cada Estado Parte adoptará todas las medidas legales, adminis-
trativas y de otra índole necesarias para garantizar la aplicación efectiva y la 
vigilancia del cumplimiento efectivo de las disposiciones del presente Proto-
colo dentro de su jurisdicción. 

 2. Los Estados Partes se comprometen a difundir y promover por 
los medios adecuados, entre adultos y niños por igual, los principios y dispo-
siciones del presente Protocolo. 

 3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para 
que las personas que estén bajo su jurisdicción y hayan sido reclutadas o 
utilizadas en hostilidades en contradicción con el presente Protocolo sean 
desmovilizadas o separadas del servicio de otro modo.  De ser necesario, los 
Estados Partes prestarán a esas personas toda la asistencia conveniente para 
su recuperación física y psicológica y su reintegración social. 

Artículo 7 

 1. Los Estados Partes cooperarán en la aplicación del presente 
Protocolo, en particular en la prevención de cualquier actividad contraria al 
mismo y la rehabilitación y reintegración social de las personas que sean 
víctimas de actos contrarios al presente Protocolo, entre otras cosas mediante 
la cooperación técnica y la asistencia financiera.  Esa asistencia y esa coope-
ración se llevarán a cabo en consulta con los Estados Partes afectados y las 
organizaciones internacionales pertinentes. 
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 2. Los Estados Partes que estén en condiciones de hacerlo presta-
rán esa asistencia mediante los programas multilaterales, bilaterales o de otro 
tipo existentes o, entre otras cosas, mediante un fondo voluntario establecido 
de conformidad con las normas de la Asamblea General. 

Artículo 8 

 1. A más tardar dos años después de la entrada en vigor del Proto-
colo respecto de un Estado Parte, éste presentará al Comité de los Derechos 
del Niño un informe que contenga una exposición general de las medidas que 
haya adoptado para dar cumplimiento a las disposiciones del Protocolo, in-
cluidas las medidas adoptadas con objeto de aplicar las disposiciones relati-
vas a la participación y el reclutamiento. 

 2. Después de la presentación del informe general, cada Estado 
Parte incluirá en los informes que presente al Comité de los Derechos del 
Niño de conformidad con el artículo 44 de la Convención la información 
adicional de que disponga sobre la aplicación del Protocolo.  Otros Estados 
Partes en el Protocolo presentarán un informe cada cinco años. 

 3. El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a los Estados 
Partes más información sobre la aplicación del presente Protocolo. 

Artículo 9 

 1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todo Estado 
que sea Parte en la Convención o la haya firmado. 

 2. El presente Protocolo está sujeto a la ratificación y abierto a la 
adhesión de todos los Estados.  Los instrumentos de ratificación o de ad-
hesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Uni-
das. 

 3. El Secretario General, en calidad de depositario de la Conven-
ción y del Protocolo, informará a todos los Estados Partes en la Convención y 
a todos los Estados que hayan firmado la Convención del depósito de cada 
uno de los instrumentos de  declaración en virtud del artículo 3. 

Artículo 10 

 1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses después de la 
fecha en que haya sido depositado el décimo instrumento de ratificación o de 
adhesión. 
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 2. Respecto de los Estados que hayan ratificado el presente Proto-
colo o se hayan adherido a él después de su entrada en vigor, el Protocolo 
entrará en vigor un mes después de la fecha en que se haya depositado el 
correspondiente instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 11 

 1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en 
cualquier momento notificándolo por escrito al Secretario General de las 
Naciones Unidas, quien informará de ello a los demás Estados Partes en la 
Convención y a todos los Estados que hayan firmado la Convención.  La 
denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación haya 
sido recibida por el Secretario General de las Naciones Unidas.  No obstante, 
si a la expiración de ese plazo el Estado Parte denunciante interviene en un 
conflicto armado, la denuncia no surtirá efecto hasta la terminación del con-
flicto armado. 

 2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones 
que le incumban en virtud del presente Protocolo respecto de todo acto que se 
haya producido antes de la fecha en que aquélla surta efecto.  La denuncia 
tampoco obstará en modo alguno para que el Comité prosiga el examen de 
cualquier asunto iniciado antes de esa fecha. 

Artículo 12 

 1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario 
General comunicará la enmienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles 
que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados 
Partes con el fin de examinar la propuesta y someterla a votación.  Si dentro 
de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa notificación un tercio, al 
menos, de los Estados Partes se declaran en favor de tal conferencia, el 
Secretario General la convocará con el auspicio de las Naciones Unidas.  
Toda enmienda adoptada por la mayoría de los Estados Partes presentes y 
votantes en la conferencia será sometida por el Secretario General a la 
Asamblea General para su aprobación. 

 2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del 
presente artículo entrará en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas y aceptada por una mayoría de dos tercios de 
los Estados Partes. 
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 3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para 
los Estados Partes que las hayan aceptado; los demás Estados Partes seguirán 
obligados por las disposiciones de la presente Convención y por las enmien-
das anteriores que hayan aceptado. 

Artículo 13 

 1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los ar-
chivos de las Naciones Unidas. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá co-
pias certificadas del presente Protocolo a todos los Estados Partes en la Con-
vención y a todos los Estados que hayan firmado la Convención. 
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Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 

o Degradantes 

Aprobada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea 
General en su resolución 39/46, de 10 de diciembre de 1984 

ENTRADA EN VIGOR:  26 DE JUNIO DE 1987, DE CONFORMIDAD 
CON EL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 27 

 Los Estados Partes en la presente Convención, 

 Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en 
la Carta de las Naciones Unidas, el reconocimiento de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la familia humana es la base de la 
libertad, la justicia y la paz en el mundo, 

 Reconociendo que estos derechos emanan de la dignidad inherente de 
la persona humana, 

 Considerando la obligación que incumbe a los Estados en virtud de la 
Carta, en particular del Artículo 55, de promover el respeto universal y la 
observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales, 

 Teniendo en cuenta el artículo 5 de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos y el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, que proclaman que nadie será sometido a tortura ni a tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, 

 Teniendo en cuenta asimismo la Declaración sobre la Protección de 
Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, In-
humanos o Degradantes, aprobada por la Asamblea General el 9 de diciembre 
de 1975, 
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 Deseando hacer más eficaz la lucha contra la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes en todo el mundo, 

 Han convenido en lo siguiente: 

PARTE I 

Artículo 1 

 1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el 
término "tortura" todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una 
persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin 
de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla 
por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimi-
dar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en 
cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean 
infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funcio-
nes públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia.  No 
se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia 
únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a 
éstas. 

 2. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier 
instrumento internacional o legislación nacional que contenga o pueda conte-
ner disposiciones de mayor alcance. 

Artículo 2 

 1. Todo Estado Parte tomará medidas legislativas, administrati-
vas, judiciales o de otra índole eficaces para impedir los actos de tortura en 
todo territorio que esté bajo su jurisdicción. 

 2. En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales 
tales como estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política inter-
na o cualquier otra emergencia pública como justificación de la tortura. 

 3. No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de 
una autoridad pública como justificación de la tortura. 

Artículo 3 

 1. Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución o 
extradición de una persona a otro Estado cuando haya razones fundadas para 
creer que estaría en peligro de ser sometida a tortura. 
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 2. A los efectos de determinar si existen esas razones, las autori-
dades competentes tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinentes, 
inclusive, cuando proceda, la existencia en el Estado de que se trate de un 
cuadro persistente de violaciones manifiestas, patentes o masivas de los dere-
chos humanos. 

Artículo 4 

 1. Todo Estado Parte velará por que todos los actos de tortura 
constituyan delitos conforme a su legislación penal.  Lo mismo se aplicará a 
toda tentativa de cometer tortura y a todo acto de cualquier persona que cons-
tituya complicidad o participación en la tortura. 

 2. Todo Estado Parte castigará esos delitos con penas adecuadas 
en las que se tenga en cuenta su gravedad. 

Artículo 5 

 1. Todo Estado Parte dispondrá lo que sea necesario para instituir 
su jurisdicción sobre los delitos a que se refiere el artículo 4 en los siguientes 
casos: 

 a) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su 
jurisdicción o a bordo de una aeronave o un buque matriculados en ese Estado; 

 b) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado; 

 c) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo 
considere apropiado. 

 2. Todo Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias 
para establecer su jurisdicción sobre estos delitos en los casos en que el pre-
sunto delincuente se halle en cualquier territorio bajo su jurisdicción y dicho 
Estado no conceda la extradición, con arreglo al artículo 8, a ninguno de los 
Estados previstos en el párrafo 1 del presente artículo. 

 3. La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal 
ejercida de conformidad con las leyes nacionales. 

Artículo 6 

 1. Todo Estado Parte en cuyo territorio se encuentre la persona de 
la que se supone que ha cometido cualquiera de los delitos a que se hace 
referencia en el artículo 4, si, tras examinar la información de que dispone, 
considera que las circunstancias lo justifican, procederá a la detención de 
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dicha persona o tomará otras medidas para asegurar su presencia.  La deten-
ción y demás medidas se llevarán a cabo de conformidad con las leyes de tal 
Estado y se mantendrán solamente por el período que sea necesario a fin de 
permitir la iniciación de un procedimiento penal o de extradición. 

 2. Tal Estado procederá inmediatamente a una investigación pre-
liminar de los hechos. 

 3. La persona detenida de conformidad con el párrafo 1 del pre-
sente artículo tendrá toda clase de facilidades para comunicarse inmediata-
mente con el representante correspondiente del Estado de su nacionalidad que 
se encuentre más próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante 
del Estado en que habitualmente resida. 

 4. Cuando un Estado, en virtud del presente artículo, detenga a una 
persona, notificará inmediatamente tal detención y las circunstancias que la 
justifican a los Estados a que se hace referencia en el párrafo 1 del artículo 5.  
El Estado que proceda a la investigación preliminar prevista en el párrafo 2 
del presente artículo comunicará sin dilación sus resultados a los Estados 
antes mencionados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción. 

Artículo 7 

 1. El Estado Parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada 
la persona de la cual se supone que ha cometido cualquiera de los delitos a 
que se hace referencia en el artículo 4, en los supuestos previstos en el artícu-
lo 5, si no procede a su extradición, someterá el caso a sus autoridades com-
petentes a efectos de enjuiciamiento. 

 2. Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condi-
ciones que las aplicables a cualquier delito de carácter grave, de acuerdo con 
la legislación de tal Estado.  En los casos previstos en el párrafo 2 del artículo 
5, el nivel de las pruebas necesarias para el enjuiciamiento o inculpación no 
será en modo alguno menos estricto que el que se aplica en los casos previs-
tos en el párrafo 1 del artículo 5. 

 3. Toda persona encausada en relación con cualquiera de los 
delitos mencionados en el artículo 4 recibirá garantías de un trato justo en 
todas las fases del procedimiento. 



 Convención contra la Tortura (CCT) 149 

 

Artículo 8 

 1. Los delitos a que se hace referencia en el artículo 4 se conside-
rarán incluidos entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de 
extradición celebrado entre Estados Partes.  Los Estados Partes se 
comprometen a incluir dichos delitos como caso de extradición en todo 
tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. 

 2. Todo Estado Parte que subordine la extradición a la existencia 
de un tratado, si recibe de otro Estado Parte con el que no tiene tratado al 
respecto una solicitud de extradición, podrá considerar la presente 
Convención como la base jurídica necesaria para la extradición referente a 
tales delitos.  La extradición estará sujeta a las demás condiciones exigibles 
por el derecho del Estado requerido. 

 3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la exis-
tencia de un tratado reconocerán dichos delitos como casos de extradición 
entre ellos, a reserva de las condiciones exigidas por el derecho del Estado 
requerido. 

 4. A los fines de la extradición entre Estados Partes, se considera-
rá que los delitos se han cometido, no solamente en el lugar donde ocurrie-
ron, sino también en el territorio de los Estados obligados a establecer su 
jurisdicción de acuerdo con el párrafo 1 del artículo 5. 

Artículo 9 

 1. Los Estados Partes se prestarán todo el auxilio posible en lo 
que respecta a cualquier procedimiento penal relativo a los delitos previstos 
en el artículo 4, inclusive el suministro de todas las pruebas necesarias para el 
proceso que obren en su poder. 

 2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incum-
ben en virtud del párrafo 1 del presente artículo de conformidad con los tra-
tados de auxilio judicial mutuo que existan entre ellos. 

Artículo 10 

 1. Todo Estado Parte velará por que se incluyan una educación y 
una información completas sobre la prohibición de la tortura en la formación 
profesional del personal encargado de la aplicación de la ley, sea éste civil o 
militar, del personal médico, de los funcionarios públicos y otras personas 
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que puedan participar en la custodia, el interrogatorio o el tratamiento de 
cualquier persona sometida a cualquier forma de arresto, detención o prisión. 

 2. Todo Estado Parte incluirá esta prohibición en las normas o 
instrucciones que se publiquen en relación con los deberes y funciones de 
esas personas. 

Artículo 11 

 Todo Estado Parte mantendrá sistemáticamente en examen las normas 
e instrucciones, métodos y prácticas de interrogatorio, así como las disposi-
ciones para la custodia y el tratamiento de las personas sometidas a cualquier 
forma de arresto, detención o prisión en cualquier territorio que esté bajo su 
jurisdicción, a fin de evitar todo caso de tortura. 

Artículo 12 

 Todo Estado Parte velará por que, siempre que haya motivos razo-
nables para creer que dentro de su jurisdicción se ha cometido un acto de 
tortura, las autoridades competentes procedan a una investigación pronta e 
imparcial. 

Artículo 13 

 Todo Estado Parte velará por que toda persona que alegue haber sido 
sometida a tortura en cualquier territorio bajo su jurisdicción tenga derecho a 
presentar una queja y a que su caso sea pronta e imparcialmente examinado 
por sus autoridades competentes.  Se tomarán medidas para asegurar que 
quien presente la queja y los testigos estén protegidos contra malos tratos o 
intimidación como consecuencia de la queja o del testimonio prestado. 

Artículo 14 

 1. Todo Estado Parte velará por que su legislación garantice a la 
víctima de un acto de tortura la reparación y el derecho a una indemnización 
justa y adecuada, incluidos los medios para su rehabilitación lo más completa 
posible.  En caso de muerte de la víctima como resultado de un acto de tortu-
ra, las personas a su cargo tendrán derecho a indemnización. 

 2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a cualquier 
derecho de la víctima o de otra persona a indemnización que pueda existir 
con arreglo a las leyes nacionales. 
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Artículo 15 

 Todo Estado Parte se asegurará de que ninguna declaración que se 
demuestre que ha sido hecha como resultado de tortura pueda ser invocada 
como prueba en ningún procedimiento, salvo en contra de una persona acu-
sada de tortura como prueba de que se ha formulado la declaración. 

Artículo 16 

 1. Todo Estado Parte se comprometerá a prohibir en cualquier 
territorio bajo su jurisdicción otros actos que constituyan tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes y que no lleguen a ser tortura tal como se defi-
ne en el artículo 1, cuando esos actos sean cometidos por un funcionario 
público u otra persona que actúe en el ejercicio de funciones oficiales, o por 
instigación o con el consentimiento o la aquiescencia de tal funcionario o 
persona.  Se aplicarán, en particular, las obligaciones enunciadas en los artí-
culos 10, 11, 12 y 13, sustituyendo las referencias a la tortura por referencias 
a otras formas de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

 2. La presente Convención se entenderá sin perjuicio de lo dis-
puesto en otros instrumentos internacionales o leyes nacionales que prohíban 
los tratos y las penas crueles, inhumanos o degradantes o que se refieran a la 
extradición o expulsión. 

PARTE II 

Artículo 17 

 1. Se constituirá un comité contra la tortura (denominado en lo 
que sigue el Comité), el cual desempeñará las funciones que se señalan más 
adelante.  El Comité estará compuesto de diez expertos de gran integridad 
moral y reconocida competencia en materia de derechos humanos, que ejer-
cerán sus funciones a título personal.  Los expertos serán elegidos por los 
Estados Partes teniendo en cuenta una distribución geográfica equitativa y la 
utilidad de la participación de algunas personas que tengan experiencia jurí-
dica. 

 2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de 
una lista de personas designadas por los Estados Partes.  Cada uno de los 
Estados Partes podrá designar una persona entre sus propios nacionales.  Los 
Estados Partes tendrán presente la utilidad de designar personas que sean 
también miembros del Comité de Derechos Humanos establecido con arreglo 
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al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y que estén dispuestas 
a prestar servicio en el Comité constituido con arreglo a la presente 
Convención. 

 3. Los miembros del Comité serán elegidos en reuniones bienales 
de los Estados Partes convocadas por el Secretario General de las Naciones 
Unidas.  En estas reuniones, para las cuales formarán quórum dos tercios de 
los Estados Partes, se considerarán elegidos para el Comité los candidatos 
que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de 
los representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 

 4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después 
de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención.  Al menos cuatro 
meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario General de las Nacio-
nes Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándoles a que presen-
ten sus candidaturas en un plazo de tres meses.  El Secretario General prepa-
rará una lista por orden alfabético de todas las personas designadas de este 
modo, indicando los Estados Partes que las han designado, y la comunicará a 
los Estados Partes. 

 5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años.  
Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura.  No obstante, el 
mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera elección expirará al 
cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección, el presi-
dente de la reunión a que se hace referencia en el párrafo 3 del presente artí-
culo designará por sorteo los nombres de esos cinco miembros. 

 6. Si un miembro del Comité muere o renuncia o por cualquier 
otra causa no puede ya desempeñar sus funciones en el Comité, el Estado 
Parte que presentó su candidatura designará entre sus nacionales a otro exper-
to para que desempeñe sus funciones durante el resto de su mandato, a reser-
va de la aprobación de la mayoría de los Estados Partes.  Se considerará otor-
gada dicha aprobación a menos que la mitad o más de los Estados Partes 
respondan negativamente dentro de un plazo de seis semanas a contar del 
momento en que el Secretario General de las Naciones Unidas les comunique 
la candidatura propuesta. 

 7. Los Estados Partes sufragarán los gastos de los miembros del 
Comité mientras éstos desempeñen sus funciones. 



 Convención contra la Tortura (CCT) 153 

 

Artículo 18 

 1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.  Los 
miembros de la Mesa podrán ser reelegidos. 

 2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual se dis-
pondrá, entre otras cosas, que: 

 a) Seis miembros constituirán quórum; 

 b) Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de votos de 
los miembros presentes. 

 3. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el 
personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones 
del Comité en virtud de la presente Convención. 

 4. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la 
primera reunión del Comité.  Después de su primera reunión, el Comité se 
reunirá en las ocasiones que se prevean en su reglamento. 

 5. Los Estados Partes serán responsables de los gastos que se 
efectúen en relación con la celebración de reuniones de los Estados Partes y 
del Comité, incluyendo el reembolso a las Naciones Unidas de cualesquiera 
gastos, tales como los de personal y los de servicios, que hagan las Naciones 
Unidas conforme al párrafo 3 del presente artículo. 

Artículo 19 

 1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por conducto del 
Secretario General de las Naciones Unidas, los informes relativos a las medi-
das que hayan adoptado para dar efectividad a los compromisos que han 
contraído en virtud de la presente Convención, dentro del plazo del año si-
guiente a la entrada en vigor de la Convención en lo que respecta al Estado 
Parte interesado.  A partir de entonces, los Estados Partes presentarán infor-
mes suplementarios cada cuatro años sobre cualquier nueva disposición que 
se haya adoptado, así como los demás informes que solicite el Comité. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los 
informes a todos los Estados Partes. 

 3. Todo informe será examinado por el Comité, el cual podrá 
hacer los comentarios generales que considere oportunos y los transmitirá al 



154 Los principales tratados internacionales de derechos humanos 

 

Estado Parte interesado.  El Estado Parte podrá responder al Comité con las 
observaciones que desee formular. 

 4. El Comité podrá, a su discreción, tomar la decisión de incluir 
cualquier comentario que haya formulado de conformidad con el párrafo 3 
del presente artículo, junto con las observaciones al respecto recibidas del 
Estado Parte interesado, en su informe anual presentado de conformidad con 
el artículo 24.  Si lo solicitara el Estado Parte interesado, el Comité podrá 
también incluir copia del informe presentado en virtud del párrafo 1 del 
presente artículo. 

Artículo 20 

 1. El Comité, si recibe información fiable que a su juicio parezca 
indicar de forma fundamentada que se practica sistemáticamente la tortura en 
el territorio de un Estado Parte, invitará a ese Estado Parte a cooperar en el 
examen de la información y a tal fin presentar observaciones con respecto a 
la información de que se trate. 

 2. Teniendo en cuenta todas las observaciones que haya presenta-
do el Estado Parte de que se trate, así como cualquier otra información perti-
nente de que disponga, el Comité podrá, si decide que ello está justificado, 
designar a uno o varios de sus miembros para que procedan a una investiga-
ción confidencial e informen urgentemente al Comité. 

 3. Si se hace una investigación conforme al párrafo 2 del presente 
artículo, el Comité recabará la cooperación del Estado Parte de que se trate, 
de acuerdo con ese Estado Parte, tal investigación podrá incluir una visita a 
su territorio. 

 4. Después de examinar las conclusiones presentadas por el 
miembro o miembros conforme al párrafo 2 del presente artículo, el Comité 
transmitirá las conclusiones al Estado Parte de que se trate, junto con las 
observaciones o sugerencias que estime pertinentes en vista de la situación. 

 5. Todas las actuaciones del Comité a las que se hace referencia 
en los párrafos 1 a 4 del presente artículo serán confidenciales y se recabará 
la cooperación del Estado Parte en todas las etapas de las actuaciones.  Cuan-
do se hayan concluido actuaciones relacionadas con una investigación hecha 
conforme al párrafo 2, el Comité podrá, tras celebrar consultas con el Estado 
Parte interesado, tomar la decisión de incluir un resumen de los resultados de 
la investigación en el informe anual que presente conforme al artículo 24. 
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Artículo 21 

 1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en la 
presente Convención podrá declarar en cualquier momento que reconoce la 
competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que 
un Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple las obligaciones que 
le impone la Convención.  Dichas comunicaciones sólo se podrán admitir y 
examinar conforme al procedimiento establecido en este artículo si son pre-
sentadas por un Estado Parte que haya hecho una declaración por la cual 
reconozca con respecto a sí mismo la competencia del Comité.  El Comité no 
tramitará de conformidad con este artículo ninguna comunicación relativa a 
un Estado Parte que no haya hecho tal declaración.  Las comunicaciones 
recibidas en virtud del presente artículo se tramitarán de conformidad con el 
procedimiento siguiente: 

 a) Si un Estado Parte considera que otro Estado Parte no cumple 
las disposiciones de la presente Convención podrá señalar el asunto a la aten-
ción de dicho Estado mediante una comunicación escrita.  Dentro de un plazo 
de tres meses, contado desde la fecha de recibo de la comunicación, el Estado 
destinatario proporcionará al Estado que haya enviado la comunicación una 
explicación o cualquier otra declaración por escrito que aclare el asunto, la 
cual hará referencia, hasta donde sea posible y pertinente, a los procedimien-
tos nacionales y a los recursos adoptados, en trámite o que puedan utilizarse 
al respecto; 

 b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados 
Partes interesados en un plazo de seis meses contado desde la fecha en que el 
Estado destinatario haya recibido la primera comunicación, cualquiera de 
ambos Estados Partes interesados tendrá derecho a someterlo al Comité, 
mediante notificación dirigida al Comité y al otro Estado; 

 c) El Comité conocerá de todo asunto que se le someta en virtud 
del presente artículo después de haberse cerciorado de que se ha interpuesto y 
agotado en tal asunto todos los recursos de la jurisdicción interna de que se 
pueda disponer, de conformidad con los principios del derecho internacional 
generalmente admitidos.  No se aplicará esta regla cuando la tramitación de 
los mencionados recursos se prolongue injustificadamente o no sea probable 
que mejore realmente la situación de la persona que sea víctima de la 
violación de la presente Convención; 
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 d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando exa-
mine las comunicaciones previstas en el presente artículo; 

 e) A reserva de las disposiciones del apartado c), el Comité pon-
drá sus buenos oficios a disposición de los Estados Partes interesados a fin de 
llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto de las obliga-
ciones establecidas en la presente Convención.  A tal efecto, el Comité podrá 
designar, cuando proceda, una comisión especial de conciliación; 

 f) En todo asunto que se le someta en virtud del presente artículo, 
el Comité podrá pedir a los Estados Partes interesados a que se hace referen-
cia en el apartado b) que faciliten cualquier información pertinente; 

 g) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el 
apartado b) tendrán derecho a estar representados cuando el asunto se exami-
ne en el Comité y a presentar exposiciones verbalmente o por escrito, o de 
ambas 
maneras; 

 h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de 
recibo de la notificación mencionada en el apartado b), presentará un informe 
en el cual: 

 i) Si se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el 
apartado e), se limitará a una breve exposición de los hechos y 
de la solución alcanzada; 

 ii) Si no se ha llegado a ninguna solución con arreglo a lo dispues-
to en el apartado e), se limitará a una breve exposición de los 
hechos y agregará las exposiciones escritas y las actas de las 
exposiciones verbales que hayan hecho los Estados Partes inte-
resados. 

En cada asunto, se enviará el informe a los Estados Partes interesados. 

 2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuan-
do cinco Estados Partes en la presente Convención hayan hecho las declara-
ciones a que se hace referencia en el apartado 1 de este artículo.  Tales decla-
raciones serán depositadas por los Estados Partes en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los 
demás Estados Partes.  Toda declaración podrá retirarse en cualquier momen-
to mediante notificación dirigida al Secretario General.  Tal retiro no será 
obstáculo para que se examine cualquier asunto que sea objeto de una comu-
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nicación ya transmitida en virtud de este artículo; no se admitirá en virtud de 
este artículo ninguna nueva comunicación de un Estado Parte una vez que el 
Secretario General haya recibido la notificación de retiro de la declaración, a 
menos que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva declaración. 

Artículo 22 

 1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en 
cualquier momento, de conformidad con el presente artículo, que reconoce la 
competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones enviadas 
por personas sometidas a su jurisdicción, o en su nombre, que aleguen ser 
víctimas de una violación por un Estado Parte de las disposiciones de la Con-
vención.  El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado 
Parte que no haya hecho esa declaración. 

 2. El Comité considerará inadmisible toda comunicación recibida 
de conformidad con el presente artículo que sea anónima, o que, a su juicio, 
constituya un abuso del derecho de presentar dichas comunicaciones, o que 
sea incompatible con las disposiciones de la presente Convención. 

 3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2, el Comité señalará 
las comunicaciones que se le presenten de conformidad con este artículo a la 
atención del Estado Parte en la presente Convención que haya hecho una 
declaración conforme al párrafo 1 y respecto del cual se alegue que ha viola-
do cualquier disposición de la Convención.  Dentro de un plazo de seis me-
ses, el Estado destinatario proporcionará al Comité explicaciones o declara-
ciones por escrito que aclaren el asunto y expongan, en su caso, la medida 
correcta que ese Estado haya adoptado. 

 4. El Comité examinará las comunicaciones recibidas de confor-
midad con el presente artículo, a la luz de toda la información puesta a su 
disposición por la persona de que se trate, o en su nombre, y por el Estado 
Parte interesado. 

 5. El Comité no examinará ninguna comunicación de una perso-
na, presentada de conformidad con este artículo, a menos que se haya cercio-
rado de que: 

 a) La misma cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada según 
otro procedimiento de investigación o solución internacional; 

 b) La persona ha agotado todos los recursos de la jurisdicción 
interna de que se pueda disponer; no se aplicará esta regla cuando la tramita-
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ción de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente o no sea 
probable que mejore realmente la situación de la persona que sea víctima de 
la violación de la presente Convención. 

 6. El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando exa-
mine las comunicaciones previstas en el presente artículo. 

 7. El Comité comunicará su parecer al Estado Parte interesado y a 
la persona de que se trate. 

 8. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuan-
do cinco Estados Partes en la presente Convención hayan hecho las declara-
ciones a que se hace referencia en el párrafo 1 de este artículo.  Tales decla-
raciones serán depositadas por los Estados Partes en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los 
demás Estados Partes.  Toda declaración podrá retirarse en cualquier momen-
to mediante notificación dirigida al Secretario General.  Tal retiro no será 
obstáculo para que se examine cualquier asunto que sea objeto de una comu-
nicación ya transmitida en virtud de este artículo; no se admitirá en virtud de 
este artículo ninguna nueva comunicación de una persona, o hecha en su 
nombre, una vez que el Secretario General haya recibido la notificación de 
retiro de la declaración, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho 
una nueva declaración. 

Artículo 23 

 Los miembros del Comité y los miembros de las comisiones especia-
les de conciliación designados conforme al apartado e) del párrafo 1 del artí-
culo 21 tendrán derecho a las facilidades, privilegios e inmunidades que se 
conceden a los expertos que desempeñan misiones para las Naciones Unidas, 
con arreglo a lo dispuesto en las secciones pertinentes de la Convención so-
bre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas. 

Artículo 24 

 El Comité presentará un informe anual sobre sus actividades en virtud 
de la presente Convención a los Estados Partes y a la Asamblea General de 
las Naciones Unidas. 
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Parte III 

Artículo 25 

 1. La presente Convención está abierta a la firma de todos los 
Estados. 

 2. La presente Convención está sujeta a ratificación.  Los 
instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. 

Artículo 26 

 La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Esta-
dos.  La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 27 

 1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de 
ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

 2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se 
adhiera a ella después de haber sido depositado el vigésimo instrumento de 
ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratifi-
cación o de adhesión. 

Artículo 28 

 1. Todo Estado podrá declarar, en el momento de la firma o ratifi-
cación de la presente Convención o de la adhesión a ella, que no reconoce la 
competencia del Comité según se establece en el artículo 20. 

 2. Todo Estado Parte que haya formulado una reserva de confor-
midad con el párrafo 1 del presente artículo podrá dejar sin efecto esta reser-
va en cualquier momento mediante notificación al Secretario General de las 
Naciones Unidas. 

Artículo 29 

 1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá proponer 
una enmienda y depositarla en poder del Secretario General de las Naciones 
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Unidas.  El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará la en-
mienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si de-
sean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de exami-
nar la propuesta y someterla a votación.  Si dentro de los cuatro meses si-
guientes a la fecha de esa notificación un tercio al menos de los Estados Par-
tes se declara a favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará 
una conferencia con los auspicios de las Naciones Unidas.  Toda enmienda 
adoptada por la mayoría de Estados Partes presentes y votantes en la confe-
rencia será sometida por el Secretario General a todos los Estados Partes para 
su aceptación. 

 2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del 
presente artículo entrará en vigor cuando dos tercios de los Estados Partes en 
la presente Convención hayan notificado al Secretario General de las 
Naciones Unidas que la han aceptado de conformidad con sus respectivos 
procedimientos constitucionales. 

 3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para 
los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 
Partes seguirán obligados por las disposiciones de la presente Convención y 
por las enmiendas anteriores que hayan aceptado. 

Artículo 30 

 1. Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes 
con respecto a la interpretación o aplicación de la presente Convención, que 
no puedan solucionarse mediante negociaciones, se someterán a arbitraje, a 
petición de uno de ellos.  Si en el plazo de seis meses contados a partir de la 
fecha de presentación de la solicitud de arbitraje las Partes no consiguen 
ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las Partes podrá 
someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una 
solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 

 2. Todo Estado, en el momento de la firma o ratificación de la 
presente Convención o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se 
considera obligado por el párrafo 1 del presente artículo.  Los demás Estados 
Partes no estarán obligados por dicho párrafo ante ningún Estado Parte que 
haya formulado dicha reserva. 

 3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el 
párrafo 2 del presente artículo podrá retirarla en cualquier momento notifi-
cándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 
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Artículo 31 

 1. Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención 
mediante notificación hecha por escrito al Secretario General de las Naciones 
Unidas.  La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la noti-
ficación haya sido recibida por el Secretario General. 

 2. Dicha denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones 
que le impone la presente Convención con respecto a toda acción u omisión 
ocurrida antes de la fecha en que haya surtido efecto la denuncia, ni la 
denuncia entrañará tampoco la suspensión del examen de cualquier asunto 
que el Comité haya empezado a examinar antes de la fecha en que surta 
efecto la denuncia. 

 3. A partir de la fecha en que surta efecto la denuncia de un Esta-
do Parte, el Comité no iniciará el examen de ningún nuevo asunto referente a 
ese Estado. 

Artículo 32 

 El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los 
Estados Miembros de las Naciones Unidas y a todos los Estados que hayan 
firmado la presente Convención o se hayan adherido a ella: 

 a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones con arreglo a los artícu-
los 25 y 26; 

 b) La fecha de entrada en vigor de la presente Convención con 
arreglo al artículo 27, y la fecha de entrada en vigor de las enmiendas con 
arreglo al artículo 29; 

 c) Las denuncias con arreglo al artículo 31. 

Artículo 33 

 1. La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá copias 
certificadas de la presente Convención a todos los Estados. 
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Protocolo Facultativo de la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos  
o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes 

Aprobado por la Asamblea General en su resolución 57/199, 
de 18 de diciembre de 2002 (aún no entrada en vigor) 

PREÁMBULO 

 Los Estados Partes en el presente Protocolo, 

 Reafirmando que la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes están prohibidos y constituyen violaciones graves de los dere-
chos humanos, 

 Convencidos de la necesidad de adoptar nuevas medidas para alcanzar 
los objetivos de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes (en adelante denominada la Convención) 
y de fortalecer la protección de las personas privadas de su libertad contra la 
tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 

 Recordando que los artículos 2 y 16 de la Convención obligan a cada 
Estado Parte a tomar medidas efectivas para prevenir los actos de tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en todo territorio bajo 
su jurisdicción, 

 Reconociendo que los Estados tienen la responsabilidad primordial de 
aplicar estos artículos, que el fortalecimiento de la protección de las personas 
privadas de su libertad y el pleno respeto de sus derechos humanos es una 
responsabilidad común compartida por todos, y que los mecanismos interna-
cionales de aplicación complementan y fortalecen las medidas nacionales, 
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 Recordando que la prevención efectiva de la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes requiere educación y una combina-
ción de diversas medidas legislativas, administrativas y judiciales de otro 
tipo, 

 Recordando también que la Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos, celebrada en Viena en junio de 1993 declaró firmemente que los 
esfuerzos por erradicar la tortura debían concentrarse ante todo en la 
prevención y pidió que se adoptase un protocolo facultativo de la Convención 
destinado a establecer un sistema preventivo de visitas periódicas a los 
lugares de detención, 

 Convencidos de que la protección de las personas privadas de su liber-
tad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 
puede fortalecerse por medios no judiciales de carácter preventivo basados en 
visitas periódicas a los lugares de detención, 

 Acuerdan lo siguiente: 

PARTE I:  PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 1 

 El objetivo del presente Protocolo es establecer un sistema de visitas 
periódicas a cargo de órganos internacionales y nacionales independientes a 
los lugares en que se encuentren personas privadas de su libertad, con el fin 
de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 2 

 1. Se establecerá un Subcomité para la Prevención de la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes del Comité contra la 
Tortura (en adelante denominado "el Subcomité para la Prevención"), que 
desempeñará las funciones previstas en el presente Protocolo. 

 2. El Subcomité para la Prevención realizará su labor en el marco 
de la Carta de las Naciones Unidas y se guiará por los propósitos y principios 
enunciados en ella así como por las normas de las Naciones Unidas relativas 
al trato de las personas privadas de su libertad. 

 3. Asimismo, el Subcomité para la Prevención se guiará por los 
principios de confidencialidad, imparcialidad, no selectividad, universalidad 
y objetividad. 
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 4. El Subcomité para la Prevención y los Estados Partes coopera-
rán en la aplicación del presente Protocolo. 

Artículo 3 

 Cada Estado Parte establecerá, designará o mantendrá, a nivel nacio-
nal, uno o varios órganos de visitas para la prevención de la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (en adelante denominado "el 
mecanismo nacional de prevención"). 

Artículo 4 

 1. Cada Estado Parte permitirá las visitas, de conformidad con el 
presente Protocolo, de los mecanismos mencionados en los artículos 2 y 3 a 
cualquier lugar bajo su jurisdicción y control donde se encuentren o pudieran 
encontrarse personas privadas de su libertad, bien por orden de una autoridad 
pública o a instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito 
(en adelante denominado "lugar de detención").  Estas visitas se llevarán a 
cabo con el fin de fortalecer, si fuera necesario, la protección de estas perso-
nas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

 2. A los efectos del presente Protocolo, por privación de libertad 
se entiende cualquier forma de detención o encarcelamiento o de custodia de 
una persona en una institución pública o privada de la cual no pueda salir 
libremente, por orden de una autoridad judicial o administrativa o de otra 
autoridad pública. 

PARTE II:  EL SUBCOMITÉ DE PREVENCIÓN 

Artículo 5 

 1. El Subcomité de Prevención estará compuesto de 10 miembros.  
Una vez que se haya registrado la 50ª ratificación o adhesión al presente 
Protocolo, el número de miembros del Subcomité para la Prevención aumen-
tará a 25. 

 2. Los miembros del Subcomité de Prevención serán elegidos 
entre personas de gran integridad moral y reconocida competencia en la ad-
ministración de justicia, en particular en las esferas del derecho penal, la 
administración penitenciaria o policial, o en las diversas esferas de interés 
para el trato de personas privadas de su libertad. 
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 3. En la composición del Subcomité de Prevención se tendrá 
debidamente en cuenta una distribución geográfica equitativa de los miem-
bros y la representación de las diferentes formas de civilización y sistemas 
jurídicos de los Estados Partes. 

 4. En esta composición también se tendrá en cuenta la necesidad 
de una representación equilibrada entre géneros sobre la base de los princi-
pios de igualdad y no discriminación. 

 5. En el Subcomité de Prevención no podrá haber dos miembros 
de la misma nacionalidad. 

 6. Los miembros del Subcomité de Prevención ejercerán sus fun-
ciones a título personal, actuarán con independencia e imparcialidad y debe-
rán estar disponibles para servir con eficacia al Subcomité. 

Artículo 6 

 1. Cada Estado Parte podrá designar, de conformidad con el pá-
rrafo 2, hasta dos candidatos que posean las calificaciones y satisfagan los 
requisitos indicados en el artículo 5, y al hacerlo presentarán información 
detallada sobre las calificaciones de los candidatos. 

 2. a) Los candidatos deberán tener la nacionalidad de un 
Estado Parte en el presente Protocolo; 

 b) Al menos uno de los dos candidatos deberá tener la nacionali-
dad del Estado Parte que lo proponga; 

 c) No se podrá proponer la candidatura de más de dos nacionales 
de un Estado Parte; 

 d) Para proponer la candidatura de un nacional de otro Estado 
Parte, el Estado Parte deberá solicitar y obtener el consentimiento del Estado 
Parte de que se trate. 

 3. Al menos cinco meses antes de la fecha de la reunión de los 
Estados Partes en que deba procederse a la elección, el Secretario General de 
las Naciones Unidas enviará una carta a los Estados Partes invitándoles a que 
presenten sus candidaturas en un plazo de tres meses.  El Secretario General 
presentará una lista por orden alfabético de todos los candidatos designados 
de este modo, indicando los Estados Partes que los hayan designado. 
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Artículo 7 

 1. La elección de los miembros del Subcomité de Prevención se 
efectuará del modo siguiente: 

 a) La consideración primordial será que los candidatos satisfagan 
los requisitos y criterios del artículo 5 del presente Protocolo; 

 b) La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después 
de la fecha de la entrada en vigor del presente Protocolo; 

 c) Los Estados Partes elegirán a los miembros del Subcomité de 
Prevención en votación secreta; 

 d) Las elecciones de los miembros del Subcomité de Prevención 
se celebrarán en reuniones bienales de los Estados Partes convocadas por el 
Secretario General de las Naciones Unidas.  En estas reuniones, para las 
cuales el quórum estará constituido por los dos tercios de los Estados Partes, 
se considerarán elegidos al Subcomité los candidatos que obtengan el mayor 
número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de 
los Estados Partes presentes y votantes. 

 2. Si durante el proceso de selección se determina que dos nacio-
nales de un Estado Parte reúnen las condiciones establecidas para ser miem-
bros del Subcomité de Prevención, el candidato que reciba el mayor número 
de votos será elegido miembro del Subcomité.  Si ambos candidatos obtienen 
el mismo número de votos se aplicará el procedimiento siguiente: 

 a) Si sólo uno de los candidatos ha sido propuesto por el Estado 
Parte del que es nacional, será miembro del Subcomité de Prevención ese 
candidato; 

 b) Si ambos candidatos han sido propuestos por el Estado Parte 
del que son nacionales, se procederá a votación secreta por separado para 
determinar cuál de ellos será miembro; 

 c) Si ninguno de los candidatos ha sido propuesto por el Estado 
Parte del que son nacionales, se procederá a votación secreta por separado 
para determinar cuál de ellos será miembro. 

Artículo 8 

 Si un miembro del Subcomité de Prevención muere o renuncia, o no 
puede desempeñar sus funciones en el Subcomité por cualquier otra causa, el 
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Estado Parte que haya presentado la candidatura de ese miembro podrá pro-
poner a otra persona que posea las calificaciones y satisfaga los requisitos 
indicados en el artículo 5, teniendo presente la necesidad de mantener un 
equilibrio adecuado entre las distintas esferas de competencia, para que des-
empeñe sus funciones hasta la siguiente reunión de los Estados Partes, con 
sujeción a la aprobación de la mayoría de dichos Estados.  Se considerará 
otorgada dicha aprobación salvo que la mitad o más de los Estados Partes 
respondan negativamente dentro de un plazo de seis semanas a contar del 
momento en que el Secretario General de las Naciones Unidas les comunique 
la candidatura propuesta. 

Artículo 9 

 Los miembros del Subcomité de Prevención serán elegidos por un 
mandato de cuatro años.  Podrán ser reelegidos una vez si se presenta de 
nuevo su candidatura.  El mandato de la mitad de los miembros elegidos en la 
primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la 
primera elección, el Presidente de la reunión a que se hace referencia en el 
apartado d) del párrafo 1 del artículo 7 designará por sorteo los nombres de 
esos miembros. 

Artículo 10 

 1. El Subcomité de Prevención elegirá su Mesa por un mandato 
de dos años.  Los miembros de la Mesa podrán ser reelegidos. 

 2. El Subcomité de Prevención establecerá su propio reglamento, 
que dispondrá, entre otras cosas, lo siguiente: 

 a) La mitad más uno de sus miembros constituirán quórum; 

 b) Las decisiones del Subcomité de Prevención se tomarán por 
mayoría de votos de los miembros presentes; 

 c) Las sesiones del Subcomité de Prevención serán privadas. 

 3. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la 
reunión inicial del Subcomité de Prevención.  Después de su reunión inicial, 
el Subcomité se reunirá en las ocasiones que determine su reglamento.  
El Subcomité y el Comité contra la Tortura celebrarán sus períodos de sesio-
nes simultáneamente al menos una vez al año. 
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PARTE III:  MANDATO DEL SUBCOMITÉ DE PREVENCIÓN 

Artículo 11 

 El mandato del Subcomité de Prevención será el siguiente: 

 a) Visitar los lugares mencionados en el artículo 4 y hacer 
recomendaciones a los Estados Partes en cuanto a la protección de las 
personas privadas de su libertad contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes; 

 b) Por lo que respecta a los mecanismos nacionales de preven-
ción: 

 i) Asesorar y ayudar a los Estados Partes, cuando sea necesario, 
en la creación de sus mecanismos; 

 ii) Mantener contacto directo, en caso necesario confidencial, con 
los mecanismos nacionales de prevención y ofrecerles forma-
ción y asistencia técnica con miras a fortalecer su capacidad; 

 iii) Ayudar y asesorar a los mecanismos nacionales de prevención 
en la evaluación de las necesidades y las medidas destinadas a 
fortalecer la protección de personas privadas de su libertad co-
ntra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes; 

 iv) Hacer recomendaciones y observaciones a los Estados Partes 
con miras a fortalecer la capacidad y el mandato de los meca-
nismos nacionales para la prevención de la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes; 

 c) Cooperar, para la prevención de la tortura en general, con los 
órganos y mecanismos pertinentes de las Naciones Unidas así como con 
instituciones u organizaciones internacionales, regionales y nacionales cuyo 
objeto sea fortalecer la protección de las personas contra la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 12 

 A fin de que el Subcomité de Prevención pueda cumplir el mandato 
establecido en el artículo 11, los Estados Partes se comprometen a: 

 a) Recibir al Subcomité de Prevención en su territorio y permitirle 
el acceso a todos los lugares de detención definidos en el artículo 4 del pre-
sente Protocolo; 
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 b) Compartir toda la información pertinente que el Subcomité de 
Prevención pueda solicitar para evaluar las necesidades y medidas que deben 
adoptarse con el fin de fortalecer la protección de las personas privadas de su 
libertad contra la tortura y otras penas o tratos crueles, inhumanos o degra-
dantes; 

 c) Alentar y facilitar los contactos entre el Subcomité de Preven-
ción y los mecanismos nacionales de prevención; 

 d) Examinar las recomendaciones del Subcomité de Prevención y 
entablar un diálogo con éste sobre las posibles medidas de aplicación. 

Artículo 13 

 1. El Subcomité de Prevención establecerá, primeramente por 
sorteo, un programa de visitas periódicas a los Estados Partes para dar cum-
plimiento a su mandato de conformidad con el artículo 11. 

 2. Tras celebrar las consultas oportunas, el Subcomité de Preven-
ción notificará su programa a los Estados Partes para que éstos puedan, sin 
demora, adoptar las disposiciones prácticas necesarias para la realización de 
las visitas. 

 3. Las visitas deberán realizarlas al menos dos miembros del 
Subcomité de Prevención.  Estos miembros podrán ir acompañados, si fuere 
necesario, de expertos de reconocida experiencia y conocimientos 
profesionales acreditados en las materias a que se refiere el presente 
Protocolo, que se seleccionarán de una lista de expertos preparada de acuerdo 
con las propuestas hechas por los Estados Partes, la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y el Centro 
de las Naciones Unidas para la Prevención Internacional del Delito.  Para la 
preparación de esta lista, los Estados Partes interesados propondrán un 
máximo de cinco expertos nacionales.  El Estado Parte interesado podrá 
oponerse a la inclusión de un experto concreto en la visita, tras lo cual el 
Subcomité de Prevención propondrá el nombre de otro experto. 

 4. Si el Subcomité de Prevención lo considera oportuno, podrá 
proponer una breve visita de seguimiento después de la visita periódica. 
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Artículo 14 

 1. A fin de permitir al Subcomité de Prevención desempeñar su 
mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a con-
cederle: 

 a) Acceso sin restricciones a toda la información acerca del nú-
mero de personas privadas de su libertad en lugares de detención según la 
definición del artículo 4 y sobre el número de lugares y su emplazamiento; 

 b) Acceso sin restricciones a toda la información relativa al trato 
de estas personas y a las condiciones de su detención; 

 c) Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2, acceso sin restric-
ciones a todos los lugares de detención y a sus instalaciones y servicios; 

 d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de su 
libertad, sin testigos, personalmente o con la asistencia de un intérprete en 
caso necesario, así como con cualquier otra persona que el Subcomité de 
Prevención considere que pueda facilitar información pertinente; 

 e) Libertad para seleccionar los lugares que desee visitar y las 
personas a las que desee entrevistar. 

 2. Sólo podrá objetarse a una visita a un lugar de detención de-
terminado por razones urgentes y apremiantes de defensa nacional, seguridad 
pública, catástrofes naturales o disturbios graves en el lugar que deba visitar-
se, que impidan temporalmente la realización de esta visita.  La existencia de 
un estado de excepción no podrá alegarse como tal por el Estado Parte para 
oponerse a una visita. 

Artículo 15 

 Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o tolera-
rá ninguna sanción contra ninguna persona u organización por haber comuni-
cado al Subcomité para la Prevención o a sus miembros cualquier informa-
ción, ya sea verdadera o falsa, y ninguna de estas personas u organizaciones 
sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo. 

Artículo 16 

 1. El Subcomité de Prevención comunicará sus recomendaciones 
y observaciones con carácter confidencial al Estado Parte y, si fuera oportu-
no, al mecanismo nacional. 
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 2. El Subcomité de Prevención publicará su informe, juntamente 
con las posibles observaciones del Estado Parte interesado, siempre que el 
Estado Parte le pida que lo haga.  Si el Estado Parte hace pública una parte 
del informe, el Subcomité podrá publicar el informe en su totalidad o en 
parte.  Sin embargo, no podrán publicarse datos personales sin el consenti-
miento expreso de la persona interesada. 

 3. El Subcomité de Prevención presentará un informe público 
anual sobre sus actividades al Comité contra la Tortura. 

 4. Si el Estado Parte se niega a cooperar con el Subcomité de 
Prevención de conformidad con los artículos 12 y 14, o a tomar medidas para 
mejorar la situación con arreglo a las recomendaciones del Subcomité, el 
Comité contra la Tortura podrá, a instancias del Subcomité, decidir por ma-
yoría de sus miembros, después de que el Estado Parte haya tenido oportuni-
dad de dar a conocer sus opiniones, hacer una declaración pública sobre la 
cuestión o publicar el informe del Subcomité. 

PARTE IV:  MECANISMOS NACIONALES DE PREVENCIÓN 

Artículo 17 

 Cada Estado Parte mantendrá, designará o creará, a más tardar un año 
después de la entrada en vigor del presente Protocolo, o de su ratificación o 
adhesión, uno o varios mecanismos nacionales independientes para la pre-
vención de la tortura a nivel nacional.  Los mecanismos establecidos por 
entidades descentralizadas podrán ser designados como mecanismos naciona-
les de prevención a los efectos del presente Protocolo si se ajustan a sus dis-
posiciones. 

Artículo 18 

 1. Los Estados Partes garantizarán la independencia funcional de 
los mecanismos nacionales de prevención, así como la independencia de su 
personal. 

 2. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias a fin de que 
los expertos del mecanismo nacional tengan las capacidades y los conoci-
mientos profesionales requeridos.  Se tendrá igualmente en cuenta el equili-
brio de género y la adecuada representación de los grupos étnicos y minorita-
rios del país. 
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 3. Los Estados Partes se comprometen a facilitar los recursos 
necesarios para el funcionamiento de los mecanismos nacionales de preven-
ción. 

 4. Al establecer los mecanismos nacionales de prevención los 
Estados Partes tendrán debidamente en cuenta los Principios relativos al 
estatuto de las instituciones nacionales de promoción y protección de los 
derechos humanos. 

Artículo 19 

 Los mecanismos nacionales de prevención tendrán como mínimo las 
siguientes facultades: 

 a) Examinar periódicamente el trato de las personas privadas de 
su libertad en lugares de detención, según la definición del artículo 4, con 
miras a fortalecer, si fuera necesario, su protección contra la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; 

 b) Hacer recomendaciones a las autoridades competentes con 
objeto de mejorar el trato y las condiciones de las personas privadas de su 
libertad y de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, tomando en consideración las normas pertinentes de las Nacio-
nes Unidas; 

 c) Hacer propuestas y observaciones acerca de la legislación exis-
tente o de los proyectos de ley en la materia. 

Artículo 20 

 Con el fin de permitir a los mecanismos nacionales de prevención 
desempeñar su mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se com-
prometen a concederles: 

 a) Acceso a toda la información acerca del número de personas 
privadas de su libertad en lugares de detención según la definición del artícu-
lo 4, así como del número de lugares de detención y su emplazamiento; 

 b) Acceso a toda la información relativa al trato de estas personas 
y a las condiciones de su detención; 

 c) Acceso a todos los lugares de detención y a sus instalaciones y 
servicios; 
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 d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de su 
libertad, sin testigos, personalmente o con la asistencia de un intérprete en 
caso necesario, así como con cualquier otra persona que el mecanismo nacio-
nal de prevención considere que pueda facilitar información pertinente; 

 e) Libertad para seleccionar los lugares que deseen visitar y las 
personas a las que deseen entrevistar; 

 f) El derecho a mantener contactos con el Subcomité de Preven-
ción, enviarle información y reunirse con él. 

Artículo 21 

 1. Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o 
tolerará ninguna sanción contra ninguna persona u organización por haber 
comunicado al mecanismo nacional de prevención cualquier información, ya 
sea verdadera o falsa, y ninguna de estas personas u organizaciones sufrirá 
perjuicios de ningún tipo por este motivo. 

 2. La información confidencial recogida por el mecanismo nacio-
nal de prevención tendrá carácter reservado.  No podrán publicarse datos 
personales sin el consentimiento expreso de la persona interesada. 

Artículo 22 

 Las autoridades competentes del Estado Parte interesado examinarán 
las recomendaciones del mecanismo nacional de prevención y entablarán un 
diálogo con este mecanismo acerca de las posibles medidas de aplicación. 

Artículo 23 

 Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a publicar 
y difundir los informes anuales de los mecanismos nacionales de prevención. 

PARTE V:  DECLARACIÓN 

Artículo 24 

 1. Una vez ratificado el presente Protocolo, los Estados Partes 
podrán hacer una declaración aplazando la aplicación de sus obligaciones en 
virtud de la parte III o de la parte IV del Protocolo. 

 2. Este aplazamiento tendrá validez por un período máximo de 
tres años.  Después de oír los argumentos del Estado Parte y en consulta con 
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el Subcomité para la Prevención, el Comité contra la Tortura podrá prorrogar 
este período por otros dos años. 

PARTE VI:  DISPOSICIONES FINANCIERAS 

Artículo 25 

 1. Los gastos en que incurra el Subcomité para la Prevención en 
la aplicación del presente Protocolo serán sufragados por las Naciones Uni-
das. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el 
personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones 
atribuidas al Subcomité para la Prevención en virtud del presente Protocolo. 

Artículo 26 

 1. Se creará un Fondo Especial con arreglo a los procedimientos 
pertinentes de la Asamblea General, que será administrado de conformidad 
con el Reglamento Financiero y Reglamentación Financiera Detallada de las 
Naciones Unidas, para contribuir a financiar la aplicación de las 
recomendaciones del Subcomité para la Prevención a un Estado Parte 
después de una visita, así como los programas de educación de los 
mecanismos nacionales de prevención. 

 2. Este Fondo Especial podrá estar financiado mediante contribu-
ciones voluntarias de los gobiernos, organizaciones intergubernamentales y 
no gubernamentales y otras entidades privadas o públicas. 

PARTE VII.  DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 27 

 1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los 
Estados que hayan firmado la Convención. 

 2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por cualquier 
Estado que haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella.  Los 
instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. 

 3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de todos 
los Estados que hayan ratificado la Convención o se hayan adherido a ella. 



176 Los principales tratados internacionales de derechos humanos 

 

 4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumen-
to de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

 5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a to-
dos los Estados que hayan firmado el presente Protocolo o se hayan adherido 
a él del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o adhesión. 

Artículo 28 

 1. El presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir 
de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratifica-
ción o adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

 2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhie-
ra a él después de haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratifica-
ción o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, 
el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que ese Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 29 

 Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables a todas las 
partes componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción 
alguna. 

Artículo 30 

 No se admitirá ninguna reserva al presente Protocolo. 

Artículo 31 

 Las disposiciones del presente Protocolo no afectarán a las obligacio-
nes que los Estados Partes puedan haber contraído en virtud de una conven-
ción regional que instituya un sistema de visitas a los lugares de detención.  
Se alienta al Subcomité de Prevención y a los órganos establecidos con arre-
glo a esas convenciones regionales a que se consulten y cooperen entre sí 
para evitar duplicaciones y promover efectivamente los objetivos del presente 
Protocolo. 

Artículo 32 

 Las disposiciones del presente Protocolo no afectarán a las obligacio-
nes de los Estados Partes en virtud de los cuatro convenios de Ginebra de 12 
de agosto de 1949 y sus protocolos adicionales de 8 de junio de 1977 o la 
posibilidad abierta a cualquier Estado Parte de autorizar al Comité Interna-
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cional de la Cruz Roja a visitar los lugares de detención en situaciones no 
cubiertas por el derecho internacional humanitario. 

Artículo 33 

 1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en 
cualquier momento mediante notificación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien informará seguidamente a los demás 
Estados Partes en el presente Protocolo y la Convención.  La denuncia surtirá 
efecto un año después de la fecha en que la notificación haya sido recibida 
por el Secretario General. 

 2. Esta denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones 
que le impone el presente Protocolo con respecto a cualquier acción o situa-
ción ocurrida antes de la fecha en que haya surtido efecto la denuncia o las 
medidas que el Subcomité para la Prevención haya decidido o pueda decidir 
adoptar en relación con el Estado Parte de que se trate, ni la denuncia entra-
ñará tampoco la suspensión del examen de cualquier asunto que el Subcomité 
de Prevención haya empezado a examinar antes de la fecha en que surta efec-
to la denuncia. 

 3. A partir de la fecha en que surta efecto la denuncia del Estado 
Parte, el Subcomité de Prevención no empezará a examinar ninguna nueva 
cuestión relativa a dicho Estado. 

Artículo 34 

 1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo podrá proponer 
enmiendas y depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas.  El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los 
Estados Partes en el presente Protocolo, pidiéndoles que le notifiquen si de-
sean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de exami-
nar las propuestas y someterlas a votación.  Si en el plazo de cuatro meses a 
partir de la fecha de la comunicación un tercio al menos de los Estados Partes 
se declara a favor de la convocación, el Secretario General convocará la con-
ferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas.  Toda enmienda adoptada 
por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes en 
la conferencia será sometida por el Secretario General a todos los Estados 
Partes para su aceptación. 

 2. Una enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del 
presente artículo entrará en vigor cuando haya sido aceptada por una mayoría 
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de dos tercios de los Estados Partes en el presente Protocolo, de conformidad 
con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

 3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para 
los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 
Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Protocolo y por 
las enmiendas anteriores que hayan aceptado. 

Artículo 35 

 A los miembros del Subcomité de Prevención y de los mecanismos 
nacionales de prevención se les otorgarán las prerrogativas e inmunidades 
que sean necesarias para el ejercicio independiente de sus funciones.  A los 
miembros del Subcomité se les otorgarán las prerrogativas e inmunidades 
especificadas en la sección 22 de la Convención sobre Prerrogativas e Inmu-
nidades de las Naciones Unidas, de 13 de febrero de 1946, con sujeción a las 
disposiciones de la sección 23 de dicha Convención. 

Artículo 36 

 Durante la visita a un Estado Parte, y sin perjuicio de las disposiciones 
y objetivos del presente Protocolo y de las prerrogativas e inmunidades de 
que puedan gozar, los miembros del Subcomité de Prevención deberán: 

 a) Observar las leyes y los reglamentos del Estado visitado; 

 b) Abstenerse de toda acción o actividad incompatible con el 
carácter imparcial e internacional de sus funciones. 

Artículo 37 

 1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

 2. El Secretario General de las Naciones remitirá copias certifica-
das del presente Protocolo a todos los Estados. 
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Convención Internacional sobre la  
protección de los derechos de todos 

los trabajadores migratorios y de 
sus familiares 

Aprobada por la Asamblea General en su resolución 45/158, 
de 18 de diciembre de 1990 (no está en vigor) 

PREÁMBULO 

 Los Estados Partes en la presente Convención, 

 Teniendo en cuenta los principios consagrados en los instrumentos 
fundamentales de las Naciones Unidas en materia de derechos humanos, en 
particular la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre la Elimi-
nación de Todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y la 
Convención sobre los Derechos del Niño,  

 Teniendo en cuenta también los principios y normas establecidos en 
los instrumentos pertinentes elaborados en el marco de la Organización Inter-
nacional del Trabajo, en especial el Convenio relativo a los trabajadores mi-
grantes (Nº 97), el Convenio sobre las migraciones en condiciones abusivas y 
la promoción de la igualdad de oportunidades y de trato de los trabajadores 
migrantes (Nº 143), la Recomendación sobre los trabajadores migrantes 
(Nº 86), la Recomendación sobre los trabajadores migrantes (Nº 151), el 
Convenio relativo al trabajo forzoso u obligatorio (Nº 29) y el Convenio 
relativo a la abolición del trabajo forzoso (Nº 105),  
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 Reafirmando la importancia de los principios consagrados en la Con-
vención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la ense-
ñanza, de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura, 

 Recordando la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, la Declaración del Cuarto Congreso de 
las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delin-
cuente, el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley y las Convenciones sobre la esclavitud,  

 Recordando que uno de los objetivos de la Organización internacional 
del Trabajo, como se establece en su Constitución, es la protección de los 
intereses de los trabajadores empleados en países distintos del propio, y te-
niendo en cuenta los conocimientos y experiencia de dicha organización en 
las cuestiones relacionadas con los trabajadores migratorios y sus familiares,  

 Reconociendo la importancia del trabajo realizado en relación con los 
trabajadores migratorios y sus familiares en distintos órganos de las Naciones 
Unidas, particularmente en la Comisión de Derechos Humanos y la Comisión 
de Desarrollo Social, así como en la Organización de las Naciones Unidas 
para la Agricultura y la Alimentación, la Organización de las Naciones Uni-
das para la Educación, la Ciencia y la Cultura y la Organización Mundial de 
la Salud y en otras organizaciones internacionales,  

 Reconociendo también los progresos realizados por algunos Estados 
mediante acuerdos regionales o bilaterales para la protección de los derechos 
de los trabajadores migratorios y de sus familiares, así como la importancia y 
la utilidad de los acuerdos bilaterales y multilaterales en esta esfera,  

 Comprendiendo la importancia y la magnitud del fenómeno de las 
migraciones, que abarca a millones de personas y afecta a un gran número de 
Estados de la comunidad internacional,  

 Conscientes de la repercusión que las corrientes de trabajadores mi-
gratorios tienen sobre los Estados y los pueblos interesados, y deseosos de 
establecer normas que puedan contribuir a armonizar las actitudes de los 
Estados mediante la aceptación de los principios fundamentales relativos al 
tratamiento de los trabajadores migratorios y de sus familiares,  

 Considerando la situación de vulnerabilidad en que con frecuencia se 
encuentran los trabajadores migratorios y sus familiares debido, entre otras 
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cosas, a su ausencia del Estado de origen y a las dificultades con las que 
tropiezan en razón de su presencia en el Estado de empleo,  

 Convencidos de que los derechos de los trabajadores migratorios y de 
sus familiares no han sido debidamente reconocidos en todas partes y, por 
tanto, requieren una protección internacional apropiada,  

 Teniendo en cuenta el hecho de que a menudo la migración es causa 
de graves problemas para los familiares de los trabajadores migratorios, así 
como para los propios trabajadores, particularmente debido a la dispersión de 
la familia,  

 Teniendo presente que los problemas humanos que plantea la migra-
ción son aún más graves en el caso de la migración irregular, y convencidos 
por tanto de que se debe alentar la adopción de medidas adecuadas a fin de 
evitar y eliminar los movimientos y el tránsito clandestinos de los trabajado-
res migratorios, asegurándoles a la vez la protección de sus derechos huma-
nos fundamentales,  

 Considerando que los trabajadores no documentados o que se hallan 
en situación irregular son empleados frecuentemente en condiciones de traba-
jo menos favorables que las de otros trabajadores y que para determinadas 
empresas ello constituye un aliciente para buscar ese tipo de mano de obra 
con el objeto de obtener los beneficios de una competencia desleal,  

 Considerando también que la práctica de emplear a trabajadores mi-
gratorios que se hallen en situación irregular será desalentada si se reconocen 
más ampliamente los derechos humanos fundamentales de todos los trabaja-
dores migratorios y, además, que la concesión de determinados derechos 
adicionales a los trabajadores migratorios y a sus familiares que se hallen en 
situación regular alentará a todos los trabajadores migratorios a respetar y 
cumplir las leyes y procedimientos establecidos por los Estados interesados,  

 Convencidos, por ello, de la necesidad de lograr la protección interna-
cional de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familia-
res, reafirmando y estableciendo normas fundamentales en una convención 
amplia que tenga aplicación universal,  

 Han convenido en lo siguiente: 
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PARTE I:  ALCANCE Y DEFINICIONES 

Artículo 1 

 1. La presente Convención será aplicable, salvo cuando en ella se 
disponga otra cosa, a todos los trabajadores migratorios y a sus familiares sin 
distinción alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma, religión o convic-
ción, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, nacio-
nalidad, edad, situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o 
cualquier otra condición.  

 2. La presente Convención será aplicable durante todo el proceso 
de migración de los trabajadores migratorios y sus familiares, que comprende 
la preparación para la migración, la partida, el tránsito y todo el período de 
estancia y de ejercicio de una actividad remunerada en el Estado de empleo, 
así como el regreso al Estado de origen o al Estado de residencia habitual. 

Artículo 2 

 A los efectos de la presente Convención: 

 1. Se entenderá por "trabajador migratorio" toda persona que vaya 
a realizar, realice o haya realizado una actividad remunerada en un Estado del 
que no sea nacional.  

 2. a) Se entenderá por "trabajador fronterizo" todo trabajador 
migratorio que conserve su residencia habitual en un Estado vecino, al que 
normalmente regrese cada día o al menos una vez por semana;  

 b) Se entenderá por "trabajador de temporada" todo trabajador 
migratorio cuyo trabajo, por su propia naturaleza, dependa de condiciones 
estacionales y sólo se realice durante parte del año;  

 c) Se entenderá por "marino", término que incluye a los pescado-
res, todo trabajador migratorio empleado a bordo de una embarcación regis-
trada en un Estado del que no sea nacional;  

 d) Se entenderá por "trabajador en una estructura marina" todo 
trabajador migratorio empleado en una estructura marina que se encuentre 
bajo la jurisdicción de un Estado del que no sea nacional;  

 e)  Se entenderá por "trabajador itinerante" todo trabajador migra-
torio que, aun teniendo su residencia habitual en un Estado, tenga que viajar a 
otro Estado u otros Estados por períodos breves, debido a su ocupación;  
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 f) Se entenderá por "trabajador vinculado a un proyecto" todo 
trabajador migratorio admitido a un Estado de empleo por un plazo definido 
para trabajar solamente en un proyecto concreto que realice en ese Estado su 
empleador;  

 g) Se entenderá por "trabajador con empleo concreto" todo traba-
jador migratorio:  

 i) Que haya sido enviado por su empleador por un plazo limitado 
y definido a un Estado de empleo para realizar una tarea o fun-
ción concreta;  

 ii) Que realice, por un plazo limitado y definido, un trabajo que 
requiera conocimientos profesionales, comerciales, técnicos o 
altamente especializados de otra índole; o  

 iii) Que, a solicitud de su empleador en el Estado de empleo, 
realice por un plazo limitado y definido un trabajo de carácter 
transitorio o breve; y que deba salir del Estado de empleo al 
expirar el plazo autorizado de su estancia, o antes, si deja de 
realizar la tarea o función concreta o el trabajo a que se ha 
hecho referencia;  

 h) Se entenderá por "trabajador por cuenta propia" todo trabajador 
migratorio que realice una actividad remunerada sin tener un contrato de 
trabajo y obtenga su subsistencia mediante esta actividad, trabajando nor-
malmente solo o junto con sus familiares, así como todo otro trabajador mi-
gratorio reconocido como trabajador por cuenta propia por la legislación 
aplicable del Estado de empleo o por acuerdos bilaterales o multilaterales. 

Artículo 3 

 La presente Convención no se aplicará a:  

 a) Las personas enviadas o empleadas por organizaciones y orga-
nismos internacionales y las personas enviadas o empleadas por un Estado 
fuera de su territorio para desempeñar funciones oficiales, cuya admisión y 
condición jurídica estén reguladas por el derecho internacional general o por 
acuerdos o convenios internacionales concretos;  

 b) Las personas enviadas o empleadas por un Estado fuera de su 
territorio, o por un empleador en su nombre, que participen en programas de 
desarrollo y en otros programas de cooperación, cuya admisión y condición 
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jurídica estén reguladas por un acuerdo con el Estado de empleo y que, de 
conformidad con este acuerdo, no sean consideradas trabajadores migratorios;  

 c) Las personas que se instalen en un país distinto de su Estado de 
origen en calidad de inversionistas;  

 d) Los refugiados y los apátridas, a menos que esté previsto que 
se aplique a estas personas en la legislación nacional pertinente del Estado 
Parte de que se trate o en instrumentos internacionales en vigor en ese Estado;  

 e) Los estudiantes y las personas que reciben capacitación;  

 f) Los marinos y los trabajadores en estructuras marinas que no 
hayan sido autorizados a residir y ejercer una actividad remunerada en el 
Estado de empleo. 

Artículo 4 

 A los efectos de la presente Convención, el término "familiares" se 
refiere a las personas casadas con trabajadores migratorios o que mantengan 
con ellos una relación que, de conformidad con el derecho aplicable, produz-
ca efectos equivalentes al matrimonio, así como a los hijos a su cargo y a 
otras personas a su cargo reconocidas como familiares por la legislación 
aplicable o por acuerdos bilaterales o multilaterales aplicables entre los Esta-
dos de que se trate. 

Artículo 5 

 A los efectos de la presente Convención, los trabajadores migratorios 
y sus familiares:  

 a) Serán considerados documentados o en situación regular si han 
sido autorizados a ingresar, a permanecer y a ejercer una actividad remunera-
da en el Estado de empleo de conformidad con las leyes de ese Estado y los 
acuerdos internacionales en que ese Estado sea parte;  

 b) Serán considerados no documentados o en situación irregular si 
no cumplen las condiciones establecidas en el inciso a) de este artículo. 

Artículo 6 

 A los efectos de la presente Convención:  

 a) Por "Estado de origen" se entenderá el Estado del que sea na-
cional la persona de que se trate;  
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 b) Por "Estado de empleo" se entenderá el Estado donde el traba-
jador migratorio vaya a realizar, realice o haya realizado una actividad remu-
nerada, según el caso;  

 c) Por "Estado de tránsito" se entenderá cualquier Estado por el 
que pase el interesado en un viaje al Estado de empleo o del Estado de em-
pleo al Estado de origen o al Estado de residencia habitual. 

PARTE II:  NO DISCRIMINACIÓN EN EL RECONOCIMIENTO DE DERECHOS 

Artículo 7 

 Los Estados Partes se comprometerán, de conformidad con los ins-
trumentos internacionales sobre derechos humanos, a respetar y asegurar a 
todos los trabajadores migratorios y sus familiares que se hallen dentro de su 
territorio o sometidos a su jurisdicción los derechos previstos en la presente 
Convención, sin distinción alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma, 
religión o convicción, opinión política o de otra índole, origen nacional, étni-
co o social, nacionalidad, edad, situación económica, patrimonio, estado 
civil, nacimiento o cualquier otra condición. 

 PARTE III: DERECHOS HUMANOS DE TODOS LOS TRABAJADORES 
  MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIARES 

Artículo 8 

 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares podrán salir li-
bremente de cualquier Estado, incluido su Estado de origen.  Ese derecho no 
estará sometido a restricción alguna, salvo las que sean establecidas por ley, 
sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud 
o la moral públicas o los derechos y libertades ajenos y sean compatibles con 
otros derechos reconocidos en la presente parte de la Convención.  

 2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a 
regresar en cualquier momento a su Estado de origen y permanecer en él. 

Artículo 9 

 El derecho a la vida de los trabajadores migratorios y sus familiares 
estará protegido por ley. 
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Artículo 10 

 Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será sometido a torturas 
ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 11 

 1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será sometido a 
esclavitud ni servidumbre.  

 2. No se exigirá a los trabajadores migratorios ni a sus familiares 
que realicen trabajos forzosos u obligatorios.  

 3. El párrafo 2 del presente artículo no obstará para que los Esta-
dos cuya legislación admita para ciertos delitos penas de prisión con trabajos 
forzosos puedan imponer éstos en cumplimiento de sentencia dictada por un 
tribunal competente.  

 4. A los efectos de este artículo, la expresión "trabajos forzosos u 
obligatorios" no incluirá:  

 a) Ningún trabajo o servicio, no previsto en el párrafo 3 de este 
artículo, que normalmente deba realizar una persona que, en virtud de una 
decisión de la justicia ordinaria, se halle detenida o haya sido puesta ulte-
riormente en situación de libertad condicional;  

 b) Ningún servicio exigido en casos de emergencia o de desastre 
que amenacen la vida o el bienestar de la comunidad;  

 c) Ningún trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones 
civiles normales, en la medida en que se imponga también a los ciudadanos 
del Estado de que se trate. 

Artículo 12 

 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a 
la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión.  Ese derecho incluirá 
la libertad de profesar o de adoptar la religión o creencia de su elección, así 
como la libertad de manifestar su religión o creencia, individual o colectiva-
mente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de 
ritos, las prácticas y la enseñanza.  

 2. Los trabajadores migratorios y sus familiares no serán someti-
dos a coacción alguna que limite su libertad de profesar y adoptar una reli-
gión o creencia de su elección.  
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 3. La libertad de expresar la propia religión o creencia sólo podrá 
quedar sometida a las limitaciones que se establezcan por ley y que sean 
necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud y la moral públicos o 
los derechos y las libertades fundamentales de los demás.  

 4. Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen 
a respetar la libertad de los padres, cuando por lo menos uno de ellos sea 
trabajador migratorio, y, en su caso, de los tutores legales para hacer que los 
hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus pro-
pias convicciones. 

Artículo 13 

 1. El derecho de opinión de los trabajadores migratorios y sus 
familiares no será objeto de injerencia alguna.  

 2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a 
la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de recabar, reci-
bir y difundir información e ideas de toda índole, sin limitaciones de fronte-
ras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cual-
quier otro medio de su elección.  

 3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 del presente 
artículo entraña obligaciones y responsabilidades especiales.  Por lo tanto, 
podrá ser sometido a ciertas restricciones, a condición de que éstas hayan 
sido establecidas por ley y sean necesarias para:  

 a) Respetar los derechos o el buen nombre ajenos;  

 b) Proteger la seguridad nacional de los Estados de que se trate, el 
orden público o la salud o la moral públicas;  

 c) Prevenir toda la propaganda en favor de la guerra;  

 d) Prevenir toda apología del odio nacional, racial o religioso que 
constituya incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia. 

Artículo 14 

 Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será sometido a injeren-
cias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar, correspondencia 
u otras comunicaciones ni a ataques ilegales contra su honor y buen nombre.  
Todos los trabajadores migratorios tendrán derecho a la protección de la ley 
contra tales injerencias o ataques. 
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Artículo 15 

 Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será privado arbitraria-
mente de sus bienes, ya sean de propiedad personal exclusiva o en asociación 
con otras personas.  Cuando, en virtud de la legislación vigente en el Estado 
de empleo, los bienes de un trabajador migratorio o de un familiar suyo sean 
expropiados total o parcialmente, la persona interesada tendrá derecho a una 
indemnización justa y apropiada. 

Artículo 16 

 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a 
la libertad y la seguridad personales.  

 2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a 
la protección efectiva del Estado contra toda violencia, daño corporal, 
amenaza o intimidación por parte de funcionarios públicos o de particulares, 
grupos o instituciones.  

 3. La verificación por los funcionarios encargados de hacer cum-
plir la ley de la identidad de los trabajadores migratorios o de sus familiares 
se realizará con arreglo a los procedimientos establecidos por ley.  

 4. Los trabajadores migratorios y sus familiares no serán someti-
dos, individual ni colectivamente, a detención o prisión arbitrarias; no serán 
privados de su libertad, salvo por los motivos y de conformidad con los pro-
cedimientos que la ley establezca.  

 5. Los trabajadores migratorios y sus familiares que sean 
detenidos serán informados en el momento de la detención, de ser posible en 
un idioma que comprendan, de los motivos de esta detención, y se les 
notificarán prontamente, en un idioma que comprendan, las acusaciones que 
se les haya formulado.  

 6. Los trabajadores migratorios y sus familiares detenidos o pre-
sos a causa de una infracción penal serán llevados sin demora ante un juez u 
otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y 
tendrán derecho a ser juzgados en un plazo razonable o a ser puestos en liber-
tad.  La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe 
ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que 
aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio o en cualquier 
otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución 
del fallo.  



 Convención Internacional sobre la protección de los derechos 
 de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares 189 

 

 7. Cuando un trabajador migratorio o un familiar suyo sea arres-
tado, recluido en prisión o detenido en espera de juicio o sometido a cual-
quier otra forma de detención:  

 a) Las autoridades consulares o diplomáticas de su Estado de 
origen, o de un Estado que represente los intereses del Estado de origen, 
serán informadas sin demora, si lo solicita el detenido, de la detención o 
prisión y de los motivos de esa medida;  

 b) La persona interesada tendrá derecho a comunicarse con esas 
autoridades.  Toda comunicación dirigida por el interesado a esas autoridades 
será remitida sin demora, y el interesado tendrá también derecho a recibir sin 
demora las comunicaciones de dichas autoridades;  

 c) Se informará sin demora al interesado de este derecho y de los 
derechos derivados de los tratados pertinentes, si son aplicables entre los 
Estados de que se trate, a intercambiar correspondencia y reunirse con repre-
sentantes de esas autoridades y a hacer gestiones con ellos para su represen-
tación legal.  

 8. Los trabajadores migratorios y sus familiares que sean privados 
de su libertad por detención o prisión tendrán derecho a incoar procedimien-
tos ante un tribunal, a fin de que éste pueda decidir sin demora acerca de la 
legalidad de su detención y ordenar su libertad si la detención no fuere legal.  
En el ejercicio de este recurso, recibirán la asistencia, gratuita si fuese nece-
sario, de un intérprete cuando no pudieren entender o hablar el idioma utili-
zado.  

 9. Los trabajadores migratorios y sus familiares que hayan sido 
víctimas de detención o prisión ilegal tendrán derecho a exigir una 
indemnización. 

Artículo 17 

 1. Todo trabajador migratorio o familiar suyo privado de libertad 
será tratado humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al 
ser humano y a su identidad cultural.  

 2. Los trabajadores migratorios y sus familiares acusados estarán 
separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y some-
tidos a un régimen distinto, adecuado a su condición de personas no conde-
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nadas.  Si fueren menores de edad, estarán separados de los adultos y la vista 
de su causa tendrá lugar con la mayor celeridad.  

 3. Todo trabajador migratorio o familiar suyo que se encuentre 
detenido en un Estado de tránsito o en el Estado de empleo por violación de 
las disposiciones sobre migración será alojado, en la medida de lo posible, en 
locales distintos de los destinados a las personas condenadas o a las personas 
detenidas que esperen ser juzgadas.  

 4. Durante todo período de prisión en cumplimiento de una sen-
tencia impuesta por un tribunal, el tratamiento del trabajador migratorio o 
familiar suyo tendrá por finalidad esencial su reforma y readaptación social.  
Los menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos 
a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica.  

 5. Durante la detención o prisión, los trabajadores migratorios y 
sus familiares tendrán el mismo derecho que los nacionales a recibir visitas 
de miembros de su familia.  

 6. Cuando un trabajador migratorio sea privado de su libertad, las 
autoridades competentes del Estado de que se trate prestarán atención a los 
problemas que se planteen a sus familiares, en particular al cónyuge y los 
hijos menores.  

 7. Los trabajadores migratorios y sus familiares sometidos a cual-
quier forma de detención o prisión prevista por las leyes vigentes del Estado 
de empleo o el Estado de tránsito gozarán de los mismos derechos que los 
nacionales de dichos Estados que se encuentren en igual situación.  

 8. Si un trabajador migratorio o un familiar suyo es detenido con 
objeto de verificar una infracción de las disposiciones sobre migración, no 
correrán por su cuenta los gastos que ocasione ese procedimiento. 

Artículo 18 

 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán iguales 
derechos que los nacionales del Estado de que se trate ante los tribunales y 
las cortes de justicia.  Tendrán derecho a ser oídos públicamente y con las 
debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter 
penal formulada contra ellos o para la determinación de sus derechos u obli-
gaciones de carácter civil.  
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 2. Todo trabajador migratorio o familiar suyo acusado de un deli-
to tendrá derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 
culpabilidad conforme a la ley.  

 3. Durante el proceso, todo trabajador migratorio o familiar suyo 
acusado de un delito tendrá derecho a las siguientes garantías mínimas:  

 a) A ser informado sin demora, en un idioma que comprenda y en 
forma detallada, de la naturaleza y las causas de la acusación formulada en su 
contra;  

 b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la pre-
paración de su defensa y comunicarse con un defensor de su elección;  

 c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas;  

 d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente 
o ser asistido por un defensor de su elección; a ser informado, si no tuviera 
defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la 
justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente si care-
ciera de medios suficientes para pagar;  

 e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obte-
ner la comparecencia de los testigos de descargo y a que éstos sean interro-
gados en las mismas condiciones que los testigos de cargo;  

 f) A ser asistido gratuitamente por un intérprete, si no comprende 
o no habla el idioma empleado en el tribunal;  

 g) A no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a confesarse 
culpable.  

 4. En el procedimiento aplicable a los menores, se tendrá en cuen-
ta su edad y la importancia de promover su readaptación social.  

 5. Todo trabajador migratorio o familiar suyo declarado culpable 
de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se la 
haya impuesto sean examinados por un tribunal superior, conforme a lo pres-
crito por la ley.  

 6. Cuando una sentencia condenatoria firme contra un trabajador 
migratorio o un familiar suyo haya sido ulteriormente revocada o el condena-
do haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plena-
mente probatorio de la comisión de un error judicial, quien haya sufrido una 
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pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizado conforme a la 
ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no 
haberse revelado oportunamente el hecho desconocido.  

 7. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo podrá ser juzgado 
ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto 
mediante sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal del 
Estado interesado. 

Artículo 19 

 1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será condenado 
por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos 
según el derecho nacional o internacional; tampoco se impondrá pena más 
grave que la aplicable en el momento de la comisión.  Si con posterioridad a 
la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el 
interesado se beneficiará de esa disposición.  

 2. Al dictar una sentencia condenatoria por un delito cometido 
por un trabajador migratorio o un familiar suyo, se deberán considerar los 
aspectos humanitarios relacionados con su condición, en particular con respe-
to a su derecho de residencia o de trabajo. 

Artículo 20 

 1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será encarcelado 
por el solo hecho de no cumplir una obligación contractual.  

 2. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será privado de 
su autorización de residencia o permiso de trabajo ni expulsado por el solo 
hecho de no cumplir una obligación emanada de un contrato de trabajo, a 
menos que el cumplimiento de esa obligación constituya condición necesaria 
para dicha autorización o permiso. 

Artículo 21 

 Ninguna persona que no sea un funcionario público debidamente 
autorizado por la ley podrá confiscar, destruir o intentar destruir documentos 
de identidad, autorizaciones de entrada, estancia, residencia o permanencia en 
el territorio de un país ni permisos de trabajo.  En los casos en que la confis-
cación de esos documentos esté autorizada, no podrá efectuarse sin la previa 
entrega de un recibo detallado.  En ningún caso estará permitido destruir el 
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pasaporte o documento equivalente de un trabajador migratorio o de un fami-
liar suyo. 

Artículo 22 

 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares no podrán ser 
objeto de medidas de expulsión colectiva.  Cada caso de expulsión será exa-
minado y decidido individualmente.  

 2. Los trabajadores migratorios y sus familiares sólo podrán ser 
expulsados del territorio de un Estado Parte en cumplimiento de una decisión 
adoptada por la autoridad competente conforme a la ley.  

 3. La decisión les será comunicada en un idioma que puedan 
entender.  Les será comunicada por escrito si lo solicitasen y ello no fuese 
obligatorio por otro concepto y, salvo en circunstancias excepcionales justifi-
cadas por razones de seguridad nacional, se indicarán también los motivos de 
la decisión.  Se informará a los interesados de estos derechos antes de que se 
pronuncie la decisión o, a mas tardar, en ese momento.  

 4. Salvo cuando una autoridad judicial dicte una decisión definiti-
va, los interesados tendrán derecho a exponer las razones que les asistan para 
oponerse a su expulsión, así como a someter su caso a revisión ante la autori-
dad competente, a menos que razones imperiosas de seguridad nacional se 
opongan a ello.  Hasta tanto se haga dicha revisión, tendrán derecho a solici-
tar que se suspenda la ejecución de la decisión de expulsión.  

 5. Cuando una decisión de expulsión ya ejecutada sea ulterior-
mente revocada, la persona interesada tendrá derecho a reclamar indemniza-
ción conforme a la ley, y no se hará valer la decisión anterior para impedir a 
esa persona que vuelva a ingresar en el Estado de que se trate.  

 6. En caso de expulsión, el interesado tendrá oportunidad razona-
ble, antes o después de la partida, para arreglar lo concerniente al pago de los 
salarios y otras prestaciones que se le adeuden y al cumplimiento de sus obli-
gaciones pendientes.  

 7. Sin perjuicio de la ejecución de una decisión de expulsión, el 
trabajador migratorio o familiar suyo que sea objeto de ella podrá solicitar 
autorización de ingreso en un Estado que no sea su Estado de origen.  
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 8. Los gastos a que dé lugar el procedimiento de expulsión de un 
trabajador migratorio o un familiar suyo no correrán por su cuenta.  Podrá 
exigírsele que pague sus propios gastos de viaje.  

 9. La expulsión del Estado de empleo no menoscabará por sí sola 
ninguno de los derechos que haya adquirido de conformidad con la legisla-
ción de ese Estado un trabajador migratorio o un familiar suyo, incluido el 
derecho a recibir los salarios y otras prestaciones que se le adeuden. 

Artículo 23 

 Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a recu-
rrir a la protección y la asistencia de las autoridades consulares o diplomáti-
cas de su Estado de origen, o del Estado que represente los intereses de ese 
Estado, en todos los casos en que queden menoscabados los derechos recono-
cidos en la presente Convención.  En particular, en caso de expulsión, se 
informará sin demora de ese derecho a la persona interesada, y las autorida-
des del Estado que haya dispuesto la expulsión facilitarán el ejercicio de ese 
derecho. 

Artículo 24 

 Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho, en 
todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

Artículo 25 

 1. Los trabajadores migratorios gozarán de un trato que no sea 
menos favorable que el que reciben los nacionales del Estado de empleo en lo 
tocante a remuneración y de:  

 a) Otras condiciones de trabajo, es decir, horas extraordinarias, 
horario de trabajo, descanso semanal, vacaciones pagadas, seguridad, salud, 
fin de la relación de empleo y cualesquiera otras condiciones de trabajo que, 
conforme a la legislación y la práctica nacionales, estén comprendidas en este 
término;  

 b) Otras condiciones de empleo, es decir, edad mínima de empleo, 
restricción del trabajo a domicilio y cualesquiera otros asuntos que, conforme 
a la legislación y la práctica nacionales, se consideren condiciones de 
empleo.  
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 2. No será legal menoscabar en los contratos privados de empleo 
el principio de igualdad de trato que se menciona en el párrafo 1 del presente 
artículo.  

 3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para 
asegurar que los trabajadores migratorios no sean privados de ninguno de los 
derechos derivados de este principio a causa de irregularidades en su perma-
nencia o empleo.  En particular, los empleadores no quedarán exentos de 
ninguna obligación jurídica ni contractual, ni sus obligaciones se verán limi-
tadas en forma alguna a causa de cualquiera de esas irregularidades. 

Artículo 26 

 1. Los Estados Partes reconocerán el derecho de los trabajadores 
migratorios y sus familiares a:  

 a) Participar en las reuniones y actividades de los sindicatos o de 
cualesquiera otras asociaciones establecidas conforme a la ley, con miras a 
proteger sus intereses económicos, sociales, culturales y de otra índole, con 
sujeción solamente a las normas de la organización pertinente;  

 b) Afiliarse libremente a cualquier sindicato o a cualquiera de las 
asociaciones citadas, con sujeción solamente a las normas de la organización 
pertinente;  

 c) Solicitar ayuda y asistencia de cualquier sindicato o de cual-
quiera de las asociaciones citadas.  

 2. El ejercicio de tales derechos sólo podrá estar sujeto a las res-
tricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democráti-
ca en interés de la seguridad nacional o el orden público o para proteger los 
derechos y libertades de los demás. 

Artículo 27 

 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares gozarán en el 
Estado de empleo, con respecto a la seguridad social, del mismo trato que los 
nacionales en la medida en que cumplan los requisitos previstos en la legisla-
ción aplicable de ese Estado o en los tratados bilaterales y multilaterales 
aplicables.  Las autoridades competentes del Estado de origen y del Estado de 
empleo podrán tomar en cualquier momento las disposiciones necesarias para 
determinar las modalidades de aplicación de esta norma.  
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 2. Cuando la legislación aplicable no permita que los trabajadores 
migratorios o sus familiares gocen de alguna prestación, el Estado de que se 
trate, sobre la base del trato otorgado a los nacionales que estuvieren en si-
tuación similar, considerará la posibilidad de reembolsarles el monto de las 
contribuciones que hubieren aportado en relación con esas prestaciones. 

Artículo 28 

 Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a recibir 
cualquier tipo de atención médica urgente que resulte necesaria para preser-
var su vida o para evitar daños irreparables a su salud en condiciones de 
igualdad de trato con los nacionales del Estado de que se trate.  Esa atención 
médica de urgencia no podrá negarse por motivos de irregularidad en lo que 
respecta a la permanencia o al empleo. 

Artículo 29 

 Todos los hijos de los trabajadores migratorios tendrán derecho a tener 
un nombre, al registro de su nacimiento y a tener una nacionalidad. 

Artículo 30 

 Todos los hijos de los trabajadores migratorios gozarán del derecho 
fundamental de acceso a la educación en condiciones de igualdad de trato con 
los nacionales del Estado de que se trate.  El acceso de los hijos de trabajado-
res migratorios a las instituciones de enseñanza preescolar o las escuelas 
públicas no podrá denegarse ni limitarse a causa de la situación irregular en 
lo que respecta a la permanencia o al empleo de cualquiera de los padres, ni 
del carácter irregular de la permanencia del hijo en el Estado de empleo. 

Artículo 31 

 1. Los Estados Partes velarán porque se respete la identidad cultu-
ral de los trabajadores migratorios y de sus familiares y no impedirán que 
éstos mantengan vínculos culturales con sus Estados de origen.  

 2. Los Estados Partes podrán tomar las medidas apropiadas para 
ayudar y alentar los esfuerzos a este respecto. 

Artículo 32 

 Los trabajadores migratorios y sus familiares, al terminar su perma-
nencia en el Estado de empleo, tendrán derecho a transferir sus ingresos y 



 Convención Internacional sobre la protección de los derechos 
 de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares 197 

 

ahorros y, de conformidad con la legislación aplicable de los Estados de que 
se trate, sus efectos personales y otras pertenencias. 

Artículo 33 

 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a 
que el Estado de origen, el Estado de empleo o el Estado de tránsito, según 
corresponda, les proporcione información acerca de:  

 a) Sus derechos con arreglo a la presente Convención;  

 b) Los requisitos establecidos para su admisión, sus derechos y 
obligaciones con arreglo a la ley y la práctica del Estado interesado y cuales-
quiera otras cuestiones que les permitan cumplir formalidades administrativas 
o de otra índole en dicho Estado.  

 2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas que consideren 
apropiadas para difundir la información mencionada o velar por que sea su-
ministrada por empleadores, sindicatos u otros órganos o instituciones apro-
piados.  Según corresponda, cooperarán con los demás Estados interesados.  

 3. La información adecuada será suministrada a los trabajadores 
migratorios y sus familiares que la soliciten gratuitamente y, en la medida de 
lo posible, en un idioma que puedan entender. 

Artículo 34 

 Ninguna de las disposiciones de la presente Parte de la Convención 
tendrá por efecto eximir a los trabajadores migratorios y a sus familiares de la 
obligación de cumplir las leyes y reglamentaciones de todos los Estados de 
tránsito y del Estado de empleo ni de la obligación de respetar la identidad 
cultural de los habitantes de esos Estados. 

Artículo 35 

 Ninguna de las disposiciones de la presente Parte de la Convención se 
interpretará en el sentido de que implica la regularización de la situación de 
trabajadores migratorios o de familiares suyos no documentados o en situa-
ción irregular o el derecho a que su situación sea así regularizada, ni menos-
cabará las medidas encaminadas a asegurar las condiciones satisfactorias y 
equitativas para la migración internacional previstas en la parte VI de la pre-
sente Convención. 
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 PARTE IV:  OTROS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS 
  Y SUS FAMILIARES QUE ESTÉN DOCUMENTADOS O SE 
  ENCUENTREN  EN SITUACIÓN REGULAR 

Artículo 36 

 Los trabajadores migratorios y sus familiares que estén documentados 
o se encuentren en situación regular en el Estado de empleo gozarán de los 
derechos enunciados en la presente Parte de la Convención, además de los 
enunciados en la parte III. 

Artículo 37 

 Antes de su partida, o a más tardar en el momento de su admisión en 
el Estado de empleo, los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán 
derecho a ser plenamente informados por el Estado de origen o por el Estado 
de empleo, según corresponda, de todas las condiciones aplicables a su admi-
sión y, particularmente, de las relativas a su estancia y a las actividades re-
muneradas que podrán realizar, así como de los requisitos que deberán cum-
plir en el Estado de empleo y las autoridades a que deberán dirigirse para que 
se modifiquen esas condiciones. 

Artículo 38 

 1. Los Estados de empleo harán todo lo posible por autorizar a los 
trabajadores migratorios y sus familiares a ausentarse temporalmente sin que 
ello afecte a la autorización que tengan de permanecer o trabajar, según sea el 
caso.  Al hacerlo, los Estados de empleo deberán tener presentes las necesi-
dades y obligaciones especiales de los trabajadores migratorios y sus familia-
res, particularmente en sus Estados de origen.  

 2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a 
ser informados plenamente de las condiciones en que estén autorizadas esas 
ausencias temporales. 

Artículo 39 

 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a 
la libertad de movimiento en el territorio del Estado de empleo y a escoger 
libremente en él su residencia.  

 2. Los derechos mencionados en el párrafo 1 del presente artículo 
no estarán sujetos a ninguna restricción, salvo las que estén establecidas por 
ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la 
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salud o la moral públicas o los derechos y las libertades de los demás y sean 
congruentes con los demás derechos reconocidos en la presente Convención. 

Artículo 40 

 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán el 
derecho a establecer asociaciones y sindicatos en el Estado de empleo para el 
fomento y la protección de sus intereses económicos, sociales, culturales y de 
otra índole.  

 2. No podrán imponerse restricciones al ejercicio de ese derecho, 
salvo las que prescriba la ley y resulten necesarias en una sociedad democrá-
tica en interés de la seguridad nacional o el orden público o para proteger los 
derechos y libertades de los demás. 

Artículo 41 

 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a 
participar en los asuntos públicos de su Estado de origen y a votar y ser 
elegidos en elecciones celebradas en ese Estado, de conformidad con su 
legislación.  

 2. Los Estados de que se trate facilitarán, según corresponda y de 
conformidad con su legislación, el ejercicio de esos derechos. 

Artículo 42 

 1. Los Estados Partes considerarán la posibilidad de establecer 
procedimientos o instituciones que permitan tener en cuenta, tanto en los 
Estados de origen como en los Estados de empleo, las necesidades, aspira-
ciones u obligaciones especiales de los trabajadores migratorios y sus fami-
liares y considerarán también, según proceda, la posibilidad de que los traba-
jadores migratorios y sus familiares tengan en esas instituciones sus propios 
representantes libremente elegidos.  

 2. Los Estados de empleo facilitarán, de conformidad con su 
legislación nacional, la consulta o la participación de los trabajadores migra-
torios y sus familiares en las decisiones relativas a la vida y la administración 
de las comunidades locales.  

 3. Los trabajadores migratorios podrán disfrutar de derechos 
políticos en el Estado de empleo si ese Estado, en el ejercicio de su soberanía, 
les concede tales derechos. 
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Artículo 43 

 1. Los trabajadores migratorios gozarán de igualdad de trato res-
pecto de los nacionales del Estado de empleo en relación con:  

 a) El acceso a instituciones y servicios de enseñanza, con sujeción 
a los requisitos de admisión y otras reglamentaciones de las instituciones y 
servicios de que se trate;  

 b) El acceso a servicios de orientación profesional y colocación;  

 c) El acceso a servicios e instituciones de formación profesional y 
readiestramiento;  

 d) El acceso a la vivienda, con inclusión de los planes sociales de 
vivienda, y la protección contra la explotación en materia de alquileres;  

 e) El acceso a los servicios sociales y de salud, siempre que se 
hayan satisfecho los requisitos establecidos para la participación en los planes 
correspondientes;  

 f) El acceso a las cooperativas y empresas en régimen de 
autogestión, sin que ello implique un cambio de su condición de trabajadores 
migratorios y con sujeción a las normas y los reglamentos por que se rijan los 
órganos interesados;  

 g) El acceso a la vida cultural y la participación en ella.  

 2. Los Estados Partes promoverán condiciones que garanticen una 
efectiva igualdad de trato, a fin de que los trabajadores migratorios puedan 
gozar de los derechos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo, siem-
pre que las condiciones establecidas para su estancia, con arreglo a la autori-
zación del Estado de empleo, satisfagan los requisitos correspondientes.  

 3. Los Estados de empleo no impedirán que un empleador de 
trabajadores migratorios instale viviendas o servicios sociales o culturales 
para ellos.  Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 70 de la presente Con-
vención, el Estado de empleo podrá subordinar la instalación de esos servi-
cios a los requisitos generalmente exigidos en ese Estado en relación con su 
instalación. 

Artículo 44 

 1. Los Estados Partes, reconociendo que la familia es el grupo 
básico natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a protección por 
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parte de la sociedad y del Estado, adoptarán las medidas apropiadas para 
asegurar la protección de la unidad de la familia del trabajador migratorio.  

 2. Los Estados Partes tomarán las medidas que estimen apropia-
das y entren en la esfera de su competencia para facilitar la reunión de los 
trabajadores migratorios con sus cónyuges o con aquellas personas que man-
tengan con el trabajador migratorio una relación que, de conformidad con el 
derecho aplicable, produzca efectos equivalentes al matrimonio, al igual que 
con sus hijos solteros menores de edad que estén a su cargo.  

 3. Los Estados de empleo, por razones humanitarias, considerarán 
favorablemente conceder un trato igual al previsto en el párrafo 2 del presen-
te artículo a otros familiares de los trabajadores migratorios. 

Artículo 45 

 1. Los familiares de los trabajadores migratorios gozarán, en el 
Estado de empleo, de igualdad de trato respecto de los nacionales de ese 
Estado en relación con:  

 a) El acceso a instituciones y servicios de enseñanza, con sujeción 
a los requisitos de ingreso y a otras normas de las instituciones y los servicios 
de que se trate;  

 b) El acceso a instituciones y servicios de orientación y capacita-
ción vocacional, a condición de que se cumplan los requisitos para la partici-
pación en ellos;  

 c) El acceso a servicios sociales y de salud, a condición de que se 
cumplan los requisitos para la participación en los planes correspondientes;  

 d) El acceso a la vida cultural y la participación en ella.  

 2. Los Estados de empleo, en colaboración con los Estados de 
origen cuando proceda, aplicarán una política encaminada a facilitar la inte-
gración de los hijos de los trabajadores migratorios en el sistema escolar 
local, particularmente en lo tocante a la enseñanza del idioma local.  

 3. Los Estados de empleo procurarán facilitar a los hijos de los 
trabajadores migratorios la enseñanza de su lengua y cultura maternas y, 
cuando proceda, los Estados de origen colaborarán a esos efectos.  
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 4. Los Estados de empleo podrán establecer planes especiales de 
enseñanza en la lengua materna de los hijos de los trabajadores migratorios, 
en colaboración con los Estados de origen si ello fuese necesario. 

Artículo 46 

 Los trabajadores migratorios y sus familiares estarán exentos, con 
sujeción a la legislación aplicable de los Estados de que se trate y a los 
acuerdos internacionales pertinentes y las obligaciones de dichos Estados 
dimanantes de su participación en uniones aduaneras, del pago de derechos e 
impuestos en concepto de importación y exportación por sus efectos persona-
les y enseres domésticos, así como por el equipo necesario para el desempeño 
de la actividad remunerada para la que hubieran sido admitidos en el Estado 
de empleo:  

 a) En el momento de salir del Estado de origen o del Estado de 
residencia habitual;  

 b) En el momento de su admisión inicial en el Estado de empleo;  

 c) En el momento de su salida definitiva del Estado de empleo;  

 d) En el momento de su regreso definitivo al Estado de origen o al 
Estado de residencia habitual. 

Artículo 47 

 1. Los trabajadores migratorios tendrán derecho a transferir sus 
ingresos y ahorros, en particular los fondos necesarios para el sustento de sus 
familiares, del Estado de empleo a su Estado de origen o a cualquier otro 
Estado.  Esas transferencias se harán con arreglo a los procedimientos esta-
blecidos en la legislación aplicable del Estado interesado y de conformidad 
con los acuerdos internacionales aplicables.  

 2. Los Estados interesados adoptarán las medidas apropiadas para 
facilitar dichas transferencias. 

Artículo 48 

 1. Sin perjuicio de los acuerdos aplicables sobre doble tributa-
ción, los trabajadores migratorios y sus familiares, en lo que respecta a los 
ingresos en el Estado de empleo:  
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 a) No deberán pagar impuestos, derechos ni gravámenes de nin-
gún tipo que sean más elevados o gravosos que los que deban pagar los na-
cionales en circunstancias análogas;  

 b) Tendrán derecho a deducciones o exenciones de impuestos de 
todo tipo y a las desgravaciones tributarias aplicables a los nacionales en 
circunstancias análogas, incluidas las desgravaciones tributarias por familia-
res a su cargo.  

 2. Los Estados Partes procurarán adoptar las medidas apropiadas 
para evitar que los ingresos y ahorros de los trabajadores migratorios y sus 
familiares sean objeto de doble tributación. 

Artículo 49 

 1. En los casos en que la legislación nacional exija autorizaciones 
separadas de residencia y de empleo, los Estados de empleo otorgarán a los 
trabajadores migratorios una autorización de residencia por lo menos por el 
mismo período de duración de su permiso para desempeñar una actividad 
remunerada.  

 2. En los Estados de empleo en que los trabajadores migratorios 
tengan la libertad de elegir una actividad remunerada, no se considerará que 
los trabajadores migratorios se encuentran en situación irregular, ni se les 
retirará su autorización de residencia, por el solo hecho del cese de su activi-
dad remunerada con anterioridad al vencimiento de su permiso de trabajo o 
autorización análoga.  

 3. A fin de permitir que los trabajadores migratorios mencionados 
en el párrafo 2 del presente artículo tengan tiempo suficiente para encontrar 
otra actividad remunerada, no se les retirará su autorización de residencia, 
por lo menos por un período correspondiente a aquel en que tuvieran derecho 
a prestaciones de desempleo. 

Artículo 50 

 1. En caso de fallecimiento de un trabajador migratorio o de diso-
lución del matrimonio, el Estado de empleo considerará favorablemente con-
ceder autorización para permanecer en él a los familiares de ese trabajador 
migratorio que residan en ese Estado en consideración de la unidad de la 
familia; el Estado de empleo tendrá en cuenta el período de tiempo que esos 
familiares hayan residido en él.  
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 2. Se dará a los familiares a quienes no se conceda esa autoriza-
ción tiempo razonable para arreglar sus asuntos en el Estado de empleo antes 
de salir de él.  

 3. No podrá interpretarse que las disposiciones de los párrafos 1 y 
2 de este artículo afectan adversamente al derecho a permanecer y trabajar 
concedido a esos familiares por la legislación del Estado de empleo o por 
tratados bilaterales y multilaterales aplicables a ese Estado. 

Artículo 51 

 No se considerará que se encuentren en situación irregular los trabaja-
dores migratorios que en el Estado de empleo no estén autorizados a elegir 
libremente su actividad remunerada, ni tampoco se les retirará su autoriza-
ción de residencia por el solo hecho de que haya cesado su actividad remune-
rada con anterioridad al vencimiento de su permiso de trabajo, excepto en los 
casos en que la autorización de residencia dependa expresamente de la activi-
dad remunerada específica para la cual hayan sido aceptados.  Dichos traba-
jadores migratorios tendrán derecho a buscar otros empleos, participar en 
programas de obras públicas y readiestrarse durante el período restante de su 
permiso de trabajo, con sujeción a las condiciones y limitaciones que se esta-
blezcan en dicho permiso.  

Artículo 52 

 1. Los trabajadores migratorios tendrán en el Estado de empleo 
libertad de elegir su actividad remunerada, con sujeción a las restricciones o 
condiciones siguientes.  

 2. Respecto de cualquier trabajador migratorio, el Estado de em-
pleo podrá:  

 a) Restringir el acceso a categorías limitadas de empleo, funcio-
nes, servicios o actividades, cuando ello sea necesario en beneficio del Esta-
do y esté previsto por la legislación nacional;  

 b) Restringir la libre elección de una actividad remunerada de 
conformidad con su legislación relativa a las condiciones de reconocimiento 
de calificaciones profesionales adquiridas fuera del territorio del Estado de 
empleo.  Sin embargo, los Estados Partes interesados tratarán de reconocer 
esas calificaciones.  
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 3. En el caso de los trabajadores migratorios cuyo permiso de 
trabajo sea de tiempo limitado, el Estado de empleo también podrá:  

 a) Subordinar el derecho de libre elección de una actividad remu-
nerada a la condición de que el trabajador migratorio haya residido legalmen-
te en el territorio del Estado de empleo para los fines de ejercer una actividad 
remunerada por un período de tiempo determinado en la legislación nacional 
de dicho Estado que no sea superior a dos años;  

 b) Limitar el acceso del trabajador migratorio a una actividad 
remunerada en aplicación de una política de otorgar prioridad a sus naciona-
les o a las personas que estén asimiladas a sus nacionales para esos fines en 
virtud de la legislación vigente o de acuerdos bilaterales o multilaterales.  Las 
limitaciones de este tipo no se aplicarán a un trabajador migratorio que haya 
residido legalmente en el territorio del Estado de empleo para los fines de 
ejercer una actividad remunerada por un período determinado en la legisla-
ción nacional de dicho Estado que no sea superior a cinco años.  

 4. El Estado de empleo fijará las condiciones en virtud de las 
cuales un trabajador migratorio que haya sido admitido para ejercer un em-
pleo podrá ser autorizado a realizar trabajos por cuenta propia.  Se tendrá en 
cuenta el período durante el cual el trabajador haya residido legalmente en el 
Estado de empleo. 

Artículo 53 

 1. Los familiares de un trabajador migratorio cuya autorización de 
residencia o admisión no tenga límite de tiempo o se renueve automáticamen-
te podrán elegir libremente una actividad remunerada en las mismas condi-
ciones aplicables a dicho trabajador migratorio de conformidad con el artícu-
lo 52 de la presente Convención.  

 2. En cuanto a los familiares de un trabajador migratorio a quie-
nes no se les permita elegir libremente su actividad remunerada, los Estados 
Partes considerarán favorablemente darles prioridad, a efectos de obtener 
permiso para ejercer una actividad remunerada, respecto de otros trabajadores 
que traten de lograr admisión en el Estado de empleo, con sujeción a los 
acuerdos bilaterales y multilaterales aplicables. 
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Artículo 54 

 1. Sin perjuicio de las condiciones de su autorización de residen-
cia o de su permiso de trabajo ni de los derechos previstos en los artículos 25 
y 27 de la presente Convención, los trabajadores migratorios gozarán de 
igualdad de trato respecto de los nacionales del Estado de empleo en relación 
con:  

 a) La protección contra los despidos;  

 b) Las prestaciones de desempleo;  

 c) El acceso a los programas de obras públicas destinados a com-
batir el desempleo;  

 d) El acceso a otro empleo en caso de quedar sin trabajo o darse 
término a otra actividad remunerada, con sujeción a lo dispuesto en el 
artículo 52 de la presente Convención.  

 2. Si un trabajador migratorio alega que su empleador ha violado 
las condiciones de su contrato de trabajo, tendrá derecho a recurrir ante las 
autoridades competentes del Estado de empleo, según lo dispuesto en el pá-
rrafo 1 del artículo 18 de la presente Convención. 

Artículo 55 

 Los trabajadores migratorios que hayan obtenido permiso para ejercer 
una actividad remunerada, con sujeción a las condiciones adscritas a dicho 
permiso, tendrán derecho a igualdad de trato respecto de los nacionales del 
Estado de empleo en el ejercicio de esa actividad remunerada. 

Artículo 56 

 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares a los que se refie-
re la presente parte de la Convención no podrán ser expulsados de un Estado 
de empleo salvo por razones definidas en la legislación nacional de ese Esta-
do y con sujeción a las salvaguardias establecidas en la parte III.  

 2. No se podrá recurrir a la expulsión como medio de privar a un 
trabajador migratorio o a un familiar suyo de los derechos emanados de la 
autorización de residencia y el permiso de trabajo.  

 3. Al considerar si se va a expulsar a un trabajador migratorio o a 
un familiar suyo, deben tenerse en cuenta consideraciones de carácter huma-



 Convención Internacional sobre la protección de los derechos 
 de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares 207 

 

nitario y también el tiempo que la persona de que se trate lleve residiendo en 
el Estado de empleo. 

 PARTE V: DISPOSICIONES APLICABLES A CATEGORÍAS PARTICULARES 
  DE TRABAJADORES MIGRATORIOS Y SUS FAMILIARES 

Artículo 57 

 Los trabajadores migratorios y sus familiares incluidos en las catego-
rías particulares enumeradas en la presente Parte de la Convención que estén 
documentados o en situación regular gozarán de los derechos establecidos en 
la parte III, y, con sujeción a las modificaciones que se especifican a conti-
nuación, de los derechos establecidos en la parte IV. 

Artículo 58 

 1. Los trabajadores fronterizos, definidos en el inciso a) del párra-
fo 2 del artículo 2 de la presente Convención, gozarán de los derechos reco-
nocidos en la parte IV que puedan corresponderles en virtud de su presencia 
y su trabajo en el territorio del Estado de empleo, teniendo en cuenta que no 
han establecido su residencia habitual en dicho Estado.  

 2. Los Estados de empleo considerarán favorablemente la posibi-
lidad de otorgar a los trabajadores fronterizos el derecho a elegir libremente 
una actividad remunerada luego de un período determinado.  El otorgamiento 
de ese derecho no afectará a su condición de trabajadores fronterizos. 

Artículo 59 

 1. Los trabajadores de temporada, definidos en el inciso b) del 
párrafo 2 del artículo 2 de la presente Convención, gozarán de los derechos 
reconocidos en la parte IV que puedan corresponderles en virtud de su pre-
sencia y su trabajo en el territorio del Estado de empleo y que sean compati-
bles con su condición de trabajadores de temporada en ese Estado, teniendo 
en cuenta el hecho de que se encuentran en ese Estado sólo una parte del año.  

 2. El Estado de empleo, con sujeción al párrafo 1 de este artículo, 
examinará la conveniencia de conceder a los trabajadores de temporada que 
hayan estado empleados en su territorio durante un período de tiempo consi-
derable la posibilidad de realizar otras actividades remuneradas, otorgándoles 
prioridad respecto de otros trabajadores que traten de lograr admisión en ese 
Estado, con sujeción a los acuerdos bilaterales y multilaterales aplicables. 
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Artículo 60 

 Los trabajadores itinerantes, definidos en el inciso e) del párrafo 2 del 
artículo 2 de la presente Convención, gozarán de todos los derechos recono-
cidos en la parte IV que puedan corresponderles en virtud de su presencia y 
su trabajo en el territorio del Estado de empleo y que sean compatibles con su 
condición de trabajadores itinerantes en ese Estado. 

Artículo 61 

 1. Los trabajadores vinculados a un proyecto, definidos en el 
inciso f) del párrafo 2 del artículo 2 de la presente Convención, y sus familia-
res gozarán de los derechos reconocidos en la parte IV, salvo los establecidos 
en los incisos b) y c) del párrafo 1 del artículo 43, en el inciso d) del párrafo 1 
del artículo 43 en lo referente a los planes sociales de vivienda, en el inciso b) 
del párrafo 1 del artículo 45 y en los artículos 52 a 55.  

 2. Si un trabajador vinculado a un proyecto alega que su emplea-
dor ha violado las condiciones de su contrato de trabajo, tendrá derecho a 
recurrir ante las autoridades competentes del Estado que tenga jurisdicción 
sobre el empleador, según lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 18 de la 
presente Convención.  

 3. Con sujeción a los acuerdos bilaterales o multilaterales que se 
les apliquen, los Estados Partes procurarán conseguir que los trabajadores 
vinculados a un proyecto estén debidamente protegidos por los sistemas de 
seguridad social de sus Estados de origen o de residencia habitual durante el 
tiempo que estén vinculados al proyecto.  Los Estados Partes interesados 
tomarán medidas apropiadas a fin de evitar toda denegación de derechos o 
duplicación de pagos a este respecto.  

 4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 47 de la presente 
Convención y en los acuerdos bilaterales o multilaterales pertinentes, los 
Estados Partes interesados permitirán que los ingresos de los trabajadores 
vinculados a un proyecto se abonen en su Estado de origen o de residencia 
habitual. 

Artículo 62 

 1. Los trabajadores con empleo concreto, definidos en el inciso g) 
del párrafo 2 del artículo 2 de la presente Convención, gozarán de los dere-
chos reconocidos en la parte IV, con excepción de lo dispuesto en los incisos 
b) y c) del párrafo 1 del artículo 43, en el inciso d) del párrafo 1 del artículo 
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43 en lo referente a los planes sociales de vivienda, en el artículo 52 y en el 
inciso d) del párrafo 1 del artículo 54.  

 2. Los familiares de los trabajadores con empleo concreto gozarán 
de los derechos que se les reconocen a los familiares de los trabajadores 
migratorios en la parte IV de la presente Convención, con excepción de lo 
dispuesto en el artículo 53. 

Artículo 63 

 1. Los trabajadores por cuenta propia, definidos en el inciso h) del 
párrafo 2 del artículo 2 de la presente Convención, gozarán de los derechos 
reconocidos en la parte IV, salvo los que sean aplicables exclusivamente a los 
trabajadores que tienen contrato de trabajo.  

 2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 52 y 79 de la pre-
sente Convención, la terminación de la actividad económica de los trabajado-
res por cuenta propia no acarreará de suyo el retiro de la autorización para 
que ellos o sus familiares permanezcan en el Estado de empleo o se dediquen 
en él a una actividad remunerada, salvo cuando la autorización de residencia 
dependa expresamente de la actividad remunerada concreta para la cual fue-
ron admitidos. 

 PARTE VI:   PROMOCIÓN DE CONDICIONES SATISFACTORIAS, 
  EQUITATIVAS, DIGNAS Y LÍCITAS EN RELACIÓN 
  CON LA MIGRACIÓN INTERNACIONAL DE LOS 
  TRABAJADORES Y SUS FAMILIARES 

Artículo 64 

 1. Sin perjuicio de las disposiciones del artículo 79 de la presente 
Convención, los Estados Partes interesados se consultarán y colaborarán 
entre sí, según sea apropiado, con miras a promover condiciones satisfacto-
rias, equitativas y dignas en relación con la migración internacional de traba-
jadores y sus familiares.  

 2. A ese respecto, se tendrán debidamente en cuenta no sólo las 
necesidades y recursos de mano de obra, sino también las necesidades socia-
les, económicas, culturales y de otro tipo de los trabajadores migratorios y 
sus familiares, así como las consecuencias de tal migración para las comuni-
dades de que se trate. 
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Artículo 65 

 1. Los Estados Partes mantendrán servicios apropiados para aten-
der las cuestiones relacionadas con la migración internacional de trabajadores 
y sus familiares.  Sus funciones serán, entre otras:  

 a) La formulación y la ejecución de políticas relativas a esa clase 
de migración;  

 b) El intercambio de información, las consultas y la cooperación 
con las autoridades competentes de otros Estados Partes interesados en esa 
clase de migración;  

 c) El suministro de información apropiada, en particular a em-
pleadores, trabajadores y sus organizaciones, acerca de las políticas, leyes y 
reglamentos relativos a la migración y el empleo, los acuerdos sobre migra-
ción concertados con otros Estados y otros temas pertinentes;  

 d) El suministro de información y asistencia apropiada a los traba-
jadores migratorios y sus familiares en lo relativo a las autorizaciones y for-
malidades y arreglos requeridos para la partida, el viaje, la llegada, la estan-
cia, las actividades remuneradas, la salida y el regreso, así como en lo relati-
vo a las condiciones de trabajo y de vida en el Estado de empleo, las normas 
aduaneras, monetarias y tributarias y otras leyes y reglamentos pertinentes.  

 2. Los Estados Partes facilitarán, según corresponda, la provisión 
de servicios consulares adecuados y otros servicios que sean necesarios para 
atender a las necesidades sociales, culturales y de otra índole de los trabaja-
dores migratorios y sus familiares. 

Artículo 66 

 1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 de este artículo, el 
derecho a realizar operaciones para la contratación de trabajadores en otro 
Estado sólo corresponderá a:  

 a) Los servicios u organismos públicos del Estado en el que ten-
gan lugar esas operaciones;  

 b) Los servicios u organismos públicos del Estado de empleo 
sobre la base de un acuerdo entre los Estados interesados;  

 c) Un organismo establecido en virtud de un acuerdo bilateral o 
multilateral.  
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 2. Con sujeción a la autorización, la aprobación y la supervisión 
de las autoridades públicas de los Estados Partes interesados que se establez-
can con arreglo a las legislaciones y prácticas de esos Estados, podrá permi-
tirse también que organismos, futuros empleadores o personas que actúen en 
su nombre realicen las operaciones mencionadas. 

Artículo 67 

 1. Los Estados Partes interesados cooperarán de la manera que 
resulte apropiada en la adopción de medidas relativas al regreso ordenado de 
los trabajadores migratorios y sus familiares al Estado de origen cuando de-
cidan regresar, cuando expire su permiso de residencia o empleo, o cuando se 
encuentren en situación irregular en el Estado de empleo.  

 2. Por lo que respecta a los trabajadores migratorios y sus familia-
res que se encuentren en situación regular, los Estados Partes interesados 
cooperarán de la manera que resulte apropiada, en las condiciones conveni-
das por esos Estados, con miras a fomentar condiciones económicas adecua-
das para su reasentamiento y para facilitar su reintegración social y cultural 
duradera en el Estado de origen. 

Artículo 68 

 1. Los Estados Partes, incluidos los Estados de tránsito, colabora-
rán con miras a impedir y eliminar los movimientos y el empleo ilegales o 
clandestinos de los trabajadores migratorios en situación irregular.  Entre las 
medidas que se adopten con ese objeto dentro de la jurisdicción de cada Es-
tado interesado, se contarán:  

 a) Medidas adecuadas contra la difusión de información engañosa 
en lo concerniente a la emigración y la inmigración;  

 b) Medidas para detectar y eliminar los movimientos ilegales o 
clandestinos de trabajadores migratorios y sus familiares y para imponer 
sanciones efectivas a las personas, grupos o entidades que organicen o dirijan 
esos movimientos o presten asistencia a tal efecto;  

 c) Medidas para imponer sanciones efectivas a las personas, gru-
pos o entidades que hagan uso de la violencia o de amenazas o intimidación 
contra los trabajadores migratorios o sus familiares en situación irregular.  

 2. Los Estados de empleo adoptarán todas las medidas necesarias 
y efectivas para eliminar la contratación en su territorio de trabajadores mi-
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gratorios en situación irregular, incluso, si procede, mediante la imposición 
de sanciones a los empleadores de esos trabajadores.  Esas medidas no me-
noscabarán los derechos de los trabajadores migratorios frente a sus emplea-
dores en relación con su empleo. 

Artículo 69 

 1. Los Estados Partes en cuyo territorio haya trabajadores migra-
torios y familiares suyos en situación irregular tomarán medidas apropiadas 
para asegurar que esa situación no persista.  

 2. Cuando los Estados Partes interesados consideren la posibili-
dad de regularizar la situación de dichas personas de conformidad con la 
legislación nacional y los acuerdos bilaterales o multilaterales aplicables, se 
tendrán debidamente en cuenta las circunstancias de su entrada, la duración 
de su estancia en los Estados de empleo y otras consideraciones pertinentes, 
en particular las relacionadas con su situación familiar. 

Artículo 70 

 Los Estados Partes deberán tomar medidas no menos favorables que 
las aplicadas a sus nacionales para garantizar que las condiciones de trabajo y 
de vida de los trabajadores migratorios y sus familiares en situación regular 
estén en consonancia con las normas de idoneidad, seguridad y salud, así 
como con los principios de la dignidad humana. 

Artículo 71 

 1. Los Estados Partes facilitarán, siempre que sea necesario, la 
repatriación al Estado de origen de los restos mortales de los trabajadores 
migratorios o de sus familiares.  

 2. En lo tocante a las cuestiones relativas a la indemnización por 
causa de fallecimiento de un trabajador migratorio o de uno de sus familiares, 
los Estados Partes, según proceda, prestarán asistencia a las personas intere-
sadas con miras a lograr el pronto arreglo de dichas cuestiones.  El arreglo de 
dichas cuestiones se realizará sobre la base del derecho nacional aplicable de 
conformidad con las disposiciones de la presente Convención y de los acuer-
dos bilaterales o multilaterales pertinentes. 
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PARTE VII:  APLICACIÓN DE LA CONVENCIÓN 

Artículo 72 

 1. a) Con el fin de observar la aplicación de la presente Con-
vención se establecerá un Comité de protección de los derechos de todos los 
trabajadores migratorios y de sus familiares (denominado en adelante "el 
Comité");  

 b) El Comité estará compuesto, en el momento en que entre en 
vigor la presente Convención, de diez expertos y después de la entrada en 
vigor de la Convención para el cuadragésimo primer Estado Parte, de catorce 
expertos de gran integridad moral, imparciales y de reconocida competencia 
en el sector abarcado por la Convención.  

 2. a) Los miembros del Comité serán elegidos en votación 
secreta por los Estados Partes de una lista de personas designadas por los 
Estados Partes.  Se prestará la debida consideración a la distribución geográ-
fica equitativa, incluyendo tanto Estados de origen como Estados de empleo, 
y a la representación de los principales sistemas jurídicos.  Cada Estado Parte 
podrá proponer la candidatura de una persona elegida entre sus propios na-
cionales;  

 b) Los miembros serán elegidos y ejercerán sus funciones a titulo 
personal.  

 3. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después 
de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención, y las elecciones 
subsiguientes se celebrarán cada dos años.  Al menos cuatro meses antes de 
la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas 
dirigirá una carta a todos los Estados Partes para invitarlos a que presenten 
sus candidaturas en un plazo de dos meses.  El Secretario General preparará 
una lista por orden alfabético de todos los candidatos, en la que indicará los 
Estados Partes que los han designado, y la transmitirá a los Estados Partes a 
más tardar un mes antes de la flecha de la correspondiente elección, junto con 
las notas biográficas de los candidatos.  

 4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los 
Estados Partes que será convocada por el Secretario General y se celebrará en 
la Sede de las Naciones Unidas.  En la reunión, para la cual constituirán quó-
rum dos tercios de los Estados Partes, se considerarán elegidos para el Comi-
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té los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría abso-
luta de los votos de los Estados Partes presentes y votantes.  

 5. a) Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro 
años.  No obstante, el mandato de cinco de los miembros elegidos en la pri-
mera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la 
primera elección, el Presidente de la reunión de los Estados Partes designará 
por sorteo los nombres de esos cinco miembros;  

 b)  La elección de los cuatro miembros adicionales del Comité se 
realizará, de conformidad con las disposiciones de los párrafos 2, 3 y 4 del 
presente artículo, inmediatamente después de la entrada en vigor de la Con-
vención para el cuadragésimo primer Estado Parte.  El mandato de dos de los 
miembros adicionales elegidos en esa ocasión expirará al cabo de dos años; el 
Presidente de la reunión de los Estados Partes designará por sorteo el nombre 
de esos miembros;  

 c) Los miembros del Comité podrán ser reelegidos si su candida-
tura vuelve a presentarse.  

 6. Si un miembro del Comité fallece o renuncia o declara que por 
algún otro motivo no puede continuar desempeñando sus funciones en el 
Comité, el Estado Parte que presentó la candidatura de ese experto nombrará 
a otro experto de entre sus propios nacionales para que cumpla la parte res-
tante del mandato.  El nuevo nombramiento quedará sujeto a la aprobación 
del Comité.  

 7. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el 
personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones 
del Comité.  

 8. Los miembros del Comité percibirán emolumentos con cargo a 
los recursos de las Naciones Unidas en los términos y condiciones que decida 
la Asamblea General.  

 9. Los miembros del Comité tendrán derecho a las facilidades, 
prerrogativas e inmunidades de los expertos en misión de las Naciones Uni-
das que se estipulan en las secciones pertinentes de la Convención sobre 
Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas. 
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Artículo 73 

 1. Los Estados Partes presentarán al Secretario General de las 
Naciones Unidas, para su examen por el Comité, un informe sobre las medi-
das legislativas, judiciales, administrativas y de otra índole que hayan adop-
tado para dar efecto a las disposiciones de la presente Convención:  

 a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Con-
vención para el Estado Parte de que se trate;  

 b) En lo sucesivo, cada cinco años y cada vez que el Comité lo 
solicite.  

 2. En los informes presentados con arreglo al presente artículo se 
indicarán también los factores y las dificultades, según el caso, que afecten a 
la aplicación de la Convención y se proporcionará información acerca de las 
características de las corrientes de migración que se produzcan en el Estado 
Parte de que se trate.  

 3. El Comité establecerá las demás directrices que corresponda 
aplicar respecto del contenido de los informes.  

 4. Los Estados Partes darán una amplia difusión pública a sus 
informes en sus propios países. 

Artículo 74 

 1. El Comité examinará los informes que presente cada Estado 
Parte y transmitirá las observaciones que considere apropiadas al Estado 
Parte interesado.  Ese Estado Parte podrá presentar al Comité sus comentarios 
sobre cualquier observación hecha por el Comité con arreglo al presente 
artículo.  Al examinar esos informes, el Comité podrá solicitar a los Estados 
Partes que presenten información complementaria.  

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas, con la debida 
antelación a la apertura de cada período ordinario de sesiones del Comité, 
transmitirá al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo copias 
de los informes presentados por los Estados Partes interesados y la 
información pertinente para el examen de esos informes, a fin de que la 
Oficina pueda proporcionar al Comité los conocimientos especializados de 
que disponga respecto de las cuestiones tratadas en la presente Convención 
que caigan dentro del ámbito de competencia de la Organización 
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Internacional del Trabajo.  El Comité examinará en sus deliberaciones los 
comentarios y materiales que la Oficina pueda proporcionarle.  

 3. El Secretario General de las Naciones Unidas podrá también, 
tras celebrar consultas con el Comité, transmitir a otros organismos especiali-
zados, así como a las organizaciones intergubernamentales, copias de las 
partes de esos informes que sean de su competencia.  

 4. El Comité podrá invitar a los organismos especializados y 
órganos de las Naciones Unidas, así como a las organizaciones interguber-
namentales y demás órganos interesados, a que presenten, para su examen 
por el Comité, información escrita respecto de las cuestiones tratadas en la 
presente Convención que caigan dentro del ámbito de sus actividades.  

 5. El Comité invitará a la Oficina Internacional del Trabajo a 
nombrar representantes para que participen, con carácter consultivo, en sus 
sesiones.  

 6. El Comité podrá invitar a representantes de otros organismos 
especializados y órganos de las Naciones Unidas, así como de organizaciones 
intergubernamentales, a estar presentes y ser escuchados en las sesiones 
cuando se examinen cuestiones que caigan dentro del ámbito de su 
competencia.  

 7. El Comité presentará un informe anual a la Asamblea General 
de las Naciones Unidas sobre la aplicación de la presente Convención, en el 
que expondrá sus propias opiniones y recomendaciones, basadas, en particu-
lar, en el examen de los informes de los Estados Partes y en las observaciones 
que éstos presenten.  

 8. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los 
informes anuales del Comité a los Estados Partes en la presente Convención, 
al Consejo Económico y Social, a la Comisión de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo 
y a otras organizaciones pertinentes. 

Artículo 75 

 1. El Comité aprobará su propio reglamento.  

 2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.  

 3. El Comité se reunirá ordinariamente todos los años.  
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 4. Las reuniones del Comité se celebrarán ordinariamente en la 
Sede de las Naciones Unidas. 

Artículo 76 

 1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en 
cualquier momento, con arreglo a este artículo, que reconoce la competencia 
del Comité para recibir y examinar las comunicaciones en las que un Estado 
Parte alegue que otro Estado Parte no cumple sus obligaciones dimanadas de 
la presente Convención.  Las comunicaciones presentadas conforme a este 
artículo sólo se podrán recibir y examinar si las presenta un Estado Parte que 
haya hecho una declaración por la cual reconoce con respecto a sí mismo la 
competencia del Comité.  El Comité no recibirá ninguna comunicación que 
se refiera a un Estado Parte que no haya hecho esa declaración.  Las comuni-
caciones que se reciban conforme a este artículo quedarán sujetas al siguiente 
procedimiento:  

 a) Si un Estado Parte en la presente Convención considera que 
otro Estado Parte no está cumpliendo sus obligaciones dimanadas de la pre-
sente Convención, podrá, mediante comunicación por escrito, señalar el asun-
to a la atención de ese Estado Parte.  El Estado Parte podrá también informar 
al Comité del asunto.  En un plazo de tres meses contado desde la recepción 
de la comunicación, el Estado receptor ofrecerá al Estado que envió la comu-
nicación una explicación u otra exposición por escrito en la que aclare el 
asunto y que, en la medida de lo posible y pertinente, haga referencia a los 
procedimientos y recursos internos hechos valer, pendientes o existentes 
sobre la materia;  

 b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambos Estados 
Partes interesados dentro de seis meses de recibida la comunicación inicial 
por el Estado receptor, cualquiera de ellos podrá referir el asunto al Comité, 
mediante notificación cursada al Comité y al otro Estado;  

 c) El Comité examinará el asunto que se le haya referido sólo 
después de haberse cerciorado de que se han hecho valer y se han agotado 
todos los recursos internos sobre la materia, de conformidad con los 
principios de derecho internacional generalmente reconocidos.  No se 
aplicará esta norma cuando, a juicio del Comité, la tramitación de esos 
recursos se prolongue injustificadamente;  
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 d) Con sujeción a lo dispuesto en el inciso c) del presente párrafo, 
el Comité pondrá sus buenos oficios a disposición de los Estados Partes inte-
resados con miras a llegar a una solución amigable de la cuestión sobre la 
base del respeto a las obligaciones establecidas en la presente Convención;  

 e) El Comité celebrará sesiones privadas cuando examine comu-
nicaciones con arreglo al presente artículo;  

 f) En todo asunto que se le refiera de conformidad con el inciso 
b) del presente párrafo, el Comité podrá pedir a los Estados Partes interesa-
dos, que se mencionan en el inciso b), que faciliten cualquier otra informa-
ción pertinente;  

 g) Ambos Estados Partes interesados, conforme a lo mencionado 
en el inciso b) del presente párrafo, tendrán derecho a estar representados 
cuando el asunto sea examinado por el Comité y a hacer declaraciones oral-
mente o por escrito;  

 h) El Comité, en un plazo de doce meses a partir de la fecha de 
recepción de la notificación con arreglo al inciso b) del presente párrafo, 
presentará un informe, como se indica a continuación:  

 i) Si se llega a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso 
d) del presente párrafo, el Comité limitará su informe a una 
breve exposición de los hechos y de la solución a la que se 
haya llegado;  

 ii) Si no se llega a una solución con arreglo a lo dispuesto en el 
inciso d), el Comité indicará en su informe los hechos pertinen-
tes relativos al asunto entre los Estados Partes interesados.  Se 
anexarán al informe las declaraciones por escrito y una relación 
de las declaraciones orales hechas por los Estados Partes inte-
resados.  El Comité podrá también transmitir únicamente a los 
Estados Partes interesados cualesquiera observaciones que con-
sidere pertinentes al asunto entre ambos. 

En todos los casos el informe se transmitirá a los Estados Partes interesados.  

 2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuan-
do diez Estados Partes en la presente Convención hayan hecho una declara-
ción con arreglo al párrafo 1 del presente artículo.  Los Estados Partes 
depositarán dichas declaraciones en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas, quien remitirá copia de ellas a los demás Estados Partes.  
Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación 
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ración podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación dirigida al 
Secretario General.  Dicho retiro no será obstáculo para que se examine cual-
quier asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida en virtud del 
presente artículo; después de que el Secretario General haya recibido la noti-
ficación de retiro de la declaración, no se recibirán nuevas comunicaciones de 
ningún Estado Parte con arreglo al presente artículo, a menos que el Estado 
Parte interesado haya hecho una nueva declaración.  

Artículo 77 

 1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en 
cualquier momento, con arreglo al presente artículo, que reconoce la compe-
tencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones enviadas por 
personas sometidas a su jurisdicción, o en su nombre, que aleguen que ese 
Estado Parte ha violado los derechos individuales que les reconoce la presen-
te Convención.  El Comité no admitirá comunicación alguna relativa a un 
Estado Parte que no haya hecho esa declaración.  

 2. El Comité considerará inadmisible toda comunicación recibida 
de conformidad con el presente artículo que sea anónima o que, a su juicio, 
constituya un abuso del derecho a presentar dichas comunicaciones o sea 
incompatible con las disposiciones de la presente Convención.  

 3. El Comité no examinará comunicación alguna presentada por 
una persona de conformidad con el presente artículo a menos que se haya 
cerciorado de que:  

 a) La misma cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada en 
otro procedimiento de investigación o solución internacional;  

 b) La persona ha agotado todos los recursos que existan en la 
jurisdicción interna; no se aplicará esta norma cuando, a juicio del Comité, la 
tramitación de los recursos se prolongue injustificadamente o no ofrezca 
posibilidades de dar un amparo eficaz a esa persona.  

 4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 del presente artícu-
lo, el Comité señalará las comunicaciones que se le presenten de conformidad 
con el presente artículo a la atención del Estado Parte en la presente Conven-
ción que haya hecho una declaración conforme al párrafo 1 y respecto del 
cual se alegue que ha violado una disposición de la Convención.  En un plazo 
de seis meses, El Estado receptor proporcionará al Comité una explicación u 
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otra exposición por escrito en la aclare el asunto y exponga, en su caso, la 
medida correctiva que haya adoptado.  

 5. El Comité examinará las comunicaciones recibidas de confor-
midad con el presente artículo a la luz de toda la información presentada por 
la persona o en su nombre y por el Estado Parte de que se trate.  

 6. El Comité celebrará sesiones privadas cuando examine las 
comunicaciones presentadas conforme al presente artículo.  

 7. El Comité comunicará sus opiniones al Estado Parte de que se 
trate y a la persona que haya presentado la comunicación.  

 8. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuan-
do diez Estados Partes en la presente Convención hayan hecho las declara-
ciones a que se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo.  Los 
Estados Partes depositarán dichas declaraciones en poder del Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de ellas a los demás Esta-
dos Partes.  Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante 
notificación dirigida al Secretario General.  Dicho retiro no será obstáculo 
para que se examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya 
transmitida en virtud del presente artículo; después de que el Secretario Ge-
neral haya recibido la notificación de retiro de la declaración no se recibirán 
nuevas comunicaciones presentadas por una persona, o en su nombre, con 
arreglo al presente artículo, a menos que el Estado Parte de que se trate haya 
hecho una nueva declaración.  

Artículo 78 

 Las disposiciones del artículo 76 de la presente Convención se aplica-
rán sin perjuicio de cualquier procedimiento para solucionar las controversias 
o denuncias relativas a la esfera de la presente Convención establecido en los 
instrumentos constitucionales de las Naciones Unidas y los organismos espe-
cializados o en convenciones aprobadas por ellos, y no privarán a los Estados 
Partes de recurrir a otros procedimientos para resolver una controversia de 
conformidad con convenios internacionales vigentes entre ellos.  

PARTE VIII:  DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 79 

 Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al derecho de 
cada Estado Parte a establecer los criterios que rijan la admisión de los traba-
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jadores migratorios y de sus familiares.  En cuanto a otras cuestiones relacio-
nadas con su situación legal y el trato que se les dispense como trabajadores 
migratorios y familiares de éstos, los Estados Partes estarán sujetos a las 
limitaciones establecidas en la presente Convención.  

Artículo 80 

 Nada de lo dispuesto en la presente Convención deberá interpretarse 
de manera que menoscabe las disposiciones de la Carta de las Naciones Uni-
das o de las constituciones de los organismos especializados en que se defi-
nen las responsabilidades respectivas de los diversos órganos de las Nacio-
naes Unidas y de los organismos especializados en relación con los asuntos 
de que se ocupa la presente Convención.  

Artículo 81 

 1. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a 
ningún derecho o libertad más favorable que se conceda a los trabajadores 
migratorios y a sus familiares en virtud de:  

 a) El derecho o la práctica de un Estado Parte; o  

 b) Todo tratado bilateral o multilateral vigente para el Estado 
Parte interesado.  

 2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpre-
tarse en el sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o indivi-
duo para emprender actividades o realizar actos que puedan menoscabar 
cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en la presente Conven-
ción.  

Artículo 82 

 Los derechos de los trabajadores migratorios y de sus familiares 
previstos en la presente Convención no podrán ser objeto de renuncia.  No se 
permitirá ejercer ninguna forma de presión sobre los trabajadores migratorios 
ni sobre sus familiares para hacerlos renunciar a cualquiera de los derechos 
mencionados o privarse de alguno de ellos.  No se podrán revocar mediante 
contrato los derechos reconocidos en la presente Convención.  Los Estados 
Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar que se respeten esos 
principios.  
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Artículo 83 

 Cada uno de los Estados Partes en la presente Convención se com-
promete a garantizar que:  

 a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en la 
presente Convención hayan sido violados pueda obtener una reparación efec-
tiva, aun cuando tal violación haya sido cometida por personas que actuaban 
en ejercicio de sus funciones oficiales;  

 b) La autoridad judicial, administrativa o legislativa competente, 
o cualquier otra autoridad competente prevista en el sistema jurídico del 
Estado, decida sobre la procedencia de la demanda de toda persona que inter-
ponga tal recurso, y que se amplíen las posibilidades de obtener reparación 
por la vía judicial;  

 c) Las autoridades competentes cumplan toda decisión en que el 
recurso se haya estimado procedente.  

Artículo 84 

 Cada uno de los Estados Partes se compromete a adoptar las medidas 
legislativas y de otra índole que sean necesarias para aplicar las disposiciones 
de la presente Convención.  

PARTE IX:  DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 85 

 El Secretario General de las Naciones Unidas será depositario de la 
presente Convención.  

Artículo 86 

 1. La presente Convención quedará abierta a la firma de todos los 
Estados.  Estará sujeta a ratificación.  

 2. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todos 
los Estados.  

 3. Los instrumentos de ratificación o de adhesión se depositarán 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  
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Artículo 87 

 1. La presente Convención entrará en vigor el primer día del mes 
siguiente a un plazo de tres meses contado a partir de la fecha en que haya 
sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión.  

 2. Respecto de todo Estado que ratifique la Convención o se ad-
hiera a ella después de su entrada en vigor, la Convención entrará en vigor el 
primer día del mes siguiente a un plazo de tres meses contado a partir de la 
fecha en que ese Estado haya depositado su instrumento de ratificación o 
adhesión.  

Artículo 88 

 Los Estados que ratifiquen la presente Convención o se adhieran a ella 
no podrán excluir la aplicación de ninguna parte de ella ni tampoco, sin per-
juicio de lo dispuesto en el artículo 3, podrán excluir de su aplicación a nin-
guna categoría determinada de trabajadores migratorios.  

Artículo 89 

 1. Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención, 
una vez transcurridos cinco años desde la fecha en que la Convención haya 
entrado en vigor para ese Estado, mediante comunicación por escrito dirigida 
al Secretario General de las Naciones Unidas.  

 2. La denuncia se hará efectiva el primer día del mes siguiente a 
la expiración de un plazo de doce meses contado a partir de la fecha en que el 
Secretario General de las Naciones Unidas haya recibido la comunicación.  

 3. La denuncia no tendrá el efecto de liberar al Estado Parte de las 
obligaciones contraídas en virtud de la presente Convención respecto de 
ningún acto u omisión que haya ocurrido antes de la fecha en que se hizo 
efectiva la denuncia, ni impedirá en modo alguno que continúe el examen de 
cualquier asunto que se hubiere sometido a la consideración del Comité antes 
de la fecha en que se hizo efectiva la denuncia.  

 4. A partir de la fecha en que se haga efectiva la denuncia de un 
Estado Parte, el Comité no podrá iniciar el examen de ningún nuevo asunto 
relacionado con ese Estado.  
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Artículo 90 

 1. Pasados cinco años de la fecha en que la presente Convención 
haya entrado en vigor, cualquiera de los Estados Partes en la misma podrá 
formular una solicitud de enmienda de la Convención mediante comunica-
ción escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.  El Secre-
tario General comunicará acto seguido las enmiendas propuestas a los Esta-
dos Partes y les solicitará que le notifiquen si se pronuncian a favor de la 
celebración de una conferencia de Estados Partes para examinar y someter a 
votación las propuestas.  En el caso de que, dentro de un plazo de cuatro 
meses a partir de la fecha de dicha comunicación, por lo menos un tercio de 
los Estados Partes se pronuncie a favor de la celebración de la conferencia, el 
Secretario General convocará la conferencia bajo los auspicios de las Nacio-
nes Unidas.  Toda enmienda aprobada por la mayoría de los Estados Partes 
presentes y votantes en la conferencia se presentará a la Asamblea General de 
las Naciones Unidas para su aprobación.  

 2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aproba-
das por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes en la presente Convención, de 
conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales.  

 3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias 
para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Esta-
dos Partes seguirán obligados por las disposiciones de la presente Conven-
ción y por toda enmienda anterior que hayan aceptado.  

Artículo 91 

 1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comu-
nicará a todos los Estados Partes el texto de las reservas formuladas por los 
Estados en el momento de la firma, la ratificación o la adhesión.  

 2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el 
propósito de la presente Convención.  

 3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por 
medio de una notificación a tal fin dirigida al Secretario General de las Na-
ciones Unidas, quien informará de ello a todos los Estados.  Esta notificación 
surtirá efecto en la fecha de su recepción.  
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Artículo 92 

 1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con 
respecto a la interpretación o la aplicación de la presente Convención y no se 
solucione mediante negociaciones se someterá a arbitraje a petición de uno 
de ellos.  Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presen-
tación de la solicitud de arbitraje las Partes no consiguen ponerse de acuerdo 
sobre la organización del arbitraje, cualquiera de las Partes podrá someter la 
controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante una solicitud pre-
sentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.  

 2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o la ratificación 
de la Convención o de su adhesión a ella, podrá declarar que no se considera 
obligado por el párrafo 1 del presente artículo.  Los demás Estados Partes no 
estarán obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parte que haya 
formulado esa declaración.  

 3. Todo Estado Parte que haya formulado la declaración prevista 
en el párrafo 2 del presente artículo podrá retirarla en cualquier momento 
mediante notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.  

Artículo 93 

 1. La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas.  

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 
certificadas de la presente Convención a todos los Estados.  

 EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos plenipotenciarios, 
debidamente autorizados para ello por sus respectivos gobiernos, han firmado 
la presente Convención. 


